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PROLOGO 





E s t e libro contiene los resultados fundamentales del Programa de Apoyo al 
Fortalecimiento y Racionalización de la Institucionalidad de la Integración Centro­
americana, desarrollado entre julio de 1996 y julio de 1997 por la Comisión 
Económica para Latina América y el Caribe (CEPAL) y el Banco Interameri-
cano de Desarrollo (BID). Este proyecto respondió a u n mandato de l a XV I 
Cumbre de los Presidentes Centroamericanos, celebrada en San Salvador, E l 
Salvador, el 30 de marzo de 1995, en cuya declaración final se solicitó al BID 
y a la CEPAL que efectuaran «una evaluación a l a gestión operativa de los 
órganos e instituciones de la integración centroamericana, para proceder a 
su modernización, en procura de una mayor eficacia y eficiencia en sus 
procedimientos y resultados.»1 

En virtud de que los documentos del Programa fueron un insumo básico 
para las decisiones que sobre la reforma institucional tomaron los Presiden­
tes Centroamericanos en su reunión en Panamá el 12 de jul io de 1997, así 
como por su valor intrínseco en el análisis de l a integración centroamerica­
na, el BID y la CEPAL han determinado publicarlos en este libro. 

E l capítulo I, introductorio, «la nueva agenda centroamericana y la 
institucionalidad regional», recoge las bases conceptuales y metodológicas 
que fueron desarrolladas.2 

A continuación, el «Diagnóstico de la institucionalidad regional centro­
americana en 1996» presenta una evaluación de la institucionalidad centro­
americana en su conjunto, los costos y el financiamiento de los organismos, 
así como del funcionamiento del Sistema de la Integración Centroamerica­
na. Además, se exponen un análisis de la situación y del desempeño actual 
de los principales órganos y organismos especializados, y observaciones so­
bre la coordinación nacional para la integración en cada país. 

E l documento correspondiente a este capítulo se distribuyó entre los 
ministerios y los organismos de la institucionalidad y se sometió a repetidas 

1 En el anexo I se detallan el programa y los aspectos metodológicos. 
2 Estas cuestiones fueron discutidas por primera vez en el documento «Bases para la evaluación de la 

institucionalidad regional centroamericana», del 9 de septiembre de 1996. 
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revisiones. La información se obtuvo en los últimos meses de 1996. E n la 
presente versión sólo se han agregado, en las secciones iniciales, datos so­
bre los tipos de entidad regional y los orígenes de la institucionalidad, de 
manera que el análisis sea comprensible para un público más amplio; tam­
bién se han incorporado unas cuantas correcciones en la redacción a fin de 
asegurar la consistencia. 

En el tercer capítulo se evalúan las «Estrategias y opciones para el forta­
lecimiento y racionalización de la institucionalidad centroamericana», tal 
como fueron presentadas a los Representantes de Alto Nivel y a los Minis­
tros responsables centroamericanos. Se plantea una serie de premisas y prin­
cipios para orientar la reforma, y se identifican dos alternativas principales 
que igualmente podrían considerarse como etapas de una reforma progresi­
va. Una opción sería limitarse a fortalecer las capacidades sistêmicas dentro 
de los parámetros existentes, mejorando los mecanismos de coordinación, 
las capacidades de reflexión y previsión, y el sistema de financiación. La 
otra se orientaría a una «remodelación» progresiva de la institucionalidad 
mediante l a constitución de u n «núcleo básico» en el centro de l a 
institucionalidad, que permita fortalecer una estrategia integral e integradora. 

En el capítulo IV se reproduce la «Propuesta para el fortalecimiento y la 
racionalización de la institucionalidad regional centroamericana» que, ba­
sándose en los documentos del Programa, adoptaron los Representantes de 
Alto Nivel, y que fue presentada formalmente a los Presidentes Centroame­
ricanos.3 

En el capítulo V se presentan las decisiones que tomaron los Presidentes 
Centroamericanos en su Reunión en Panamá el 12 de julio de 1997, y se 
incluyen además los «Lineamientos para el Fortalecimiento y Racionalización 
de la Institucionalidad Regional», surgidos de la decisión soberana de canci­
lleres y ministros de economía. 

Se discutieron todos los estudios y propuestas con el Grupo de Represen­
tantes de Alto Nivel nombrado por los Presidentes: por Costa Rica, Carlos 
Manuel Castillo; por E l Salvador, Eduardo Núñez; por Guatemala, Eduardo 
González; 4 por Honduras, Dante Gabriel Ramírez; por Nicaragua, Alfonso 

3 En la última fase del Programa se elaboraron dos documentos de discusión —Lineamientos para un 
plan de acción de la propuesta para el fortalecimiento y la racionalización de la institucionalidad regional 
centroamericana, y Perfiles de Cooperación Técnica para el fortalecimiento y la racionalización de la 
institucionalidad de la integración centroamericana— con el objetivo de apoyar la ejecución de la reforma 
que fuera acordada por los Presidentes. Por su naturaleza, estos trabajos no han sido incorporados en 
este libro. 

4 En la primera reunión participó Alfredo Guerra Borges. 
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Róbelo; y por Panamá, Rogelio Novey. 5 E l consultor Edward Best coordinó 
el Programa, en colaboración con el señor Braulio Serna, por parte de la 
Sede Subregional de la CEPAL en México, quienes fueron eficazmente apo­
yados por Valentina Riquelme, asistente y Viridiana Cruz, secretaria. E l equi­
po se benefició con las orientaciones del Secretario Ejecutivo de la Comisión, 
señor Gert Rosenthal; la dirección del señor Horacio Santamaría, Director 
de la Subsede en México, así como con la participación de otros funciona­
rios en temas específicos, sobre todo el señor Rudolf Buitelaar. 

E l equipo del Proyecto del BID colaboró activamente y participó en las 
reuniones de trabajo. Estuvo presidido por Ennio Rodríguez, con la partici­
pación de Martha Jul ia Cox, ambos de la División de Integración, Comercio 
y Asuntos Hemisféricos. Colaboró también María Adela García, de l a Div i ­
sión de Cooperación Técnica Regional. La supervisión de este grupo estuvo 
a cargo de Nohra Rey de Marulanda, Gerente de Integración y Programas 
Regionales, y Robert Devlin, Jefe de la División de Integración, Comercio y 
Asuntos Hemisféricos. 

5 En el anexo I se detallan las reuniones del Grupo de Representantes y los documentos que fueron 
discutidos en ellas. 
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Mandato de los Presidentes al BID 
y a la CEPAL 

XVI Cumbre de Presidentes de Centroamérica 
San Salvador, £1 Salvador, 30 de marzo de 1995 

Programa de acciones inmediatas derivadas de la Declaración 
de San Salvador Upara la inversión en capital humano 

i . 

14. Acordamos solicitar al Banco Interamericano de Desarrollo (BID), por me­
dio del Grupo Consultivo Regional de Centroamérica (GCR-CA) que, en 
coordinación con la Comisión Económica para América Latina (CEPAL), 
efectúen, como un esfuerzo complementario de las acciones que se reali­
zan, una evaluación a la gestión operativa de los órganos e instituciones de 
la integración centroamericana, para proceder a su modernización, en pro­
cura de una mayor eficacia y eficiencia en sus procedimientos y resultados, 
de acuerdo a las prioridades y términos de referencia que apruebe el órga­
no principal de coordinación del Sistema de la Integración Centroamerica­
na. Con esta finalidad, instruimos a las entidades de la integración regional 
a otorgar su más amplia colaboración en estos trabajos. Esta evaluación 
deberá realizarse con la participación de centroamericanos notables con 
una visión objetiva y clara. 

15. Reiteramos al Banco Interamericano de Desarrollo (BID) la alta prioridad de 
contar con una estrategia regional de capacitación de los recursos humanos, 
que tome en cuenta nuestras necesidades en los campos de modernización 
del Estado, productividad laboral y capacitación de cuadros para ir a la inte­
gración subregional y hemisférica. Asimismo, que procure un ordenamiento 
de las instancias nacionales y regionales que coordinan este tema y un forta­
lecimiento de las entidades regionales especializadas. Exhortamos también a 
la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) a tomar en considera­
ción estas necesidades y a brindarnos su más amplio apoyo en estos esfuerzos. 
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I. La «nueva agenda» centroamericana 
y la institucionalidad regional 

L a institucionalidad 6 centroamericana actual muestra u n alto grado de 
complejidad, que deriva básicamente de la multiplicidad de sus orígenes. A 
excepción de los organismos de la Organización de Estados Centroamericanos 
(ODECA) establecida en los años 50, que han sido reemplazados, el proceso 
de crecimiento institucional tuvo un carácter no centralizado y acumulativo. 
E l Protocolo de Tegucigalpa de 1991, que entró en vigor en 1993, colocó gran 
parte de las entidades existentes bajo el paraguas de un Sistema de la Inte­
gración Centroamericana (SICA) y estableció un mecanismo de «coordina­
ción» entre las diferentes áreas. Sin embargo, dicho Protocolo no aclaró l a 
agenda regional sustantiva, y en el marco del SICA no se contempló ningu­
na redefinición del sistema institucional en la práctica. Aún más, el proceso 
de crear nuevos organismos continuó en los años siguientes. 

6 La terminología merece algunos comentarios introductorios. Tradicionalmente, en los circuios de la 
integración centroamericana se ha empleado el término «instituciones regionales» en referencia a enti­
dades que son, en el enfoque del presente estudio, más bien organismos regionales de cooperación 
funcional. Esta utilización del término puede dar lugar a confusiones en un contexto más amplio. Por un 
lado, estos organismos no son comparables con las «instituciones» de la Unión Europea, que efectiva­
mente tienen funciones y poderes tales que se justifica su asimilación al rango de «instituciones políti­
cas». Las entidades centroamericanas que podrían llegar a tener funciones sistêmicas análogas a las de 
las instituciones comunitarias europeas (Consejo de Ministros, Secretaría General, Parlamento Centro­
americano, Corte Centroamericana de Justicia) suelen denominarse «órganos». Por otro lado, se puede 
dar la impresión de una confusión conceptual entre «instituciones» y «organizaciones». En consecuen­
cia, el presente estudio empleará como regla general el término organismos, y cuando sea necesario 
citar la utilización original se referirá a «instituciones» entre comillas. 

La palabra «institucionalidad» se destina para designar el conjunto de órganos, organismos e instan­
cias regionales, puesto que refleja adecuadamente la idea de un sistema regional de organizaciones y de 
los «insrtíufiorujl arrangements» de la integración. 
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Los términos de referencia acordados entre el BID y la CEPAL especifi­
caron que, en cumplimiento del mandato presidencial, el objetivo general 
del Programa era el de «contribuir al proceso de racionalización y fortaleci­
miento de las instituciones de integración de Centroamérica de acuerdo con 
los nuevos mandatos de la integración y su preparación para la integración 
hemisférica y mundial». 

Esta formulación, que parece gozar de un amplio consenso en Centro­
américa, expresa el punto de partida básico del trabajo. 

En primer lugar, la evaluación del aporte de los organismos regionales y 
de la institucionalidad regional en su conjunto a la agenda de desarrollo de 
los países debe realizarse sin prejuicios. En particular, el objetivo no debería 
apuntar a una simple reducción de los organismos, apoyándose en la difun­
dida afirmación de que son muchos y costosos. 

En rigor, un elevado número de organismos regionales no es en sí mis­
mo alarmante, ya que podría reflejar un proceso de relaciones trasnacionales 
y trasgubernamentales que genera una red de interdependencias y, por este 
medio, fomenta un tipo de integración social de la base hacia arriba. Asimis­
mo, podría significar una no centralización muy eficiente y eficaz en la 
ejecución de acciones de interés común. 

Con respecto a los costos de la institucionalidad se impone un análisis 
cuidadoso. Tal como se demuestra en el presente estudio, los fondos públicos 
centroamericanos que deberían recibir los organismos regionales no totalizan 
un monto tan elevado como se alega con frecuencia. En la práctica, la ma­
yoría de los organismos han experimentado importantes déficit presupues­
tarios a causa de las moras gubernamentales en cubrir las cuotas convenidas. 

En todo caso, el monto de la financiación pública en sí mismo no consti­
tuye un índice de utilidad. La inversión en actividades comunes puede re­
dundar en un ahorro neto de recursos materiales para los contribuyentes en 
la medida en que dichas actividades proporcionen una economía de escala 
o una reducción en los costos de transacción, u otro tipo de bien colectivo 
que los países no podrían alcanzar por separado. 

Finalmente, es muy importante estudiar la distribución del financiamien­
to público entre los distintos organismos y foros centroamericanos, dado 
que existen en algunos casos desproporciones entre la cantidad de recursos 
con que cuenta una entidad, y sus tareas y la relevancia que se le reconoce 
en la agenda regional. 

En resumen, la existencia de un organismo regional no debería de ser 
cuestionada a raíz de percepciones coyunturales de la institucionalidad en 
su conjunto, pero tampoco se justifica por sí misma. Es decir, es legítimo y 
necesario indagar si los organismos regionales existentes —muchos de los 
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cuales fueron creados en etapas anteriores— están cumpliendo hoy una fun­
ción que efectivamente proporciona u n valor adicional a los países dentro 
de la nueva agenda centroamericana, y/o si ofrecen la suficiente capacidad 
de respuesta a las nuevas necesidades. 

Esta formulación de la pregunta plantea dos interrogantes fundamenta­
les referidos a la forma en que se debe entender una «nueva agenda centro­
americana» y a la manera de identificar las «necesidades» institucionales de 
esta agenda. 

1. Fuentes formales 

Resulta problemática la definición de una nueva agenda centroamericana 
operativa basada en fuentes formales, precisamente por la abundancia de 
definiciones de objetivos y de agendas globales generadas en los últimos años. 

E l «Procedimiento para establecer l a paz f i rme y duradera en 
Centroamérica»7 de 1987 («Esquipulas II») establece el punto de partida de la 
nueva agenda, en la medida que constituye u n compromiso histórico de 
crear en todos los países las condiciones políticas y sociales que aseguren 
la paz. Con este propósito incluye, además de las medidas inmediatas sobre la 
pacificación, una agenda común de reconciliación nacional, democratiza­
ción, elecciones l ibres. 8 También enfatiza directamente l a necesidad de l a 
cooperación regional: «En el cl ima de libertad que garantiza la democracia, 
los países de Centroamérica adoptarán los acuerdos que permitan acelerar 
el desarrollo, para alcanzar sociedades más igualitarias y libres de la 
miseria.» 

E l debate que se dio en los años siguientes respecto de las formas y 
alcances del «relanzamiento» de la integración centroamericana en los años 
noventa se resuelve en el «Protocolo de Tegucigalpa»9 de 1991 a la Carta de la 
Organización de Estados Centroamericanos, que transforma la O D E C A en 
el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) e incorpora a Panamá. 
E l Protocolo proclama el compromiso de constituir Centroamérica «como 
Región de Paz, Libertad, Democracia y Desarrollo» mediante l a consoli-

7 firmado en Guatemala por los cinco Presidentes el 7 de agosto de 1987. 

1 En el marco de este último compromiso, los Presidentes confirman que se celebrarán elecciones 
para la integración del Parlamento Centroamericano, «como expresión conjunta de los Estados Centro­
americanos para encontrar la reconciliación y la paz duradera para sus pueblos». 

' Firmado el 13 de diciembre de 1991. 
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dación de la democracia sobre la base de elecciones libres y respeto a los 
derechos humanos, un nuevo modelo de seguridad regional, un sistema re­
gional de bienestar y justicia económica y social, una unión económica que 
fortalezca la inserción exitosa en la economía internacional, y el estableci­
miento de un nuevo orden ecológico. 

E l «Protocolo de Guatemala» de 1993 1 0 al Tratado General de Integración 
Económica Centroamericana de 1960 representa el compromiso formal que 
finalmente se logró entre los países con respecto a la definición de una 
nueva agenda económica común. E l objetivo es la creación «voluntaria, gra­
dual, complementaria y progresiva» de una Unión Económica Centroame­
ricana, según aparece en el cuadro adjunto. 

La integración económica regional se define allí como «un medio para 
maximizar las opciones de desarrollo de los países centroamericanos y v in­
cularlos más provechosa y efectivamente a la economía internacional». E l 
Protocolo prevé el «perfeccionamiento de los diferentes estadios del proceso 
de integración económica», el «perfeccionamiento de las políticas sectoria­
les» en materia de turismo, agricultura, política de competencia, normas y 
reglamentos técnicos, protección del consumidor, infraestructura física, ser­
vicios de transporte, servicios financieros, libre ejercicio de profesiones, y el 
«mejoramiento de la productividad en el proceso de integración». 

La «Alianza para el Desarrollo Sostenible (ALIDES)»1 1 de 1994 es una 
«estrategia integral de desarrollo sostenible» para Centroamérica. La 
ALIDES consiste en una serie de «Principios» que cubren casi todas las di­
mensiones de la vida: el respeto a la vida, el mejoramiento de la calidad de 
la vida humana, el respeto y aprovechamiento de la vitalidad y diversidad 
de la tierra de manera sostenible, la promoción de la paz y la democracia, el 
respeto a la pluriculturalidad y diversidad étnica, el logro de mayores grados 
de integración económica entre los países de la región y de éstos con el resto 
del mundo, y la responsabilidad intergeneracional con el desarrollo sosteni­
ble. Estos principios se traducen en una serie de «Bases» y 41 «objetivos 
específicos» políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales. 

1 0 Firmado el 29 de octubre de 1993. Entró definitivamente en vigor para todos los países el 19 de 
mayo de 1997. Se adjunta en el Prólogo un resumen de los compromisos incluidos en el Protocolo. 

11 Acuerdo de los Presidentes de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua, Panamá y 
el Representante del Primer Ministro de Belice, reunidos en la Cumbre Ecológica Centroamericana para el 
Desarrollo Sostenible, en Managua, el 12 de octubre de 1994. Los Presidentes procedieron rápidamente 
a adoptar los «Compromisos en materia de medio ambiente y recursos naturales» del Volcán Masaya, el 
13 de octubre de 1994; y los «Compromisos de paz y desarrollo de Tegucigalpa*, del 25 de octubre de 
1994. Los objetivos específicos de la ALIDES se resumen en el anexo II. 
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Resumen de los objetivos del Protocolo de Guatemala 
Este Protocolo de 1993 al Tratado General de Integración Económica Centroameri­
cana de 1960 representa el compromiso formal que finalmente lograron los países 
con respecto a la definición de una nueva agenda común económica. 

El objetivo es la creación «voluntaria, gradual, complementaria y progresiva» 
de una Unión Económica Centroamericana. La integración económica regional 
es «un medio para maximizar las opciones de desarrollo de los países centroameri­
canos y vincularlos más provechosa y efectivamente a la economía internacional. 

El protocolo prevé: 

i) «Perfecccionamiento de los diferentes estadios del proceso de inte­
gración económica»: 

- Zona de libre comercio centroamericana 
* Eliminación gradual de todas las barreras y restricciones 
* Reglamento uniforme en materia de sanidad 
* Armonización de normas técnicas, proscripción de prácticas de co­

mercio desleal 
* Libertad cambiaria 

- «Relaciones externas comerciales» 
* Arancel Centroamericano de Importación 
* Armonización gradual y flexible de relaciones comerciales externas 
* Armonización de incentivos a las exportaciones 

- Unión Aduanera Centroamericana 
- Libre movilidad de los factores productivos 
- Integración monetaria y financiera centroamericana 

i i ) «Perfeccionamiento de las políticas sectoriales» 

- Política regional en materia turística 
- Política agrícola centroamericana 
- «Disposiciones comunes» en materia de atitrust y libre competencia 
- Armonización mínima de normas y reglamentos técnicos 
- Mecanismos de protección de los derechos del consumidor 
- Desarrollo de la infraestructura física y armonización de las políticas de pres­

tación de servicios en los sectores de infraestructura 
- Libre competencia en la contratación del transporte 
- Armonización de legislaciones en materia de banca, entidades financieras, 

bursátiles y de seguros, así como de leyes sobre propiedad intelectual e in­
dustrial y de registros 

- Armonización de legislaciones para el libre ejercicio de profesiones universitarias 

i i i ) Mejoramiento de la productividad en el proceso de integración» 

- Estrategias convergentes para aumentar la competitividad y para la forma­
ción de los recursos humanos 

- Estrategia regional para procurar la incorporación dé la ciencia y la tecnolo­
gía en el proceso productivo 

- Estrategias comunes y armonización legislativa para la conservación del me­
dio ambiente 
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En 1995 se firma un «Tratado de Integración Social»12 a consecuencia de 
la creciente preocupación por los problemas sociales en la agenda centro­
americana, y se enuncia otra serie de principios y objetivos compartidos en 
el campo social: el respeto a la vida, la familia como núcleo esencial de la 
sociedad, la no discriminación, la promoción del acceso universal a la salud, 
la educación, la vivienda, la sana recreación así como a una actividad eco­
nómica digna y justamente remunerada, etc. La «integración social» se 
presenta como complemento necesario a la integración en los campos polí­
tico, económico, cultural y ambiental. Debe lograrse mediante «la coordina­
ción, armonización y convergencia de las políticas sociales nacionales». 

Por último, el «Tratado de Seguridad Democrática», firmado el 15 de di­
ciembre de 1995, es un esfuerzo por institucionalizar la consolidación de 
Centroamérica como Región de Paz, Libertad, Democracia y Desarrollo 
mediante un Modelo Centroamericano de Seguridad Regional. Este Modelo 
debe garantizar el estado de derecho, la seguridad de las personas y sus 
bienes y la seguridad regional. 

Durante todos estos años, además de los convenios generales, los minis­
tros adoptaron múltiples acuerdos sectoriales, y los Presidentes emitieron 
un vasto número de mandatos específicos. 

2. Agenda e institucionalidad regional: 
hacia una reformulación de la relación 

Los múltiples tratados, acuerdos y mandatos presidenciales mencionados 
arriba constituyen formalmente una «nueva agenda centroamericana» esta­
blecida por las autoridades políticas de los países. 

La primera pregunta que surgió fue si las autoridades contaban con una 
institucionalidad centroamericana adecuada para ejecutar las tareas enco­
mendadas. 

Aun a este nivel, sin embargo, se reconoció desde el principio que el 
mismatch (desajuste) entre agenda y ejecución no residía únicamente del 
lado de los organismos regionales técnicos. Hubo un amplio consenso en 
que el proceso de definición de los acuerdos y mandatos no tomaba en cuenta 
los límites de las capacidades disponibles de implementación práctica. E n 
1995 los propios Presidentes reconocieron que hacía falta tanto «racionali-

1 J Firmado el 30 de marzo de 1995. Entró en vigor para tres países en marzo de 1996. 
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zar» la institucionalidad como establecer prioridades de la agenda. E l resul­
tado fue, por un lado, el mandato al BID y a la CEPAL, y por el otro, la 
decisión de la Reunión de Presidentes en Costa del Sol, E l Salvador, en sep­
tiembre de 1995, de establecer prioridades más claras en las tareas enco­
mendadas. 1 3 

Asimismo, se reconoció que los problemas de ejecución no residían úni­
camente en el nivel centroamericano, sino también —y quizás más profun­
damente— en el nivel nacional de aplicación de los acuerdos y de apoyo al 
proceso regional en general. 

Aun así, parece importante ahondar el análisis en dos sentidos. 
Primero, esta situación ponía de relieve los problemas que se presentan 

al postular una simple distinción instrumentalista entre el proceso de defi­
nición de una agenda, por un lado, y la responsabilidad de ejecutarla, por el 
otro. E l hecho de que el principal órgano decisorio podía experimentar u n 
tal desequilibrio entre sí mismo y el universo de las Secretarías y organis­
mos técnicos, era más bien otro reflejo de que la institucionalidad existente 
(que incluye la propia Reunión de Presidentes) no funcionaba adecuada­
mente n i en el nivel de l a definición de objetivos n i en el n ive l de l a 
implementación. Se impone, por lo tanto, llevar a cabo una evaluación inte­
gral de la capacidad del sistema regional institucional en todos sus formas y 
niveles para responder a los desafíos comunes. 

Segundo, el desafío principal de la agenda común es cómo gestionar las 
múltiples diversidades que se presentan en la práctica. Hace falta, por tanto, 
analizar las necesidades institucionales que plantea la existencia de tres t i ­
pos de diferencias reales ante esta agenda común formal: 

a) Diferentes posiciones nacionales reales ante la agenda común formal; 
b) Diferentes maneras de conceptualizar una agenda común, y 
c) Diferentes tipos de acción común dentro de la agenda. 

u Las prioridades especificas acordadas fueron presentadas en el «Plan de Acción de la ALIDES», 
adoptado por los Presidentes en San Pedro Sula, Honduras, el 15 de diciembre de 1995. Este Plan se 
reproduce en el anexo II. 
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3. Diferentes posiciones nacionales ante 
«la agenda común» 

La diversidad de posiciones reales entre los países se refleja claramente en 
los diferentes niveles de su participación en los distintos foros y esquemas. 

En el ámbito económico, los países actuaron en el espíritu de alta flexibi­
lidad que se recoge en el Protocolo de Guatemala, en el que la creación de 
una Unión Económica es «un proceso gradual, complementario y flexible de 
aproximación de voluntades y políticas», en el que «todos o algunos miem­
bros podrán progresar con la celeridad que acuerden».14 

El 17 de marzo de 1992, los Gobiernos de Guatemala y E l Salvador anun­
ciaron su intención de establecer una Unión Aduanera completa entre los 
dos países. 

Como un eco del proceso que condujo de los acuerdos tripartitas a la 
creación del Mercado Común Centroamericano de los cinco países a finales 
de los años cincuenta y principios de los sesenta, se formó rápidamente el 
llamado «Triángulo del Norte». «Convencidos de que las acciones de Guate­
mala, E l Salvador y Honduras, para avanzar a etapas mayores de integra­
ción, tienen como meta lograr a corto plazo la incorporación de los restantes 
países del Istmo Centroamericano a este esfuerzo»,15 los tres países mencio­
nados firmaron el 12 de mayo de 1992, el Acuerdo de Nueva Ocotepeque 
sobre Comercio e Inversión. 

Nicaragua decidió asociarse en gran medida con el impulso integracionista 
de los países del «Triángulo», conformándose así el «CA-4». Los cuatro países 
han firmado otros acuerdos a este n i ve l , 1 6 en el marco del Acuerdo de Mana­
gua del 22 de abril de 1993. 

En el ámbito político existe otro tipo de diferenciación en la medida en 
que el Parlamento Centroamericano no cuenta con la participación de Cos­
ta Rica. Con respecto a la seguridad regional, los países del CA-4 tienden 
también a tener posiciones que difieren de las de Costa Rica y Panamá; a 
título ilustrativo cabe mencionar las reservas explícitas de estos dos países 
en el Tratado de Seguridad Democrática. 

"Artículo Ib), artículo 6. 
1 5 Preámbulo del Acuerdo de Nueva Ocotepeque, último párrafo. 
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4. Diferentes conceptos de una 
«agenda común» 

La propia idea de una «agenda común» puede conceptuarse en los términos 
de u n continuum: 

a) Una lista de acciones conjuntas específicas 

E n u n extremo del continuum se identifica una postura que es restrictiva 
e instrumentalista en cuanto al alcance de la agenda sustantiva, y minimalista 
en cuanto a la definición de sus necesidades institucionales. 

E n esta visión, los países acordarían cooperar a nivel centroamericano 
sólo en aquellos campos específicos en los que se pueda demostrar clara­
mente u n beneficio común tangible e inmediato, por efecto de una econo­
mía de escala, la existencia de intereses transfronterizos o de externalidades 
negativas a este nivel de acción (comparado con el nivel hemisférico o mun­
dial). 

b) EL camino hacia una unificación política 

E n el otro extremo se sitúa el enfoque maximalista, en el que la agenda 
apunta a l a unificación completa entre los países centroamericanos. Tbda 
acción que contribuya a este fin es, en sí misma, deseable. 

Esta posición se basa no sólo en tradiciones unionistas, sino también en 
variadas percepciones de la realidad actual: por ejemplo, que la eliminación 
permanente de conflictos requiere la unión política; que los países peque­
ños no tienen futuro internacional; que la única manera de catalizar la po­
tencial riqueza humana de Centroamérica es la integración social; o que las 
fronteras en la práctica sólo representan una fuente de corrupción.17 

E n esta óptica la institucionalidad tiende a adquirir u n valor en sí mismo 
como «institucionalización» formal del proceso de unificación. 

u Por ejemplo, en materia de transporte aéreo. 

1 7 En la Cumbre de Managua, en septiembre de 1997, los Presidentes acordaron llevar adelante un 
proceso progresivo y gradual en materia de unificación política. Posteriormente, en ocasión de Va Asam­
blea General de las Naciones Unidas, los Presidentes se reunieron en Nueva York y dieron a conocer a la 
comunidad internacional su deseo de avanzar en el proceso de integración política. 
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c) Un contrato incompleto 

Entre estos extremos se sitúa un concepto amplio de «agenda común» 
que lo interpreta como, adicionalmente a las acciones conjuntas puntuales 
y a las reglas de aplicación de los acuerdos específicos, un compromiso de 
enfrentar común y solidariamente determinadas categorías de problemas, 
de acuerdo con reglas acordadas entre las partes. 

De hecho, parece haber una amplia coincidencia entre los gobiernos 
centroamericanos respecto de los rasgos básicos de l a política económica, 
pero no hay consenso completo con relación al papel de la integración regio­
nal en general, n i a la forma en que las acciones comunes deberían de aco­
meterse. La agenda real, por lo tanto, debe incluir el tema de cómo solucionar 
los desacuerdos que surjan con respecto a su contenido y aplicación. Más 
que la ejecución eficiente de mandatos y proyectos, l a agenda real exige l a 
capacidad común de manejar la diversidad, la incertidumbre y el conflicto. 

d) Premisas del presente estudio 

Por un lado, el presente estudio parte de la premisa de que la agenda de 
acciones regionales conjuntas públicas a nivel centroamericano sí merece 
una justificación explícita, que podría derivarse de las respuestas a dos pre­
guntas clave. 

i) E l tipo de beneficios adicionales en los distintos objetivos de desarrollo na­
cional que podrían obtenerse mediante alguna suerte de acción regional 
centroamericana. 

ii) Las medidas conjuntas de los Estados nacionales que pueden resultar nece­
sarias o deseables ante la internacionalización real de los mercados, a fin de 
maximizar las oportunidades y beneficios para Centroamérica o de conse­
guir objetivos sociales. 

En el primer documento de discusión que se elaboró en el marco del 
Programa 1 8 se intentó precisamente identificar, mediante una jerarquía de 
objetivos, la contribución de la acción centroamericana al logro de los obje­
tivos de los países, tomando como punto de partida una definición del obje­
tivo general de desarrollo común que fuera enunciado por los presidentes 

'""Bases para la Evaluación de la Institucionalidad Regional Centroamericana», 9 de septiembre de 
1996. 
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centroamericanos cuando signaron la Alianza para el Desarrollo Sostenible: 
«un desarrollo sustentáble por medio del crecimiento económico con equi­
dad social, preservando el equilibrio ecológico y fortaleciendo la participa­
ción ciudadana». Los resultados se muestran en el anexo III. 

Cabe subrayar que plantear las preguntas de esta forma no impl ica des­
echar objetivos comunes regionales basados en una identificación popular 
y política con Centroamérica como unidad. Tampoco se pretende negar que 
los resultados de la integración, como la constitución de u n mercado común 
centroamericano, puedan ser más que la suma de las partes. No obstante, 
las decisiones sobre la agenda centroamericana siguen siendo tomadas por 
los gobiernos basándose en visiones nacionales mucho más que en una con­
cepción regional de largo plazo y de conjunto, y el principal marco de refe­
rencia de los ciudadanos en cuanto a sus preferencias de políticas continúa 
siendo de escala nacional. 

Asimismo, las «instituciones centroamericanas» no gozan de apoyo pú­
blico como tales. Por supuesto, los foros comunes que promuevan un proce­
so de unificación pueden tener una influencia importante en el proceso de 
integración tanto formal como real. Sin embargo, la credibilidad de las enti­
dades unificadoras se gana en los hechos, y cuando no exista un sentimien­
to real de comunidad, la pretensión de unos «órganos comunitarios» de 
representarlo puede resultar contraproducente y nocivo, inclusive a l a pro­
pia agenda unionista. En todo caso, el papel de los «órganos comunitarios» 
sólo es un complemento a un proceso real de integración «de las bases hacia 
arriba», mediante la creación de interdependencias, percepciones de intere­
ses comunes, y asociaciones cívicas trasnacionales, proceso que constituye 
la «institucionalización» profunda de la integración regional. 

Por otro lado, el estudio parte de la premisa de que la manera más realis­
ta y efectiva de entender la agenda común es como u n contrato incompleto, 
y sugiere que sería útil referirse más b i en a una «agenda reg ional 
centroamericana» en la cual existen diferentes áreas y formas de posible 
acción común que, a su vez, plantean diversos requerimientos institucionales 
y de gestión colectiva. 

5. Diferenciación entre las áreas de la agenda 

Diferentes conceptos de Aa integración» 

La referencia común a una «agenda de la integración centroamericana», 
así como a u n «Sistema de la Integración Centroamericana», util iza l a pala-
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bra «integración» indiscriminadamente para abarcar todas las áreas y for­
mas de acción común. Con todo, parece útil diferenciar entre tres conceptos 
de «integración» que están enjuego al referirse a la naturaleza de las relacio­
nes entre una agrupación regional de países independientes: 

i) Integración formal. La adopción por los Estados miembros de objetivos co­
munes en los términos clásicos de las etapas o niveles de ambición de la 
integración económica regional (una «zona de libre comercio», «unión adua­
nera», «mercado común», «unión económica») puede tener una dinámica 
propia y dimensión política, o bien ser un acuerdo neutro y estático. 

ii) Integración real. Una integración en los hechos que se mide, por ejemplo, 
por el peso relativo de flujos comerciales o de inversión, la convergencia de 
precios u otros indicadores económicos; por la proporción relativa de los 
ciudadanos empleados en países miembros distintos a los de su nacionali­
dad; la importancia relativa de la participación pública en movimientos y 
asociaciones políticas y sociales trasnacionales; etc. No surge necesariamente 
como consecuencia de la acción interestatal, pero casi siempre exige res­
puestas públicas comunes. 

iii) Integración como método. Aquellas formas de acción pública conjunta para 
gestionar la convergencia internacional que suponen la definición, aplica­
ción y control comunes de normas vinculantes, a diferencia de las diversas 
formas de «cooperación intergubernamental». No se trata de una elección 
simple y global: no se plantea un contraste «blanco y negro»;19 y cualquier 
orden regional puede combinar tipos de sistema jurídico-institucional para 
generar respuestas diversas a necesidades diferentes. 

1 9 Si bien es cierto que en varios aspectos es inevitable escoger entre opciones de un lado u otro de la 
línea divisoria entre intergubernamentalismo y supranacionalismo (por ejemplo, votación por mayoría 
o no), se trata en realidad de un continuum de formas de intervención gubernamental para la gestión de 
la convergencia internacional, que podría caracterizarse por los siguientes extremos y puntos interme­
dios: autonomía nacional, reconocimiento mutuo, descentralización controlada, coordinación, armoni­
zación, governance común (ver Henry J. Aaron et al., «Préface to the Studies on Integrating National 
Economies», en Miles Kahler, International Institutions and the Political Economy of Integration, Washing­
ton D. C : The Brookings Institution, 1995). 
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6. La «integración» dentro de la 
agenda centroamericana 

E n esta óptica, la agérida centroamericana debería ser diferenciada cuidado­
samente. 

Los acuerdos intergubernamentales incluyen tanto objetivos ambiciosos 
de integración económica «formal» (los estadios del proceso de conforma­
ción de una Unión Económica tal como los señala el Protocolo de Guatemala) 
como objetivos de cooperación funcional (en materias como la energía, la 
infraestructura física o la salud). 

Los procesos de integración real que deberían constituir las bases de una 
agenda común profunda son todavía limitados. La importancia del comer­
cio intracentroamericano sigue siendo relativamente baja; se nota una 
articulación todavía insegura entre las agendas nacionales reales y los obje­
tivos comunes formales; y el grado de interacción entre las sociedades civ i­
les es incipiente. 

Por último, existen importantes discrepancias entre los países y los acto­
res respecto de: a) las formas y grados de integración «como método» que 
conviene adoptar, y b) las dimensiones políticas del proceso regional. 

7. Las necesidades institucionales de los 
diferentes elementos de la agenda 

La realización de los objetivos y acciones particulares de una agenda centro­
americana de cooperación, así como de diversos aspectos del proceso de 
integración económica, requieren capacidades técnicas puntuales y «eficien­
tes» por parte de los organismos comunes, dentro de redes de trabajo carac­
terizadas por la flexibilidad. 

U n proceso de integración ambicioso normalmente exige algo más, ya 
sea que la elección de este método haya surgido más de una iniciativa inter­
estatal de integración formal, o como una respuesta a una integración econó­
mica de hecho. Por una parte, hace falta, en algunos aspectos, una capacidad 
institucional-jurídica común «fuerte» que permita superar obstáculos y resis­
tencias a los objetivos plenamente compartidos por los gobiernos, garantizar 
la seguridad jurídica de los agentes económicos, y fortalecer la credibilidad 
de los compromisos mutuos (entre los gobiernos y ante el mercado) y con-
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juntos (ante terceros).2 0 Por otra, se requiere una capacidad común «creativa» 
para solucionar nuevos problemas, generar consensos, y asumir la gestión 
del cambio. 

Parece importante subrayar que un orden homogéneo unificado no repre­
senta necesariamente el enfoque ideal más eficaz para la institucionalidad 
regional. U n proceso diversificado puede resultar no sólo más adecuado en 
términos de los objetivos prácticos, sino también más realista políticamente. 

No existen reglas prescriptivas o fórmulas simples con respecto a la iden­
tificación de capacidades institucionales idóneas. Es factible ofrecer algunas 
ideas útiles a quienes van a decidir en estas materias, intentando señalar en 
forma indicativa la complejidad de los problemas que se afrontarán en cada 
área si los gobiernos pretenden asegurar el logro de sus objetivos. 2 1 Ahora 
bien, lo más importante es que la adecuación de un tipo o de otro no derive 
de los objetivos abstractos, sino de las circunstancias concretas en cada caso. 

8. Metodología de la evaluación institucional 

El «Diagnóstico de la institucionalidad regional centroamericana» fue elabo­
rado sobre la base del análisis de documentos y estudios existentes; los in ­
formes de los consultores contratados para tratar los aspectos financieros y 

2 0 La renuncia a la acción unilateral puede juzgarse como una merma de la autonomía nacional. Sin 
embargo, igualmente puede fortalecer al gobierno nacional en la medida en que aumente la influencia 
extema (mediante la acción conjunta), la credibilidad externa e interna (mediante un robustecimiento 
de los compromisos) y la autonomía interna (por ejemplo, en la negociación con fuerzas privadas con­
trarias a la competencia). 

2 1 Las áreas de acción podrían caracterizarse aplicándoles los siguientes indicadores: 
Interdependencias: Alcance de las interrelaciones e interacciones entre áreas y sectores (tissue 

linkage*); número y tipo de actores interesados y afectados. 
Dinamismo: Grado en que se requieren nuevas decisiones y se generan nuevos problemas. 
Conflictividad: Fuerza y concentración de oposición, grado de desacuerdo entre los gobiernos. 
Riesgo de incumplimiento: Grado de probabilidad de que los gobiernos no apliquen o no hagan 

cumplir los acuerdos ante presiones internas, tentación de oportunismo o problemas prácticos. 
Horizonte temporal: Duración del plazo necesario para mostrar resultados (en otras palabras, si es 

necesario sostener una acción común durante un largo período a pesar de los cambios nacionales y 
presiones sectoriales hasta que los beneficios se produzcan, aun cuando en un enfoque más amplio 
también es cierto que un horizonte largo ayuda, ya que aumenta la probabilidad de cumplimiento mu­
tuo por parte de los Estados). 

Como regla general, se puede afirmar que cuanto más altos sean los indicadores más probable será 
que los países requieran algo más que un esquema intergubernamental puro para asegurar la estabilidad 
del proceso. 
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jurídicos de l a institucionalidad; las entrevistas realizadas con otros exper­
tos especializados en los diversos campos de la cooperación regional, y una 
amplia encuesta acerca de la institucionalidad. 

En efecto, se realizó un esfuerzo de tomar en cuenta no solamente los 
puntos de vista de las entidades regionales, sino también las percepciones e 
intereses de los beneficiarios y usuarios de la institucionalidad regional cen­
troamericana. 

E l equipo del Programa realizó entrevistas con directivos de casi todas 
los organismos regionales, así como con representantes de ministerios, de 
asambleas y de organizaciones cívicas. 

Se envió u n Cuestionario Institucional 2 2 especialmente diseñado para 
estos fines a los organismos centroamericanos. Este cuestionario solicitó 
datos sobre las bases jurídicas, actividades realizadas, planes de trabajo, 
interacción con entidades nacionales y otros entes regionales, finanzas y 
recursos humanos. Asimismo, ofreció un canal estructurado para que los 
directivos de los organismos expresaran sus puntos de vista respecto de las 
posibles mejoras a ser introducidas en la institucionalidad centroamericana. 

A l mismo tiempo, se contrató a los consultores nacionales, que realiza­
ron entre 20 y 30 entrevistas en cada país con representantes de ministe­
rios, entidades autónomas, sector privado y organizaciones sociales de 
acuerdo con u n cuestionario-guía que les fue enviado como base para sus 
tareas. 

Por un lado, se encargó a los consultores nacionales la tarea de estable­
cer cómo se evaluaba en cada país la utilidad, eficiencia y eficacia de los 
respectivos organismos centroamericanos y los posibles aportes regionales 
para el logro de los objetivos de los actores nacionales que se identificaban 
pero que no estaban siendo realizados. Por otro, los consultores recibieron 
la tarea de recopilar insumos detallados que permitieran el análisis de l a 
organización nacional para la integración. 

El cuestionario institucional y el cuestionario-guia nacional se reproducen en el anexo I. 

23 



LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA 

II. Diagnóstico de la institucionalidad 
centroamericana en 1996 2 3 

1. Consideraciones generales 

E n este capítulo se presentan los resultados del «Diagnóstico de la institu­
cionalidad regional centroamericana», que se realizó de acuerdo con las pre­
misas y la metodología que han sido descritas en el capítulo I. 

Se reconoce que la institucionalidad centroamericana no surgió como 
un «sistema». Sin embargo, el Protocolo de Tegucigalpa dè 1991 creó el Sistema 
de la Integración Centroamericana (SICA) con la función de coordinar todas 
las instituciones regionales existentes. En consecuencia, el «Diagnóstico» 
parte de una apreciación del funcionamiento de aquél y la adecuación de 
este enfoque. Sobre esta base, el trabajo efectúa un tratamiento individual de 
los órganos, de las secretarías e instancias de coordinación y de los organismos 
regionales especializados. Finalmente, se formulan algunas observaciones 
respecto de la organización nacional para la integración en los seis países. 

a) Tipos de entidades 

Como punto de partida conviene resaltar la existencia de diferentes t i­
pos de entidad en términos de su naturaleza funcional. 

Entre las entidades más conocidas, objeto de apreciaciones en este docu­
mento, se cuentan: 

2 3 Corresponde al documento «Diagnóstico de la institucionalidad regional centroamericana», del 28 
de febrero de 1997. 
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i) 8 órganos;24 

ii) 2 foros consultivos (solamente uno operativo); 
iii) 7 secretarías técnicas; 
iv) 8 instancias de coordinación entre organismos nacionales, que cuentan con 

secretarías casi «virtuales», en el sentido de que no tienen sede n i personal 
permanente, y 2 5 

v) 11 organismos regionales especializados. 

Esta tipología se detalla en el cuadro 1. 
Casi todas las restantes entidades son foros sectoriales o b ien constitu­

yen otros mecanismos de coordinación técnica intergubernamentales, con 
costos mínimos de operación. 

De hecho, el universo de organizaciones públicas centroamericanas está 
creciendo. Así, está en proceso de establecerse una organización específica­
mente dedicada al sector pesquero (con apoyo de la Unión Europea). Varios 
organismos nuevos están surgiendo para acometer las acciones conjuntas 
que posibiliten enfrentar dimensiones específicas de la nueva agenda, como 
el Instituto Centroamericano de Estudios Superiores de Policía (ICESPO) en 
E l Salvador (con apoyo chileno), o la Escuela de Capacitación Judicial Cen­
troamericana, en San José, Costa Rica. E n este mismo sentido, también se 
han fundado nuevos foros interparlamentarios. 

U n número mayor de instancias regionales, que reúnen a actores nacio­
nales de diferentes sectores y grupos de interés, puede considerarse u n lo­
gro de gran relevancia para un proceso de integración que pretende consolidar 
una comunidad regional. Igual que en la experiencia nórdica, se podría tratar 

2 4 La utilización aquí del término «órganos» retoma la terminología del Protocolo de Tegucigalpa y 
otros documentos de SICA. 

La «Reunión de Vicepresidentes Centroamericanos» fue creada por el Tratado Constitutivo del Par­
lamento Centroamericano y Otras Instancias Políticas. El Protocolo de Tegucigalpa la reconoce como 
formando parte del sistema, especificando que «La Reunión de Vicepresidentes y Designados a la Presi­
dencia de la república...será un Organo de Asesoría y Consulta». 

La Corte figura en el Protocolo de Tegucigalpa como formando parte del Sistema. Su propio Estatu­
to especifica que la Corte es «el órgano judicial principal y permanente del Sistema de la Integración 
Centroamericana» (art. 1, 2o. párrafo). 

La Secretaria General (SICA) figura como «órgano» en el Protocolo de Tegucigalpa. 
El Protocolo de Guatemala utiliza el término «órganos técnicos administrativos» para la SIECA, la 

SG-CAC, la SE-CMCA y la SITCA. En el presente documento se hace mención de éstas y las otras como 
Secretarlas Técnicas. 

2 5 La CRRH sí cuenta con personal permanente pero no tiene personería jurídica, y no existe sobre la 
base de un convenio centroamericano. 
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de u n proceso trasnacional y trasgubernamental que crea interdependencias 
y una base social real para la integración. 

Cuadro 1 

Tipos de entidad centroamericana 

Organos 
Reunión de Presidentes Reunión de Vicepresidentes 
Consejo de Ministros Parlamento Centroamericano 
Secretaría General SICA Corte Centroamericana de Justicia 
Comité Ejecutivo SICA Comité Ejecutivo de Integración 

Económica 
Foros consultivos 

Comité Consultivo SICA Comité Consultivo de la Integración 
Económica 

Secretarias Instancias 
Secretaría Permanente del Tratado 
de Integración Económica 
Centroamericana (SIECA) 

Comisión para el Desarrollo Científico 
y Tecnológico de Centroamérica y 
Panamá (CTCAP) 

Secretaría Ejecutiva del Consejo 
Monetario Centroamericano 
(SE-CMCA) 

Consejo de Electrificación de América 
Central (CEAC) 

Secretaría General del Consejo 
Agropecuario Centroamericano 
[SG-CAC) 

Comité de Cooperación de Hidrocar­
buros de América Central (CCHAC) 

Secretaría de Integración Turística 
Centroamericana (SITCA) 

Consejo Centroamericano de Instituciones 
de Seguridad Social (COCISS) 

Secretaría de Integración Social 
Centroamericana (S1SCA) 

Consejo Centroamericano de Vivienda 
y Asentamientos Humanos (CCVAH) 

Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Centroamericana de Ambiente 
y Desarrollo (SE-CCAD) 

Consejo del Istmo Centroamericano de 
Deportes y Recreación (CODICADER) 

Comité Regional de Recursos 
Hidráulicos (CRRH) 

Comisión Centroamericana 
Permanente contra el Narcotráfico 
(CCP) 

Secretaría General de Coordinación 
Educativa y Cultural Centroamericana 
(SG-CECC) 

Organismos regionales especializados 
Banco Centroamericano de 
Integración Económica (BCIE) 

Comité Qxjrdinador de Empresas de Agua 
Potable y Saneamiento de 
Centroamérica, Panamá 
y República Dominicana ("CAPRE") 

/Continúa 
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Centro de Coordinación para la 
Prevención de Desastres Naturales 
en América Central (CEPREDENAC) 

Comisión Centroamericana de Transporte 
Marítimo (COCATRAM) 

Corporación Centroamericana de 
Servicios de Navegación Aérea 
(COCESNA) 

Comisión Técnica Regional de 
Telecomunicaciones (COMTELCA) 

Consejo Superior Universitario 
Centroamericano (CSUCA) 

Instituto Centroamericano de 
Investigación y Tecnología Industrial 
(ICAITI) 

Instituto Centroamericano de 
Administración Pública (ICAP) 

Instituto de Nutrición de 
Centroamérica y Panamá (INCAP) 

Organismo Internacional Regional 
de Sanidad Agropecuaria (OIRSA) 

Cabe subrayar que ya existe una amplia gama de organizaciones e ins­
tancias centroamericanas del sector privado y de organizaciones no guber­
namentales que están realizando acciones de la mayor importancia en el 
proceso de integración regional real. Estas entidades quedan fuera de los 
parámetros del presente estudio. Sin embargo, se ha constatado u n amplio 
apoyo para u n mayor esfuerzo de promoción de organizaciones, foros e in ­
tercambios en el ámbito de las «fuerzas vivas». 

Entonces, más que un asunto de números se trata, por una parte, de esta­
blecer s i las funciones que están cumpliendo las secretarías y organismos 
corresponden a las necesidades y prioridades de hoy, además de examinar la 
eficiencia y la eficacia con la que desempeñan estas funciones; por otra parte, 
se debe considerar cuáles son las mejores maneras de coordinar las diferentes 
formas y foros de cooperación entre los países. E n todo caso, la cuestión bási­
ca consiste en determinar si la actividad analizada corresponde a una realidad 
regional que los actores centroamericanos están dispuestos a apoyar 

b) Diversidades 

E n realidad, tanto la agenda como la institucionalidad centroamericanas 
se caracterizan por un alto grado de diversidad. 

i) Orígenes y naturaleza. En primer lugar, las entidades tienen naturalezas 
heterogéneas que reflejan orígenes muy diferentes. Así, se incluyen entida­
des creadas en todas las distintas etapas del proceso moderno de coopera­
ción e integración centroamericana. (Véase el cuadro 2.) 

ii) Niveles de partiápación de los países. En segundo lugar, el panorama se ha 
complicado todavía más con la aparición de nuevos esquemas de cooperación 
o integración entre subgrupos de países. 
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Teniendo en cuenta la participación de Belice, República Dominicana y 
México en algunos casos, actualmente se pueden identificar proyectos y 
organismos de cooperación regional en los cuales participan de dos a nueve 
miembros. (Véase el cuadro 3.) 

Cuadro 2 

Orígenes de la institucionalidad regional centroamericana 

a) Organismos creados en la primera época de cooperación funcional en 
los años 40 y 50 
• Consejo Superior Universitario Centroamericano (CSUCA - 1948) 
• Instituto de Nutrición de Centroamérica y Panamá (INCAP - 1949) 
• Organismo Internacional Regional de Sanidad 

Agropecuaria (OIRSA - 1953) 
• Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP- 1954) 
• Instituto Centroamericano de Investigación 

y Tecnología Industrial (ICAITI - 1955) 

b) Organismos de integración económica creados en los años 60 
• Secretaría General del Tratado General de Integración 

Económica Centroamericana (SIECA - 1960) 
• Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE - 1960) 
• Secretaría Ejecutiva del Consejo Monetario 

Centroamericano (SE-CMCA-1964) 

Organismos o instancias de cooperación funcional surgidos entre 1960 
y 1990 
• Corporación Centroamericana de Servicios 

de Navegación Aérea (COCESNA - 1960) 
• Secretaría de Integración Turística Centroamericana (SITCA - 1965) 
• Comité Regional de Recursos Hidráulicos (CRRH - 1966) 
• Comisión Técnica Regional de Telecomunicaciones (COMTELCA - 1966) 
• Secretaría General de la Coordinación Educativa 

y Cultural Centroamericana (SG-CECC - 1975) 
• Comisión para el Desarrollo Científico 

y Tecnológico de Centroamérica y Panamá (CTCAP - 1976) 
• Secretaría Ejecutiva del Consejo de Electrificación 

de América Central (SE-CEAC - 1979) 

/ Continúa 
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• Comisión Centroamericana de Transporte Marítimo (COCATRAM -1980) 
• Consejo Regional de Cooperación Agrícola 

de Centroamérica, Panamá y la República Dominicana (CORECA -1981) 
• Centro de Coordinación para la Prevención de los 

Desastres Naturales en América Central (CEPREDENAC -1988) 
• Secretaría Ejecutiva de la Comisión 

Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (SE-CCAD -1989) 

d) «Instancias políticas» creadas en 1987 en el marco del proceso de paz 
• Reunión de Presidentes Centroamericanos 
• Reunión de Vicepresidentes Centroamericanos 
• Parlamento Centroamericano (PARLACEN -1987) 

e) Entidades creadas en el marco de la transformación de la Organización 
de Estados Centroamericanos (ODECA) en el Sistema de la Integración 
Centroamericana (SICA), en 1991 
• Reunión de Presidentes 
• Consejo de Ministros 
• Comité Ejecutivo 
• Comité Consultivo 
• Secretaría General del Sistema de la Integración 

Centroamericana (SG-SICA -1991) 
• Corte Centroamericana de Justicia (CCJ -1992) 

f) Organismos e instancias de cooperación funcional surgidas 
de 1991 en adelante 
• Comité Coordinador Regional de Instituciones 

de Agua Potable y Saneamiento de Centroamérica, 
Panamá y República Dominicana 

• Secretaría pro tempore del Comité de Cooperación 
de Hidrocarburos de América Central 

• Secretaría General del Consejo Agropecuario 
Centroamericano 

• Consejo Centroamericano de Instituciones 
de Seguridad Social 

• Consejo Centroamericano de Vivienda 
y Asentamientos Humanos 

(CAPRE -1991) 

(CCHAC -1991) 

(SG-CAC -1991) 

(COCISS -1992) 

(CCVAH -1992) 

/Continúa 
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• Consejo del Istmo Centroamericano de Deportes 
y Recreación (CODICADER - 1992) 

• Secretaría de Integración Social Centroamericana (SISCA - 1995) 
• Comisión Centroamericana Permanente 

contra el Narcotráfico (CCP- 1996) 

Cuadro 3 

Niveles de participación de los países en esquemas 
centroamericanos de cooperación e integración regional, 1996 

Unión Aduanera 2 Guatemala y El Salvador 
Triángulo del Norte 3 + Honduras 
CA-4 4 + Nicaragua 
MCCA 5 + Costa Rica 
SICA 6 + Panamá 
ALIDES 7 6 + Belice 
CORECA 8 6 + México, República Dominicana 
OIRSA 9 6 + Belice, México, República Dominicana 

iii) Relaciones con organizaciones no centroamericanas. Finalmente, varias enti­
dades tienen relaciones formales institucionales con organizaciones no cen­
troamericanas. 
Algunas tienen una relación orgánica o casi orgánica con organizaciones 

interamericanas, por ejemplo, INCAP —Organización Panamericana de Sa­
lud (OPS); SG-CAC/CORECA- Instituto Interamericano de Cooperación para 
la Agricultura (IICA), así como en algunos foros de ministros se había acep­
tado la asistencia de estas organizaciones. 2 6 

El Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) ha acogido 
socios extrarregionales. 

Otras entidades han tenido un importante apoyo de carácter permanen­
te —y hasta en sus orígenes— en la cooperación internacional. Por ejemplo, 
CAPRE se ha basado en un convenio entre Costa Rica y la cooperación ale­
mana (GTZ). CEPREDENAC fue financiado enteramente por la cooperación 
sueca hasta 1996. 

Por otra parte, varias instituciones han funcionado principalmente gra­
cias a los aportes recibidos de la cooperación internacional por medio de 
proyectos individuales. 

2 5 Ministros de Salud-OPS; Ministros de Trabajo-OIT-OEA; CTCAP-OEA; CECC-UNESCO. 
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c) Costos y financiamiento 

Él financiamiento es uno de los problemas fundamentales de la institucio­
nalidad. Se manifiesta con frecuencia la preocupación de que la instituciona­
lidad centroamericana es muy costosa y que los países, con fuertes problemas 
fiscales, no están en condiciones de soportar esta carga adicional. 

Es difícil estimar lo que representa la cooperación e integración centro­
americanas en términos de absorción de recursos públicos. E l presupuesto 
efectivo de muchos organismos regionales proviene en gran medida de fuen­
tes extrarregionales, mientras que algunas entidades importantes se 
autofinancian. Por otra parte, es difícil estimar cuánto cuestan los viajes de 
los funcionarios que participan en las reuniones con cargo a los presupuestos 
de sus respectivos gobiernos. Se desprende de las encuestas realizadas que 
muchos departamentos no tienen u n presupuesto definido para las misio­
nes, y en algunos casos dependen del financiamiento externo para sus gas­
tos. Por último, tampoco es fácil estimar los costos totales de las reuniones 
cumbres. 

Como primer paso, se identifican los fondos públicos centroamericanos 
que los países deberían transferir directamente bajo la forma de cuotas o 
aportes nacionales (véase el cuadro 4), lo que permite apreciar el monto y l a 
distribución de estos fondos. Cabe subrayar que la cifra total corresponde al 
monto que debería pagar un solo país que participara plenamente en todas 
las entidades existentes. 2 7 

E l cuadro 4 presenta adicionalmente, en cada caso, una estimación de 
los montos correspondientes a la venta de servicios y cooperación interna­
cional para el funcionamiento institucional. 2 8 

De este análisis se desprende que el monto del financiamiento que co­
rresponde a los países no es tan alto como muchos imaginan. Una estima­
ción preliminar muestra que los aportes gubernamentalesíçpresentan apenas 
0.3% de sus gastos totales. (Véase el cuadro 5.) Los gobiernos debían aportar 
14,555,000 de dólares en 1996, y las entidades públicas autónomas 2,881,000. 
Por otra parte, 78.5% de las contribuciones de los gobiernos en 1996 se con­
centra en pocas entidades: el Parlamento Centroamericano (47%), la SIECA 
(15%), la Corte Centroamericana de Justicia (11%), y la Secretaría General 

2 7 En octubre de 1996, en esta situación se ubicaría sólo El Salvador El Gobierno de Honduras habla 
suscrito su participación en todas las entidades, pero faltaba la ratificación del Tratado de Integración 
Social por parte de la Asamblea Nacional. 

M El monto total de los aportes de los países no corresponde a seis veces la cifra total en el cuadro 4, 
puesto que no todos los países participan en cada entidad. 
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de SICA (5.5%). Se debe agregar que varios gobiernos no pagan desde hace 
mucho tiempo todas las cuotas nacionales. Las moras acumuladas en algu­
nos casos alcanzan cifras impresionantes. 

Se reconoce el círculo vicioso en que se encuentran muchas de los organis­
mos regionales: reciben pocos recursos, se debilitan y pierden credibilidad, 
y como resultado se les destinan aún menos recursos. Los directivos tienen 
que dedicar un alto porcentaje de su tiempo y energía a buscar fondos, agra­
vando aun más su precaria situación. Poco importa, se podría decir, dónde 
comenzó a engendrarse el círculo, puesto que los directivos regionales respon­
den a órganos compuestos por autoridades nacionales centroamericanas. 

En algunos casos, tal como se detalla en las secciones correspondientes 
de este documento, el resultado ha sido un endeudamiento grave. Muchos 
organismos han entrado en una abierta relación de dependencia de fuentes 
extrarregionales. 

Cuadro 4 

Estimación de ingresos de la institucionalidad centroamericana, 1996 
(Miles de dólares) 

Institución Aportes Aportes Venta de Fondos Tbtal de 
de los de servicios externos ingresos 

gobiernos instituciones apoyo 
públicas institucional 

autónomas 

SG-SÎCA 800 279 1,079 
SIECA a/ 2,015 ]2/ 

125 çj 14 d/ 167 (96-98) 2,321 
ICAP 510 

668©/ 572 1,750 
ICAITI f/ 400 887 1,287 
INCAP 379 880 (92-96) 3,895 

168 g/ 684 1,784 h/ 
SG-CECC 90 

33 i / 20 (95-97) 143 
SE-CMCA 900 j / 900 
SE-CCAD 140 566 706 
SISCA k/ 125 200 325 
COCATRAM 6361/ 636 
COMTELCA 800 m/ 800 
CEAC 30 n/ 30 
CEPREDENAC 240 Q/ 120 360 
SITCA 72 72 

/Continúa 
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Institución Aportes 
de los 

gobiernos 

Aportes 
de 

instituciones 
públicas 

autónomas 

Venta de 
servicios 

Fondos 
externos 
apoyo 

institucional 

Ib tal de 
ingresos 

CRRH 95 34 (96-97) 129 
CAPRE 105 p/ 105 
CSUCA i70a/ 170 
CCP 120 120 
SG-CAC 120 10 

136 i / 266 
CODICADER 5 5 
PARLACEN 6,800 56 (94-96) 6,856 
CORTE C.A 
JUSTICIA 1,575 1,575 
Subtotal 14,240 2,881 2,157 4,252 23,530 
COCESNA s/ 10,057 10,057 
OIRSA i/ 315 5,892 6,207 
BCIE u/ 51,401 51,401 
TOTAL 14,555 2,881 69,507 4,252 91,195 

Fuente: Estimaciones propias sobre la base de información obtenida dela SG SICA y de otras instituciones 
regionales. 

aj Se utilizaron hs datos de 1995por no contar con los de 1996. 
b_/ Aportaciones de los países y 15,000 dolares por parte de los Ministros de Transporte para la elaboración de 

un estudio. 
cj Los Ministros de Transporte dispusieron contribuir con una cuota adicional de 25,000 dólares por el trabajo 

de la SIEGA con la Reunión de Ministros Responsables del Transporte en Centroarnerica (REMTTRAN). 
dj Venta de formularios aduaneros por los cuales la SIEGA percibe un peso centroamericano. 
s/ Cuotas en mora transferidas al presupuesto de 1996. 
fj Se utilizaron los datos de 1995 por no contar con los de 1996. 
g/ Cuotas en mora transferidas al presupuesto de 1996. 
h/ Aporte regular de la OPS para el funcionamiento del INCAP 
\/ Cuotas en mora transferidas al presupuesto de 1996. 

j/ Se financia con utilidades del Fondo Centroamericano de Estabilización Monetaria (FOCEM), constituido 
por aportes de los Bancos Centrales. 

£/ Se utilizaron los datos de 1995por no contar con los de 1996. 
1/ Aportaciones de las empresas portuarias nacionales. 
222/ Aportaciones de las empresas nacionales de telecomunicaciones. 
2}/ Aportaciones de las empresas eléctricas nacionales. 
Q/ Aportaciones de las instituciones nacionales a cargo del tema de desastres, 
g/ Aportaciones de las instituciones nacionales de saneamiento y agua potable. 
Q/ Aportaciones de 13 universidades públicas. 
l/ Aporte regular del IICA para el funcionamiento de SG CAC. 
s/ Se utilizaron los datos de 1995 por no contar con los de 1996. 
f/ Se utilizaron los datos de 1995 por no contar con los de 1996. 
u/ Para este caso se tomaron las utilidades netas del ejercicio 19951996. 

33 



LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA 

Cuadro 5 

Centroamérica: Aportes de los gobiernos 
a la institucionalidad regional con respecto a sus gastos totales 

Pais Porcentajes 
Tbtal 0.3 

0.2 
0.3 
0.3 
0.4 
0.4 

Costa Rica 
El Salvador 
Guatemala 
Honduras 
Nicaragua 

Fuente: CEPAL, Estimaciones sobre la base del cuadro 4 y de Centroamérica: Evolución económica 
durante 1995. 
Nota: Incluye los aportes de los gobiernos y de las instituciones públicas autónomas a los entes 
regionales que no se autofínancian. 

La necesidad de establecer mecanismos permanentes ha sido explícita­
mente reconocida por los países en el Protocolo de Guatemala, cuyo artícu­
lo 54 estipula que «El Consejo de Ministros de Integración Económica 
acordará el sistema de financiamiento autónomo para los órganos e institu­
ciones del Subsistema». 

d) El Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) 

E l orden regional es el fruto complejo de múltiples movimientos 
integradores e iniciativas de cooperación en el curso de casi 50 años. E n 
parte como una respuesta a esta realidad, el Protocolo de Tegucigalpa de 
1991 creó el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA). Esta sec­
ción se dedica a una breve apreciación del funcionamiento y los logros de 
dicho Sistema. 

A pesar de los logros identificábles (por ejemplo, la creación de un Co­
mité Consultivo, que actualmente reúne 17 organizaciones cívicas centro­
americanas y que ha contribuido a fortalecer l a participación formal de l a 
sociedad civi l en el proceso de integración),29 y aun teniendo en cuenta que 
el sistema es relativamente nuevo, puesto que comenzó a funcionar apenas 
en febrero de 1993, la conclusión de este trabajo es que el SICA como «siste­
ma» padece de algunas debilidades. 

2 9 Véanse los documentos preparados por la Secretaría General del SICA, Elementos Fundamentales, 
Evaluación de los Organos e Instituciones de la Integración Centroamericana, 15 de octubre de 1996. 
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Estos problemas, por una parte, son los que han surgido debido a fallas 
en la realización del esquema establecido, que serán tratadas en las seccio­
nes correspondientes; y por otra, los que obedecen a debilidades estructura­
les y conceptuales inherentes al sistema, que se comentan a continuación. 

i) El dinamismo presidencial. Las reuniones presidenciales han sido, s in 
duda alguna, u n factor clave en el renovado dinamismo del proceso de co­
operación e integración en Centroamérica, y han permitido lograr avances 
de significativa importancia para el desarrollo regional, culminando con la 
adopción de la Al ianza para el Desarrollo Sostenible (ALIDES.) 

Sin embargo, parece existir cierto consenso respecto de que este dina­
mismo condujo también a la adopción de una vasta cantidad de decisiones y 
mandatos en los últimos años, que ha superado la capacidad de ejecución 
institucional de la región. Por otra parte, las consultas y análisis realizados 
sugieren que sería recomendable considerar las formas en que se podría 
fortalecer el proceso de dar prioridad y preparar las decisiones, incluyendo 
una mayor consulta con las entidades responsables de l a ejecución. De he­
cho, los propios Presidentes, en su Reunión en Costa del Sol en septiembre 
de 1995, reconocieron la necesidad de racionalizar la agenda de acciones 
que había surgido de las cumbres, y también han disminuido el número de 
sus reuniones en los últimos dos años. 

A l respecto, hay u n elemento de base que convendría tomar en cuenta a 
la hora de abordar este tema del proceso institucional regional. Existe una 
contradicción inherente al Protocolo de Tegucigalpa entre la propia idea de 
u n sistema institucional (mucho menos comunitario) y la realidad de u n 
«presidencialismo colectivo». Así, el Preámbulo define el Sistema, como u n 
mecanismo «que dará seguimiento a todas las decisiones adoptadas en las 
Reuniones de Presidentes y coordinará su ejecución». 

E l Protocolo fue firmado en un momento histórico en que las reuniones 
presidenciales gozaban de u n dinamismo y unidad sin precedentes. Las en­
tidades regionales se encontraban en una situación de baja credibilidad (ya 
sea por su debilidad técnica en el caso de la SIECA, o bien por cuestiona-
miento político, en el caso del Parlamento Centroamericano), de manera 
que l a alternativa de u n sistema institucional más comunitario se hacía sen­
tir muy poco. Por último, en la mayoría de los países las asambleas o con­
gresos nacionales eran relativamente débiles frente al ejecutivo. Cabe 
preguntarse si todas estas condiciones siguen teniendo validez. 

Por otra parte, este estudio ha confirmado la observación más puntual 
de que la idea de consagrar cumbres enteras a temas específicos (a veces 
debido en parte a un interés en obtener cooperación externa) y l a tendencia 
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a tratar cuestiones de un nivel de decisión que no requiere de la atención 
presidencial, han impedido durante mucho tiempo que este órgano supre­
mo dedique el tiempo adecuado a revisar la naturaleza y evolución del siste­
ma en su conjunto. 

Cabe señalar que todavía falta claridad con relación a la fuerza jurídica 
de las decisiones presidenciales. E l Protocolo de Tegucigalpa establece que 
la Reunión de Presidentes adoptará «directrices sobre la integración de la 
región» y «disposiciones necesarias para garantizar l a coordinación y armoni­
zación de las actividades de los órganos e instituciones del área». 

Si bien se ha aceptado que las decisiones presidenciales son vinculantes, 
los propios presidentes han manifestado que es «necesario, para garantizar 
la seguridad jurídica, precisar la naturaleza de los actos administrativos de 
los órganos del SICA» y han solicitado que se presente un proyecto definiti­
vo al Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores. 3 0 En este marco, preva­
lecería la tendencia de fortalecer la Reunión de Presidentes como órgano 
con capacidad de decisión legislativa. E l Anteproyecto de Reglamento de 
Actos Normativos del SICA, actualmente en discusión,31 propone establecer 
la figura de Decisiones, adoptadas por consenso en la Reunión de Presiden­
tes «en materia de desarrollo, democracia, libertad, paz y seguridad», que 
serían «de obligatorio cumplimiento en todos los Estados Miembros», al igual 
que los actos decisorios de los Consejos de Ministros. 

U n paso de esta naturaleza solamente podría consolidar una tendencia 
poco favorable a la eficacia de un sistema institucional si no acota el derecho 
de propuesta (el mismo Anteproyecto sugiere que todos los órganos, inclu­
yendo a los propios Presidentes, puedan presentar propuestas a la Reunión 
de Presidentes) y no se fortalece la capacidad técnico-política para asegurar 
que las decisiones sean viables y que formen parte de una estrategia cohe­
rente para la región.32 Algunos irían más allá y sugerirían no dar facultades 
legislativas directas a la Reunión de Presidentes; así, las decisiones presi-

3 0 Numeral 4, Agenda de Guatemala del 29 de octubre de 1993. 
3 1 Anteproyecto de Reglamento de Actos Normativos del Sistema de la Integración Centroamericana 

(SICA CE 95 005), 23 de agosto de 1995. Versión revisada durante la IV Reunión del Comité Ejecutivo el 
22 de agosto de 1995, sobre la base del anteproyecto presentado por la Secretaría General del SICA. 

3 2 La SG-SICA propuso en agosto de 1994 un Mecanismo de Coordinación para la Preparación de 
Iniciativas y Seguimiento de las Decisiones de la Reunión de Presidentes Centroamericanos, en el cual 
la Secretaría General cumpliría una función central de «análisis y consolidación» en coordinación con 
las Secretarías Técnicas, que pueden apoyarse en las instituciones especializadas. El énfasis de esta 
propuesta es mejorar la documentación e intercambio de información en la preparación de iniciativas. 
De hecho, sin cambios mayores a la estructura institucional y en las capacidades de las entidades 
involucradas, es difícil juzgar qué más se puede esperar al respecto. 
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denciales deberían pasar por u n sistema institucional que permita una ade­
cuada revisión técnica, jurídica y financiera, antes de ser aprobadas en la 
forma de actos legislativos del Consejo de Ministros. 

ii) Gestión de la diversidad. E n varios aspectos, las maneras en que se 
buscó establecer un sistema único, y promover/imponer la unidad en el mar­
co del Sistema, no siempre han estado a la altura de las múltiples diferencias 
y complejidades que caracterizan la realidad actual del Istmo Centroamericano. 

La duda no se refiere al idealismo de insistir en una «identidad centroame­
ricana» o a la afirmación contenida en el primer artículo del Protocolo de 
Tegucigalpa, sosteniendo que los países «son una comunidad económico-
política que aspira a la integración de Centroamérica» (que ha sido parcial­
mente cuestionada por su realismo y por su lógica). 

Primero, el problema radica más bien en que ha habido una escasa diferen­
ciación conceptual respecto de la agenda centroamericana y sus requerimien­
tos jurídico-institucionales. Se observa una tendencia en distintos campos a 
entender lo regional como la suma de las partes nacionales, y no como algo 
cualitativamente distinto. La palabra «integración» se util iza con frecuencia 
de manera indiscriminada, sin distinguir entre l a «integración» propiamen­
te dicha, en el sentido de procesos que tienen como objetivo la creación de 
espacios unificados sujetos a reglas comunes, y las diversas formas de «coope­
ración», en el sentido de acuerdos estáticos y de contenido limitado. Asimis­
mo, se nota una tendencia hacia propuestas para la unificación de criterios 
o normas, aun cuando esto sea, en la opinión de muchos, innecesario. 

Segundo, como ya se ha mencionado, el universo institucional que se 
colocó bajo el paraguas del nuevo Sistema único ya era muy diverso. Esta 
heterogeneidad se «unificó» sin mucho más que una visión de una Centro­
américa integrada y una declaración del principio de «coordinación». E n las 
palabras del artículo 8 del Protocolo de Tegucigalpa: «los órganos e institu­
ciones de integración gozarán de autonomía funcional en el marco de una 
necesaria y coherente coordinación intersectorial que asegure la ejecución 
eficiente y el seguimiento constante de las decisiones emanadas de las Re­
uniones de Presidentes.» Otros artículos se remiten a la obligación de las 
«instituciones» de observar los propósitos y principios del Protocolo. 

No hubo ningún cambio en la definición de los papeles de los diferentes 
organismos; no ha habido claridad en la definición de «autonomía funcio­
nal», y se estableció la coordinación como una función no de los compromi­
sos institucionalizados sino de l a evolución de la voluntad colectiva de los 
Presidentes. Como consecuencia, las «Bases de Coordinación Interinstitu-
cional» adoptadas en 1993 se limitaron esencialmente a convocar semestral-
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mente reuniones de los Ejecutivos y a asegurar la comunicación entre los 
organismos regionales. 

En algunos casos las nuevas estructuras institucionales que fueron adop­
tadas después del Protocolo de Tegucigalpa han ayudado a aclarar las res­
ponsabilidades de las entidades (véase la figura 1). 

iii) Los subsistemas y la coordinación del Consejo de Ministros en él SICA. 
El Protocolo de Guatemala y el Tratado de Integración Social especifican 
cómo deberían quedar estructurados los subsistemas económico y social 
dentro del SICA. E l Tratado Marco de Seguridad Democrática también esta­
blece una estructura explícita dentro del SICA. 

La estructura de la integración social también es nueva. Sin embargo, 
sobresalen ya algunos factores que influyen en la coordinación interminis­
terial de este «subsistema». Por u n lado, los consejos sectoriales están acos­
tumbrados a trabajar solos. Además, como ya fue señalado, algunos cuentan 
con largas tradiciones de apoyo extrarregional. 3 3 Por otro lado, las realidades 
de la coordinación nacional influyen en la capacidad de coordinación regio­
nal (y en la capacidad de cumplimiento nacional). E l Consejo de Integración 
Social (CIS) que debe cumplir esta función está compuesto por los coordinado­
res de los gabinetes sociales nacionales. Empero, dichos gabinetes no presen­
tan el mismo grado de consolidación e influencia en todos los países, y los 
miembros del CIS en algunos casos parecen no desempeñar u n papel fuerte 
de coordinación nacional. 

E l principio de un subsistema «cultural» se basa en la referencia, en el 
artículo 8 del Protocolo de Tegucigalpa, a la necesidad de «garantizar el desa­
rrollo, equilibrado y armónico, de los sectores económico, social, cultural y 
político.» Las tareas fueron confiadas a la Coordinación Educativa y Cultural 
Centroamericana (CECC), que los ministros habían decidido reactivar en 
1990. Se cuestiona actualmente la necesidad de contar con un «subsistema 
cultural» separado. De hecho, la temática educativa ha sido «ubicada» por l a 
SG-SICA en la constelación actual en el subsistema social, dejando muy poco 
en el cultural. 

E l subsistema «ecológico» también ha surgido por una asimilación con­
ceptual basada en la referencia en el Protocolo de Tegucigalpa a un Nuevo 
Orden Ecológico en la región, aunque en realidad no existe una formalización 
estructural que muestre al sector medio ambiente como un «subsistema» 

3 3 Por ejemplo, las Reuniones del Sector Salud (RESSCA) todavía tienen como secretaría a la OPS; la 
agenda de COCISS se define también en la práctica por la OPS, y la UNESCO tiene una fuerte influencia 
en las reuniones de los Ministros de Educación, cubriendo la mitad de estos gastos. 
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Figura 1 

Formaciones y coordinación del Consejo de Ministros en SICA 
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separado. Las tareas relacionadas con esta área fueron asignadas a la Comi­
sión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (CCAD), creada en 1989 
como el organismo que administraría y dirigiría el «régimen» de coopera­
ción regional que se iría construyendo abase de convenios particulares y de 
la participación activa de organizaciones no gubernamentales. Es decir, la 
C C A D debe promover la acción coordinada de las instancias creadas por los 
acuerdos y las organizaciones no gubernamentales (ONG), 3 4 y determinar 
las áreas prioritarias. 

iv) Los subsistemas y los organismos regionales. La figura 2 presenta un 
esquema de la situación actual de secretarías y organismos regionales en el 
marco de los subsistemas. Según el cuadro de la SG-SICA en la parte inferior 
de esta figura, diversas instituciones se ubican en más de un subsistema. 

Aquí también se debe reconocer el esfuerzo ordenador que se ha hecho. 
Sin embargo, por el momento, este esquema tiene un valor casi exclusiva­
mente formal en la mayoría de los organismos regionales. 

Por lo general, parece que las Secretarías técnicas están cumpliendo una 
función de coordinación sectorial limitada con respecto a las»instituciones» 
del «subsistema». En algunos casos, esto obedece a una débil capacidad asocia­
da a una falta de recursos. E l caso más claro, quizás, es el transporte. Se 
reconoce la importancia de contar con una capacidad de previsión estratégi­
ca, apoyo técnico y de coordinación de esfuerzos con la COCATRAM y los 
diversos comités y entidades del sector. Esta tarea corresponde a la SIECA, 
que carece de los recursos para hacerla. 

No obstante, el punto más importante es que la mayoría de los organismos 
no forman parte de un sistema de coordinación sustantiva institucionalizada, 
ya sea porque un sistema de esta índole no funciona o bien porque no es 
necesario. En este último sentido, sobre todo en el caso de los organismos 
de cooperación funcional especializada, no se especificaba exactamente el 
significado de la nueva realidad «sistêmica» para su trabajo. E l CEPREDENAC, 
por ejemplo, funciona de por sí como una amplia red de organismos nacio­
nales involucrados en la preparación ante desastres naturales, e interactúa 

3 4 Los principales acuerdos firmados hasta la fecha han sido el Convenio para la Conservación de la 
Biodiversidad y Protección de Areas Silvestres Prioritarias en América Central, el Convenio Regional sobre 
Cambios Climáticos y el Convenio Regional para el Manejo y Conservación de los Ecosistemas Naturales 
Forestales y el Desarrollo de Plantaciones Forestales. Las instancias creadas son consejos formados por 
funcionarios encargados de las áreas específicas. En estas áreas, la SE-CCAD también coordina los esfuer­
zos de una serie de entidades no gubernamentales, tales como, en el caso de los bosques, la Coordinadora 
Indígena y Campesina de Agroforestería Comunitaria Centroamericana, la Asociación Centroamericana 
de Profesionales Forestales, la Cámara Centroamericana de Empresarios Forestales. 
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Figura 2 

Subsistemas, Secretarias e Instituciones. Situación actual 
(No incluye sector politico) 

Clasificación de la SG-SICA por subsistemas politico, 
económico, social, cultural y ecológico 

Subsistema Subsistema Subsistema Subsistema Subsistema 
Político Económico Social Cultural Ecológico 

OCAM SIECA SISCA SG-CECC* SE-CCAD 
CCP BCIE CAPRE CRRH* 
ICAP SECMCA INCAP CEPREDENAC 

SCAC CSUCA CAPRE* 
ICAITI SG-CECC 
COCESNA CCVAH 
OIRSA CEPREDENAC 
COMTELCA COCISS 
COCATRAM CODICADER 
SITCA BCIE* 
CTCAP ICAP* 
CRRH CTCAP 
CEAC 
ICAP* 

*Se ubica en más de un subsistema 

41 



LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA 

con diversos entes regionales en proyectos y programas específicos. No se 
determinó qué ganarían o aportarían si se identificaran como miembros de 
un subsistema u otro. 

En el subsistema económico, el sector industrial-tecnológico es el ejem­
plo más evidente de un sector que funciona de manera limitada debido a 
problemas de recursos y a la falta de definiciones del papel institucional 
(CTCAP, ICAITI). La COCESNA, por otra parte, es casi completamente autó­
noma con respecto a sus funciones. 

En el caso del sector social, la coordinación de la agenda en materia de 
salud parece corresponder a la Organización Panamericana de Salud (OPS), 
incluyendo, en la práctica, al COCISS, a pesar de que la seguridad social es 
más amplia que la salud; el CAPRE cumple funciones muy específicas y se 
apoya en u n convenio con la agencia alemana GTZ; en fin, resulta difícil 
captar cuál sería el papel de coordinación sustantiva que puede desempe­
ñar la recién establecida SISCA (sobre todo en virtud de los mínimos recur­
sos con que cuenta actualmente) con respecto a las otras entidades que 
figuran en el cuadro de subsistemas. 

E n el subsistema ecológico, el sector que más requiere una coordinación 
directa entre organismos regionales es el del agua. La CCAD está trabajando 
con la CRRH en la búsqueda de un enfoque unificador del sector. Por lo 
demás, como ya se señaló, la labor coordinadora del CCAD cubre las instan­
cias creadas por los convenios y las ONG pertinentes. A esto hay que agre­
gar l a labor de armonización legislativa, por medio de l a Comisión 
Interparlamentaria Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (CICAD), y 
de promoción de la cooperación entre instancias judiciales. 

2. Los Organos 

a) Los Presidentes y los Ministros 

La sección precedente ya ha indicado algunos aspectos del funciona­
miento de la propia Reunión de Presidentes, que parecen relevantes en 
un proceso de diagnosis y propuesta de cambios. 

También se ha hecho referencia a diversas características de los Conse­
jos de Ministros, que convendría tener en cuenta en todo proceso de fortale­
cimiento del sistema centroamericano. Cabría agregar aquí, por tanto, sólo 
una observación con respecto al Consejo de Ministros de Relaciones 
Exteriores en su calidad de Organo Principal de Coordinación. 
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Darla la centralización de las decisiones políticas del Sistema en los Pre­
sidentes y de la coordinación en los Cancilleres, es vital que esta última 
función se cumpla con máxima eficacia. Considerando los múltiples frentes 
a cargo de los Cancilleres y sus equipos técnicos, y la prioridad natural que 
tienden a atribuir a la agenda política y de seguridad, por un lado, y a las 
relaciones extrarregionales, por otro, sería recomendable que utilizaran al 
máximo los servicios de los dos órganos permanentes del SICA creados para 
este fin: el Comité Ejecutivo y la Secretaría General. 

b) El Comité Ejecutivo 

El Comité Ejecutivo podría desempeñar una función clave para el buen 
funcionamiento del sistema. Entre las funciones establecidas por el Proto­
colo de Tegucigalpa se cuentan: 

i) «Establecer las políticas sectoriales y presentar por conducto de su Presi­
dente, al Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, las propuestas que 
sean necesarias en concordancia con las directrices generales emanadas de 
las Reuniones de Presidentes», y 

ii) «Velar porque se cumplan las disposiciones del presente Protocolo y de sus 
instrumentos complementarios o actos derivados». 

Lo más importante es que el Comité se concibió expresamente como 
una instancia intergubemamental técnico-política de carácter permanente 
—debería reunirse ordinariamente una vez por semana—, que fortalecería 
tanto la preparación adecuada de las decisiones como su seguimiento, me­
diante un trabajo constante de coordinación entre el Sistema regional y las 
administraciones nacionales, por un lado, y por la colaboración con la Se­
cretaría General y las secretarías y organismos regionales, por el otro. 

En la práctica, en cambio, el Comité Ejecutivo se reunió por primera vez 
el 4 de mayo de 1995, y lo ha hecho sólo cinco veces en 1995 y apenas dos en 
1996. 

c) La Secretaria General del SICA (SG) 

Este segundo Organo Permanente del Sistema de la Integración ha en­
frentado ciertos problemas en sus primeros tres años de existencia. 

Por diversos motivos, parece que la relación entre la SG y las Cancille­
rías en este período no fue óptima, lo que ha contribuido a potenciar deter­
minados problemas surgidos en el ejercicio de sus funciones. Se ha mantenido 
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la figura de Secretaríapro tempore, y se ha concentrado la función de prepara­
ción de agendas en la Cancillería del país que es vocero, aunque en algunos 
países se propone adoptar en definitiva la figura de Presidencia pro tempore. 
La SG también es Secretaría Permanente de la Reunión de Presidentes, de 
acuerdo con el Protocolo de Tegucigalpa, pero en la práctica parece que no 
ha podido ejercer plenamente dicha función. De la misma manera, sirve de 
Secretaría de la Comisión Centroamericana de Seguridad, de acuerdo con el 
Tratado Marco de Seguridad Democrática, pero, según la información reci­
bida, en la práctica la Secretaría pro tempore asume también esta función. 

A su vez, la situación financiera de la Secretaría ha sido difícil (véase de 
nuevo el cuadro 4). Para seguir operando se han tenido que utilizar fondos 
donados por la provincia china de Taiwan destinados a la adquisición de equipos 
y a la capacitación. Cabe señalar que los gastos administrativos se han mante­
nido relativamente bajos y en general la distribución del gasto es razonable. 

Como parte de su responsabilidad de coordinación interinstitucional, la 
Secretaría General ha reunido a las secretarías e «instituciones», así como al 
Comité Consultivo, y ha trabajado para promover la comunicación entre 
ellos. Precisamente, sus mayores logros parecen haberse obtenido en el cam­
po de la información y las comunicaciones, por ejemplo: 

i) Publicación de anuarios sobre las «instituciones» de integración; 

ii) Aplicación de las nuevas tecnologías de información para fines de la 
gestión de la integración, mediante la «Red Ejecutiva de Sistemas de Infor­
mación» (SICANet); 

iii) Creación de una Base de Datos para la Matriz Decisiones de las Re­
uniones de Presidentes; 

iv) Centralización de textos y documentos sobre el proceso de integra­
ción en el «Cajón de Información Pública», y 

v) Organización del Banco de Información de perfiles de proyectos y 
programas regionales para facilitar las gestiones de cooperación internacional. 

Sin embargo, la Secretaría General, como parte de sus esfuerzos de lle­
var la coordinación interinstitucional a la práctica o de promover el conoci­
miento y participación de la sociedad civil, se ha involucrado en proyectos 
concretos que, independientemente de sus méritos, están más allá del papel 
sistêmico de la organización. 
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d) Parlamento Centroamericano 

E l Protocolo de Tegucigalpa nombra al Parlamento Centroamericano 
(PARLACEN) como «Organo de Planteamiento, Análisis y Recomendación» 
del SICA. Estas funciones se basan en las provisiones de su Tratado Consti­
tutivo, en el cual se atribuyen al PARLACEN las tareas de: servir de foro para 
el análisis de los asuntos políticos, económicos, sociales y culturales comu­
nes y de seguridad del área centroamericana; impulsar y orientar los proce­
sos de integración y cooperación; recomendar acciones y presentar proyectos 
de tratados y convenios a los gobiernos centroamericanos. 

De hecho, autoridades del PARLACEN reconocen que este Organo se 
encuentra insuficientemente comunicado con otras entidades del Sistema. 
No es tan definida su función sistêmica a nivel regional; las entidades regio­
nales no están obligadas a consultarlo o informarlo. Tampoco hay una coin­
cidencia entre la agenda de trabajo del PARLACEN y las correspondientes a 
las asambleas y congresos nacionales. 

Sin la participación de Costa Rica, por otra parte, parecería cuestionable 
la viabilidad política del PARLACEN en el marco de l a institucionalidad cen­
troamericana. 

Los trabajos realizados en este estudio sugieren que el PARLACEN es 
poco conocido e incluso ahora cuestionado en Centroamérica.35 A l respecto, 
se plantea con mucha frecuencia por qué si no tiene funciones legislativas, 
debe sesionar durante todo el año y otorgar inmunidades a los diputados. 
Existe una impresión generalizada de que su presupuesto es muy a l to 3 6 y 
que sus resultados en beneficio de los países no se corresponden con los 
gastos incurridos. 

Es un hecho que el PARLACEN recibe un alto porcentaje de las transfe­
rencias públicas a la institucionalidad en la forma de aportaciones naciona­
les. U n país que participara en todos los organismos posibles que reciben 
cuotas debería pagar unos 3.5 millones de dólares al año. Con una cuota de 

1 5 De acuerdo con una encuesta de Borge & Asociados, de septiembre de 1996, el PARLACEN era poco 
conocido y un porcentaje reducido de los entrevistados tenia una imagen positiva de él en Guatemala. 
Las entrevistas nacionales realizadas en el marco del presente Programa evidencian el cuestionamiento 
del PARLACEN en los países. 

3 6 El presupuesto para 1997 es de 8.5 millones de dólares, que resultan de la suma de los aportes de 
cinco países. De este monto, 1,624,000 dólares corresponden a sueldos de diputados, y 3,342,000 dólares 
a dietas y viáticos. Cabe subrayar que el monto recibido por cada diputado es menor de lo que con 
frecuencia se supone. El sueldo básico mensual es de 1,200 dólares. Las dietas y viáticos mensuales 
suman otros 2,600 dólares. La suma de estos dos conceptos asciende a 3,800 dólares. 
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1.7 millones de dólares, el PARLACEN absorbe casi la mitad de este monto 
(véase de nuevo el cuadro 4). En todo caso, la cuota anual al PARLACEN 
superaría el monto total de los cuotas y aportes a las entidades regionales, 
con excepción de la Corte. 

Esto no debería ser tomado como una justificación para cualquier cam­
bio. Lo deseable sería no comenzar por la parte financiera, sino por deter­
minar las diferentes funciones viables para una entidad parlamentaria 
regional que valiera la pena financiar.37 

Una opción, tal como la ha propuesto la Comisión Política del PARLACEN, 
sería reformar el Protocolo de Tegucigalpa en el sentido de otorgar al PARLACEN 
auténticos poderes de consulta y control (al estilo del Parlamento Europeo), 
lo que podría en principio fortalecer su imagen política y respaldo popular, así 
como justificar ante la población el gasto que realiza. Sin embargo, esta op­
ción parece no contar con una aceptación generalizada en los países. 

Otras opciones partirían de un cambio más profundo: es decir, abando­
nar la idea de diputados de tiempo completo y directamente elegidos. 

Una propuesta es transformar el PARLACEN en un foro que fomente la 
confianza y fortalezca los principios democráticos, además de permitir la 
discusión periódica entre diputados nacionales alrededor de proyectos de 
convenios regionales (al estilo de la Asamblea del Consejo de Europa). Esto 
no sólo reduciría el gasto sino que también podría reforzar la participación 
de las asambleas nacionales en el proceso de integración. 

Como se mencionó anteriormente, ha surgido un movimiento alternati­
vo incipiente que incluye a Costa Rica, que se manifiesta institucionalmente 
en el Foro de Presidentes de Poderes Legislativos, el Instituto Centroameri­
cano de Estudios Legislativos y la Comisión Interparlamentaria Centroame­
ricana de Ambiente y Desarrollo. Este movimiento refleja una tercera opción, 
que atribuiría un papel más protagónico a las asambleas nacionales. Esta 
opción se basa en gran medida en el principio de cooperación legislativa por 
medio de la acción nacional paralela (más al estilo del Consejo Nórdico). Si 
bien este movimiento es poco conocido por ahora, parece reflejar tenden­
cias importantes en las asambleas nacionales, y podría ofrecer un camino 
alternativo para la participación parlamentaria en un proceso de integra­
ción más acorde con las realidades y necesidades de Centroamérica. 

" Los Presidentes de Centroamérica, durante su reunión extraordinaria celebrada en la ciudad de 
Tegucigalpa el 28 de enero de 1997, estuvieron de acuerdo en la importancia de garantizar el adecuado 
funcionamiento del PARLACEN, y encargaron recomendaciones especificas sobre esa entidad, cuya 
existencia no debía ser cuestionada. 
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e) Corte Centroamericana de Justicia 

E l Protocolo de Tegucigalpa establece la Corte como órgano encargado 
de garantizar «el Tespeto del derecho en la interpretación y ejecución del 
Protocolo de Tegucigalpa y sus instrumentos complementarios o actos deri­
vados del mismo» (art. 12). Sin embargo, el mismo artículo dice: «La integra­
ción, funcionamiento y atribuciones de la Corte Centroamericana de Justicia 
deberán regularse en el Estatuto de la misma». E l Convenio del Estatuto fue 
firmado por los seis presidentes el 10 de diciembre de 1992. 

Hasta octubre de 1996, solamente E l Salvador, Honduras y Nicaragua 
habían ratificado el Estatuto. E l Convenio está pendiente de ratificación en 
Guatemala y Panamá. 

La Corte se ha instalado en Managua con la participación de magistrados 
de sólo tres países. Cada país tiene dos magistrados titulares y dos suplen­
tes. De acuerdo con la Memoria de la Corte 1995-1996, en sus primeros dos 
años de labor ha conocido 10 consultas y dos asuntos contenciosos. También 
ha estado activa en el marco de la Comisión Permanente de Organos Comu­
nitarios del Sistema de la Integración Centroamericana, junto con el Parla­
mento Centroamericano y la SG-SICA. 

Parece existir un amplio consenso en los países centroamericanos con 
respecto a la necesidad de una instancia centroamericana jurídica que tenga 
las competencias, por ejemplo, de conocer las controversias entre Estados 
miembros; de actuar como «Tribunal de Consulta Permanente de las Cortes 
Supremas de Justicia de los Estados, con carácter ilustrativo», o como «órgano 
de consulta de los órganos u organismos» del SICA (art. 22 a), d), e)). La 
Corte podría llegar a tener un papel importante también en el desarrollo y 
aplicación de un derecho de la integración, aunque podría ser necesario 
llegar a un acuerdo sobre los mecanismos centroamericanos para la solución 
de controversias, 3 8 y parecería deseable aclarar las facultades de la Corte. 

Así, el artículo 22, inciso b) del Estatuto adjudica a la Corte la facultad de 
«conocer de las acciones de nulidad y de incumplimiento de los acuerdos de 
los organismos del Sistema de la Integración Centroamericana». 

" El 12 de julio de 1996, la Corte resolvió que el Anteproyecto de Reglamento Centroamericano sobre 
Procedimientos para Resolver Controversias en las Relaciones Intrarregionales está en contradicción con 
los Protocolos de Tegucigalpa y de Guatemala y con el Convenio de Estatuto de la Corte, «en cuanto que 
contraviene las facultades y atribuciones de competencia exclusiva y excluyeme de esta Corte». Esta posi­
ción presenta algunas dificultades en la práctica. Si bien parece haber consenso sobre la conveniencia de 
que una instancia regional pueda conocer las controversias entre los países, no es así con respecto a los 
problemas que se enfrentan en la actividad comercial, que requieren una solución rápida, y a veces informal. 
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En primer lugar, se afirma que hay un acceso universal y directo a la 
Corte. Si así fuera, se puede preguntar, por un lado, si esto no crearía el 
riesgo de una situación inmanejable en la práctica y, por el otro, si no impl i ­
caría disminuir el involucramiento activo de los tribunales nacionales en el 
proceso de integración. Por otra parte, surge una pregunta con relación al 
texto del Estatuto. E l artículo 22 g) dice que la Corte podrá «Conocer de los 
asuntos que someta directa e individualmente cualquier afectado por los 
acuerdos del órgano u organismo del Sistema de la Integración Centroame­
ricana». Puesto que el concepto de una sumisión directa e individual no 
parece muy claro, se puede preguntar si la intención no era, o no debería 
ser más bien, que el acceso a la Corte se limite a las personas que sean 
afectadas directa e individualmente. 3 9 

Adicionalmente, se ha pretendido dar a la Corte otras atribuciones que 
han sido cuestionadas en algunos lugares. E l artículo 22 f) otorga jurisdic­
ción a la Corte en casos de conñictos entre los «poderes u órganos funda­
mentales de los Estados» nacionales. De hecho, esta provisión fue el motivo 
principal de la declaración de inconstitucionalidad del Estatuto por parte de 
la Sala Constitucional de Costa Rica. 

E l presupuesto de 1996 fue de un monto total de 1,575,400 dólares, com­
puesto en partes iguales por las aportaciones de los gobiernos de E l Salva­
dor, Honduras y Nicaragua. La cuota por país representa un 15% de las 
aportaciones que realizaría un país que participara en todos los organismos 
regionales que reciben cuotas. 

De este monto total, 1,041,082 dólares corresponden a los sueldos, bene­
ficios y gastos de los seis magistrados y sus suplentes. Ellos tienen el apoyo 
de un secretario general, su adjunto, dos colaboradores jurídicos y un admi­
nistrador. E l personal administrativo parece un poco excesivo, ya que se 
compone de 10 secretarias, dos conserjes, siete conductores y seis miem­
bros de seguridad. 

3 9 Vale la pena comparar dicho artículo con el artículo 173 del Tratado de Roma, cuarto inciso: «Toda 
persona física o jurídica podrá interponer, en las mismas condiciones que los actores privilegiados, 
recurso contra las decisiones de las que sea destinatária y contra las decisiones que, aunque revisten la 
forma de un reglamento o de una decisión dirigida a otra persona, le afecten directa e individualmente». 
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3. Las Secretarías Técnicas e 
«Instituciones Regionales» 

En esta sección se presenta brevemente una apreciación de las capacidades 
de las secretarías e instituciones regionales para cumplir con las tareas de la 
nueva agenda centroamericana, a la luz de las observaciones anteriores res­
pecto del funcionamiento del sistema. U n perfil informativo sobre cada en­
tidad se adjunta en el anexo IV. 

a) Secretaría Permanente del Untado General de Integración 
Económica Centroamericana (SIECA) 

i) Funciones. De acuerdo con el Protocolo de Guatemala, la SIECA es el 
«órgano técnico y administrativo» del proceso de integración económica cen­
troamericana de todos los órganos que no tengan una Secretaría específica y 
del Comité Ejecutivo de Integración Económica (CEIE). 

Esto implica que la SIECA debe dar asistencia técnica: 
1) A los Gabinetes Económicos; 
2) A l Consejo de Ministros Responsables y sus comités técnicos, así como a 

los Directores de Integración Económica, de Aduana y otros; 
3) A l Consejo de Ministros de Finanzas Públicas y sus comités técnicos; 
4) A los Ministros Responsables del Transporte (REMITRAN) y sus comités, y 
5) A los Jefes de Oficina de Propiedad Industrial de los países del Istmo 

Centroamericano. 

En este marco, la SIECA debe dedicarse no sólo a las tareas más tradicio­
nales asociadas con el Mercado Común Centroamericano, sino que debe 
responder también a los nuevos temas centrales de la competitividad y la 
inserción internacional, como la armonización fiscal, servicios, régimen de 
competencia, propiedad intelectual, que constituyen desafíos complejos y 
conflictivos dentro de Centroamérica. 

Adicionalmente, y a solicitud de los gobiernos, se asiste directamente a 
los negociadores comerciales centroamericanos en sus actividades con ter­
ceros países. Cabe subrayar la importancia fundamental de estas negocia­
ciones para la estrategia de desarrollo de l a región, l a complejidad que 
suponen (los múltiples socios y amplio contenido de l a agenda), así como 
las desafíos que representa la preparación de Centroamérica con relación a 
los nuevos temas de la agenda internacional. 
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En la práctica, la SIECA se ha convertido también en un recipiente y 
evacuador de solicitudes de información y estudios por parte de otras enti­
dades regionales. 

Por último, la SIECA desarrolla programas de adiestramiento para fun­
cionarios públicos y privados en asuntos relativos a la integración. En sep­
tiembre de 1996, la SIECA informó haber impartido 26 cursos con una 
asistencia de 882 profesionales. 4 0 

ii) Recursos financieros. La capacidad de respuesta de la SIECA ha estado 
determinada en parte por los constantes problemas de financiamiento ex­
perimentados. 

Las cuotas anuales que corresponden a los países son de 400,000 dólares. 
Hasta el 31 de diciembre de 1995 los gobiernos adeudaban a la SIECA un 
monto acumulado equivalente a 4,690,516 dólares, distribuido de la manera 
siguiente: 

Costa Rica 200,000 
E l Salvador 144,493 
Guatemala 925,627 
Honduras 138,575 
Nicaragua 3,281,821 

En 1996 los países habían efectuado los pagos siguientes: 

Ib tal 961,336 
Costa Rica 15,318 
E l Salvador 100,000 
Guatemala 200,000 
Honduras 246,018 
Nicaragua 400,000 

4 0 Por mandato de los Ministros Responsables, la SIECA tiene que financiar sus funciones de capacita­
ción con el producto de la venta de los formularios aduaneros de exportación (a la SIECA deben entre­
garle un peso centroamericano por cada formulario vendido que le cuesta dos pesos centroamericanos 
a cada usuario, y son vendidos por los Bancos Centrales y las Cámaras de Comercio e Industria y por 
Asociaciones de productores-exportadores regionales). La SIECA estima que podrían ingresar unos 200,000 
dólares al año por los formularios bajo las actuales condiciones de demanda, si todos los colectores les 
enviaran los fondos, suma que podría financiar el entrenamiento de los propios funcionarios de la SIECA 
en el exterior y otras actividades de capacitación. 
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Por otra parte, los Ministros de Transporte, conscientes de esta apremiante 
situación financiera, han autorizado 25,000 dólares por país para que la SIECA 
actúe como Secretaría de sus reuniones y haga los estudios que se le han 
encomendado. 

E n 1991 la situación financiera de la SIECA fue tan crítica que solicitó al 
BCIE la suma de 900,000 dólares, que fueron totalmente cancelados en su 
capital e interés concesionarios. Sin embargo, en 1994 la SIECA contrató 
otro préstamo con el BCIE por valor de 750,000 dólares, de los cuales adeu­
daba, al 30 de septiembre de 1996, el capital e intereses por 44,569 dólares. 
La SIECA además ha tenido que recurrir a los bancos comerciales para obte­
ner liquidez y poder pagar a sus funcionarios, por un valor relativamente 
alto y a tasas de intereses elevados. 

Lo más grave es que, a consecuencia de haber utilizado todos los recur­
sos del fondo de pensiones, la SIECA está obligada actualmente a pagar de 
los gastos corrientes las pensiones de sus funcionarios jubilados. Estos pa­
gos representan u n porcentaje importante del total de las contribuciones de 
los países. 

Aparte de sus labores ordinarias, la SIECA ejecuta proyectos específicos 
con fondos de la Agencia Internacional de los Estados Unidos para el Desa­
rrollo (AID), como el de propiedad intelectual que comenzó este año; e l de 
investigación sobre políticas económicas, que todavía está siendo ejecuta­
do; el de la Asociación para la Democracia y el Desarrollo, en ejecución, y el 
de la Comisión Coordinadora del Desarrollo de Centroamérica, que finalizó 
en 1995. Desde 1991 a 1995, la SIECA recibió una cooperación financiera 
para la ejecución de estos proyectos por valor de 1,832,492 dólares. 

Por conducto de los Ministros de Relaciones Exteriores, en su V Reunión 
de Cooperación con Taiwan, se ha logrado un financiamiento para una serie 
de proyectos, incluyendo el de Fortalecimiento Institucional de la SIECA, 
por u n monto de 500,000 dólares. 

E n rigor, la necesidad básica es establecer un mecanismo de financia­
miento permanente y automático que permita a la SIECA desempeñar sus 
funciones con la eficacia esperada. 

A l mismo tiempo, se reconoce la necesidad de tomar medidas para forta­
lecer los recursos humanos. 

iii) .Recursos humanos. La SIECA ha reducido su personal total de 134 
miembros en 1990 a 77 en 1996 (excluyendo consultores, que suman 14 y 
que son pagados por los proyectos específicos). E n el mismo lapso el número 
de Directores de Departamento pasó de siete a tres, los funcionarios técni­
cos de 32 a 20, los funcionarios auxiliares de 10 a cero, y el personal admi-
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nistrativo (incluyendo las secretarias, conserjería y seguridad) de 77 a 44. 
Sin embargo, la relación de personal administrativo a personal técnico sigue 
siendo alta, 4 1 y convendría robustecer el nivel profesional de los técnicos. 
Del total de 32 funcionarios técnicos actualmente empleados, únicamente 
18 son graduados universitarios y 10 no tienen título. Sólo cuatro profesio­
nales tienen maestría y no hay ningún doctorado. 

Por otra parte, a raíz de la incertidumbre financiera, la SIECA no ha 
podido aplicar el escalafón de salarios aprobado por los ministros. Los au­
mentos de salarios se otorgan según criterio de la máxima autoridad, aun 
cuando sería deseable contar con un sistema de evaluación y establecer los 
aumentos por mérito de acuerdo con el rango del funcionario y el costo de 
la vida. 

b) Secretaría Ejecutiva del Consejo Monetario 
Centroamericano (SE-CMCA) 

El Consejo Monetario Centroamericano (CMCA) tiene como principal 
objetivo promover y ejecutar las acciones para lograr progresivamente la 
integración monetaria y financiera de la región por medio de la coordina­
ción, armonización, convergencia o unificación de las políticas monetaria, 
cambiaria, crediticia y financiera de los países centroamericanos. 

La Secretaría Ejecutiva del C M C A ha pasado por diversos procesos de 
cambio y fortalecimiento en los últimos años. Ahora goza de buena imagen 
en los países, que generalmente consideran que los servicios son excelentes 
e irreemplazables. Se atribuye gran importancia a la información especiali­
zada económica y financiera que se recibe, a los estudios y consultorias que 
realiza, y a la posibilidad que presenta de intercambiar experiencias entre 
funcionarios de los distintos Bancos Centrales. Se reconoce la jerarquía de 
sus labores de promoción de la convergencia macroeconômica y la integra­
ción financiera. 

En la actualidad existen dos temas de interés respecto de la Secretaría. 
Primero, la Secretaría tiene que encontrar nuevas formas de financiar 

sus gastos, que hasta ahora han sido cubiertos por el rendimiento del Fondo 
Centroamericano de Estabilización Monetaria (FOCEM). En algunos lugares 

4 1 La proporción es 44/25, o sea 1.76 administrativos por cada técnico, incluyendo los Directores, el 
Secretario General y su Asesor. Si se agregan los consultores, la relación seria de 44/39, es decir, 1.13 
administrativos por profesional técnico, que es todavía alta. 
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se maneja la idea de que los Bancos Centrales aporten cuotas fijas, lo que 
podría verse como una regresión a la situación clásica de depender de las 
transferencias que hagan las autoridades nacionales, mientras que en otras 
partes se está buscando un nuevo mecanismo permanente y automático. A l 
igual que en otros casos existe la idea de un esquema manejado por el BCIE. 

Segundo, el Protocolo de Guatemala otorgó personería jurídica a la Se­
cretaría. Sobre la base de dicho Protocolo, los Bancos Centrales están 
renegociando un convenio que actualizará su acuerdo constitutivo. 

c) Secretaría General del Consejo Agropecuario 
Centroamericano (SG-CAC) 

El Consejo Agropecuario Centroamericano es la instancia regional de 
más alto nivel, responsable de definir, coordinar y dar seguimiento a las 
políticas, planes, programas, proyectos y acciones regionales en el campo 
de la agricultura en su visión ampliada, que involucra a la agroindústria y 
las cadenas agroalimentarias. Las consultas realizadas para este estudio mues­
tran una amplia satisfacción con el papel y el trabajo de la SG-CAC. Las 
tareas son vistas como necesarias. La entidad es pequeña, con u n total de 
siete personas (Secretario General, tres profesionales y tres secretarias). No 
se reportan problemas financieros. La única observación que se formula 
aquí es de índole sistêmico. 

H a surgido una duda jurídica (y quizás política) respecto de su base 
institucional. E l papel de la SG-CAC se ha apoyado hasta ahora en u n conve­
nio firmado en septiembre de 1991 entre los Ministros de Agricultura de 
Centroamérica y el Director General del Instituto Interamericano de Coope­
ración para la Agricultura (IICA), que establece que la Secretaría del CAC 
será asumida por la Secretaría del Consejo Regional de Cooperación Agrícola 
de Centroamérica, México y República Dominicana (CORECA). Sin embargo, 
el CAC y su secretaría general han recibido una nueva base centroamericana 
por medio del Protocolo de Guatemala. 

Esta situación plantea una duda con relación a la compatibilidad de los 
dos status. Una opinión jurídica confirma la incompatibilidad, subrayando 
que si los países han acordado establecer una entidad regional por medio de 
u n tratado, entonces corresponde a los países mismos constituirlo en la prác­
tica, y con sus propios medios. Otros sostienen que sería aceptable una mayor 
flexibilidad al respecto. 
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d) Secretearía de Integración Turística Centroamericana (SITCA) 

E l sector turismo goza de una inequívoca prioridad en el desarrollo de 
los países y se reconoce como un área de necesaria acción conjunta. La 
Cumbre de Montelimar, del 8 al 9 de mayo de 1996, se dedicó al tema Turis­
mo y Desarrollo Sostenible, y se aprobó un Programa de Acción Regional 
para el Desarrollo del Turismo. La SITCA es objeto de un consenso positivo 
en cuanto al valor y la eficiencia de sus labores. No obstante, esta secretaría 
regional no cuenta con los recursos mínimos que le permitan realizar tareas 
que traerían obvios beneficios materiales para el Istmo Centroamericano. 

E l turismo es un sector complejo y amplio. Las interdependencias entre 
diferentes áreas son muchas y fuertes. Las tareas que resultan del programa 
de acción regional incluyen la formulación de una estrategia de promoción 
e imagen de Centroamérica, y un estudio sobre la armonización de incenti­
vos; coordinación de inversiones públicas; facilitación turística;42 elabora­
ción de legislación; y capacitación. Asimismo, los actores son muy diversos 
y numerosos. 4 3 

La elaboración y ejecución de una estrategia regional en este campo 
exige un esfuerzo considerable por parte de una entidad regional en el desa­
rrollo de actividades y materiales de interés común, y una elevada capaci­
dad de coordinación. 

Evidentemente, la SITCA no tiene esta capacidad. Los aportes anuales 
de los gobiernos han sumado 48,000 dólares en los últimos cuatro años. Este 
monto no ha cubierto siquiera los gastos de la pequeña oficina que funciona 
en Managua con cuatro personas: una sola profesional, que es a la vez la 
Secretaria General, y tres empleados de apoyo (secretaria administrativa, 
recepcionista/afanadora y conductor/mensajero). E l monto reducido del 
presupuesto, así como la inseguridad en su recepción y su base anual, ha 

4 1 La facilitación turística cubre la modernización y armonización de instrumentos migratorios dentro 
del Istmo, la capacitación de funcionarios, facilitación del paso de fronteras terrestres, facilitación de la 
circulación de vehículos de turistas, rehabilitación de carreteras y aplicación del manual de señalización 
vial unificado elaborado por la Reunión de Ministros de Transporte, simplificación de procedimientos en 
aeropuertos, modernización de instalaciones portuarias, protección del turista, mejora de las condicio­
nes higiénico-sanitarias, homologación de normas de protección ambiental y política comercial aérea. 

4 3 El Foro de Facilitación Turística de Centroamérica, que tuvo lugar en Managua, los días 8 y 9 de 
agosto de 1996, reunió a altos funcionarios de nueve instituciones oficiales (Turismo, Relaciones Exterio­
res, Transporte, Salud, Aduanas, Migración, Política, Agricultura y Recursos Naturales) y de cinco orga­
nismos regionales (SITCA, SIECA, SG-SICA, OIRSA y el Proyecto OCAM), además de los Presidentes de 
las Cámaras Nacionales de Turismo. 
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significado que la Secretaría trabaje en forma rudimentaria y sin una verda­
dera planificación estratégica o perspectiva de largo plazo. Los países han 
acordado subir el aporte anual a 12,000 dólares a partir de 1996. Sin embar­
go, el presupuesto sigue estando muy por debajo de las necesidades para 
llevar a cabo las distintas tareas previstas de promoción y facilitación turís­
tica y de coordinación sectorial. 

e) Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) 

En el curso de la última década, el BCIE ha logrado fortalecerse financie­
ra y organizativamente. La mora descendió de 10.2% (1990-1991) a 0.8% 
(1994-1995) y las utilidades retenidas se han elevado en el período que va de 
1991 a 1996. Por otro lado, el Banco ha mejorado su imagen y ha consolidado 
su posición sólida y privilegiada con relación al conjunto de la instituciona­
lidad centroamericana. Se reconoce el robustecimiento de sus capacidades 
como resultado del esfuerzo de modernización, que todavía está en marcha, 
y se aprecia también la continuación de las labores de reorientación, cuya 
culminación se plasma en el nuevo documento de Estrategia de Mediano 
Plazo 1996-2000. Asimismo, ha mantenido relaciones de cooperación con 
las Secretarías y otras entidades por medio del otorgamiento de apoyo finan­
ciero y, en menor medida, mediante la realización de iniciativas conjuntas 
de cooperación técnica. 

Con todo, este proceso ha entrañado cambios en la naturaleza y misión 
del Banco que merecen la reflexión, en el marco de una evaluación del 
sistema regional, mientras que otros temas sensibles todavía quedan por 
abordarse. 

En primer lugar, la incorporación de miembros extrarregionales (Taiwan, 
México, Argentina) 4 4 ha contribuido en forma significativa al fortalecimien­
to del capital del Banco. En efecto, el capital suscrito se incrementó a 2,000 
millones de dólares; de éstos, 51% (1,020 millones) pertenece a los países 
regionales y 49% (980 millones) a los extrarregionales. Aun cuando aparen­
temente los miembros extrarregionales son respetuosos de la agenda cen­
troamericana del Banco, es un hecho que éste ha dejado de ser una entidad 
exclusivamente centroamericana. 

Segundo, a pesar de los esfuerzos de las autoridades del Banco, no hay 
un consenso sobre la nueva estrategia. En este sentido, aunque no se cues-

4 4 Colombia ha aprobado su adhesión. En octubre de 1996 estaba pendiente el depósito de los instru­
mentos de ratificación en SICA y el pago en efectivo. Asimismo, pareciera que existe Interes por parte 
de Chile y la República de Corea. 
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tiona el principio de un enfoque cada vez mayor hacia el sector privado en 
apoyo al modelo de orientación hacia afuera, los créditos (que algunos consi­
deran caros) tienen plazos tales que los gobiernos enfrentan problemas en 
beneficiarse de ellos, por restricciones nacionales o por las condicionalidades 
del Fondo Monetario Internacional. 

En cuanto al ingreso al mercado de capitales, es importante acotar que 
puede resultar más complicado de lo que algunos juzgan. Pese a que el BCIE 
ha tomado medidas para su fortalecimiento, pareciera que la atracción de 
inversiones y captación de capitales en el mercado requerirá de mayores 
esfuerzos. Por otra parte, el BCIE se halla actualmente reestructurando las 
obligaciones de Nicaragua, que sumaban 534 millones de dólares al 30 de 
junio de 1996. Se prevé una situación similar con Honduras, cuyas obliga­
ciones son algo superiores. Los dos países actualmente totalizan alrededor 
de 57% de la cartera vencida. 

E l proceso de modernización institucional continúa y se está implantan­
do una reorganización. Aun así, es oportuno advertir que la proporción del 
personal administrativo con relación al total también sigue siendo alta (42%). 

f) Comité de Cooperación de Hidrocarburos 
de América Central (CCHAC) 

Parece existir consenso de que es una prioridad estratégica asegurar el 
abastecimiento de hidrocarburos, al menor costo posible, en una zona con 
problemas energéticos. La existencia de una instancia centroamericana que 
promueve el fortalecimiento de las entidades nacionales responsables de 
hidrocarburos y la cooperación entre éstas; el desarrollo de una política ener­
gética común; la obtención y administración de recursos; la elaboración de 
estudios y proyectos regionales; y el mejor funcionamiento del mercado, 
son todos síntomas de que se otorga un considerable valor a la acción regional. 

E l CCHAC se creó en 1991 durante la primera reunión del Foro Regional 
Energético Centroamericano (FREAC). Actualmente pasa por una etapa de 
organización institucional en la que su Convenio Constitutivo se encuentra 
en trámite de aprobación. Durante esta primera etapa de conformación su 
estructura organizativa es débil: su sede es rotativa, no tiene personal fijo y 
el Director de Hidrocarburos del país sede funge como Secretario pro tempore. 
Por otro lado, no puede recibir recursos financieros de los países miembros 
mientras no cuente con una figura jurídica. 

Su trabajo ha sido afectado no sólo por lo reciente de su organización, sino 
también por la debilidad de las propias Direcciones Generales de Hidrocarbu­
ros; y los cambios frecuentes, en algunos países, de sus directores generales. 
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No obstante, es indudable que en cinco años de funcionamiento, los avan­
ces del CCHAC han sido significativos. La CEPAL —al fungir como Secretaría 
Técnica y enlace con otras secretarías o sistemas de coordinación regio­
nal— y el Banco Mundial, el BID y la Agencia Alemana de Cooperación, 
mediante programas para el fortalecimiento de las instancias nacionales, 
han colaborado indirectamente en el funcionamiento de este organismo. 

g) Consejo de Electrificación de América Central (CEAC) 

E l CEAC está conformado por las entidades públicas dedicadas a la gene­
ración, trasmisión y distribución de la energía eléctrica. Su misión consiste 
en resolver problemas regionales en el ámbito de la industria eléctrica, así 
como promover la integración y cooperación entre los países miembros. Por 
otra parte, ha gestionado o canalizado importantes cantidades de recursos 
internacionales. 

Se percibe un reconocimiento generalizado de la positiva labor realizada 
durante sus 16 años de existencia. Sin embargo, el CEAC actualmente en­
frenta una serie de problemas derivados de su propia estructura y de los 
cambios que se están dando en los marcos legales y reguladores, así como 
de mercado del sector. 

E n primer lugar, el hecho de que el CEAC no cuente con una sede per­
manente ha provocado las siguientes consecuencias: problemas de conti­
nuidad debido al corto período de gestión del Secretario Ejecutivo, lo que 
implica interrumpir las actividades y trasladar los activos de un país a otro 
cada dos años; debilidad organizativa, a causa de que el personal no es de 
dedicación exclusiva, y el impacto directo de las inestabilidades políticas del 
organismo en la gestión de la Secretaría; debilidad financiera, puesto que la 
cuota que los miembros deberían de pagar (5,000 dólares) es pequeña, y en 
la práctica la Secretaría depende cada vez más del país sede. 

Segundo, la estructura actual del Consejo, en que los Estados se encuen­
tran representados exclusivamente por sus empresas públicas, impide aprove­
char el posible aporte de las empresas privadas, que están asumiendo un 
papel cada vez más importante en el sector De hecho, muchos de los proyec­
tos e iniciativas del CEAC han sido concebidos para esquemas institucionales 
de carácter monopolista y público que ya no corresponden a la realidad. 

Finalmente, debe mencionarse que en la mayor parte de los países de l a 
región, en las mismas leyes de electricidad recién aprobadas o en discusión 
y en las empresas públicas, no existe una política específica y definida sobre 
la integración eléctrica regional. Esa carencia se ha reflejado en la dinámica 
observada en el CEAC y en el poco protagonismo que se le ha asignado en la 
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promoción del Tratado Marco del Mercado Eléctrico Regional, instrumento 
que sentará las bases para la futura integración eléctrica regional. 4 5 Queda 
por definir el papel que jugará el CEAC dentro del nuevo mercado eléctrico 
regional. 

h) Comisión Centroamericana de Transporte 
Marítimo (COCATRAM) 

La COCATRAM fue creada en 1980, pero durante muchos años única­
mente contó con la participación activa de tres países. En 1991 se modificó 
la constitución y, en respuesta a la situación previa de cierto desorden e 
irregularidad, se emprendió una reorganización administrativa que, entre 
otras cosas, implicó un cambio casi completo del personal. 

Durante tres años se dedicó a la organización interna. En 1994 se co­
menzaron a ampliar las actividades, que abarcan ahora desde la proposición 
de políticas marítimas hasta la elaboración de estudios específicos en mate­
ria de transporte multimodal, cabotaje, optimización de puertos, simplifica­
ción de trámites y documentación, modernización de la seguridad portuaria, 
legislación marítima, capacitación, cooperación técnica y financiera. La 
COCATRAM brinda asistencia técnica a las empresas portuarias y sirve de 
Secretaría Permanente de la Reunión de Empresas Portuarias del Istmo Cen­
troamericano (REPICA), que aprobó en 1995 un Plan de Acción Quinquenal. 

Todo indica que esta entidad ha logrado adquirir un prestigio entre las 
empresas portuarias, ya que las contribuciones de éstas no tienen atrasos 
significativos y además han aceptado incrementar sus aportaciones. De he­
cho, parece haberse generalizado el sentimiento de que era necesaria una 
cierta expansión administrativa para poder cubrir efectivamente las funciones 
encomendadas, por medio del aumento de su personal (ala fecha únicamente 
trabajan en la sede 17 personas) y el establecimiento de representaciones 
en los diferentes países. En estas condiciones, el Directorio ha autorizado la 
contratación de técnicos adicionales para atender las nuevas necesidades 
en materia de transporte multimodal, desarrollo naviero, documentación e 
informática, planificación y seguimiento de proyectos. 

Se debe recalcar que el caso de COCATRAM es especial en términos de 
financiamiento por los países. Las contribuciones no provienen de los go-

4 5 Un borrador de este tratado fue aprobado a nivel de las seis empresas públicas de electricidad en 
Copan, Honduras, el 27 de septiembre de 1996. Posteriormente será sometido a la aprobación de los 
poderes ejecutivo y legislativo de los seis países del Istmo Centroamericano. 
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bienios centrales sino de las entidades autónomas portuarias, basándose en 
la aplicación de una tasa portuaria cobrada a las naves que movilicen carga 
en los puertos de los países del Istmo, equivalente a 0.05 dólar por tonelada 
métrica movilizada, excepto petróleo y banano, o de la aplicación de meca­
nismos de financiamiento que cada gobierno determine. Siendo las contri­
buciones iguales por país (65,512 dólares en 1995; 105,745 dólares en 1996), 
es evidente que no se está aplicando la tasa portuaria acordada como tal, 
sino que los países aportan de acuerdo con las necesidades de la COCATRAM. 
Existen países que sí cobran la tasa portuaria pero que guardan en «fondos 
en custodia» la diferencia entre sus aportaciones y lo que recolectan, como 
es el caso de El Salvador, mientras que Honduras nunca ha reportado tales 
fondos. Los fondos excedentes de Costa Rica fueron usados en ese mismo 
país para realizar un estudio y el resto fue acreditado al pago de la tercera 
cuota (tercer trimestre) de 1996. Vista la liquidez que en cierto momento la 
COCATRAM pudiese tener, los Ministros de Transporte aprobaron una trans­
ferencia de su presupuesto a la SIECA por la suma de 15,000 dólares para 
efectuar un estudio de transporte. 

i) Corporación Cmtmamericana de Servicios 
de Navegación Aérea (COCESNA) 

Los servicios de navegación aérea constituyen uno de los casos más seña­
lados en que los beneficios del establecimiento de una entidad común entre 
países pequeños son evidentes. De hecho, la COCESNA fue creada en 1960 
precisamente porque los países individuales no podían ofrecer las instala­
ciones y servicios que exigía el Convenio de Chicago, y por esta razón firma­
ron un convenio al amparo de la Organización Aviación Civil Internacional 
(OACI). La OACI sigue considerando que la COCESNA representa un modelo 
de cooperación regional, sobre todo porque el desarrollo de nuevas tecnolo­
gías basadas en el uso de satélites hace todavía más necesario el trabajo 
conjunto. En el caso de países pequeños como los centroamericanos, la adqui­
sición por separado de los componentes involucrados en el nuevo sistema 
sería no sólo enormemente costoso sino también técnicamente innecesa­
rio, dado el alcance geográfico de los equipos. 

Ultimamente, sin embargo, se han planteado interrogantes acerca del 
papel de la Corporación, a tal grado que un país parece contemplar su reti­
ro. Se alega que las tarifas son altas, pero un esfuerzo preliminar en compa­
ración con países vecinos no valida esta afirmación, y en todo caso la 
estructura de las tarifas parece favorecer a los vuelos intracentroamericanos. 
Con pocas excepciones, el personal de la COCESNA es del país sede, al igual 
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que otros organismos centroamericanos, lo que aparentemente da lugar a 
algunas preocupaciones. 

En realidad, el problema fundamental parece ser que algunos países, 
ante presiones fiscales, han querido obtener una parte de los cobros que 
actualmente recibe la Corporación por sus servicios (se autofinancia a base 
de éstos). En particular, un país sostiene que está perdiendo una cantidad 
importante de dinero. Puesto que un porcentaje alto de los vuelos interna­
cionales entre Centroamérica y el resto del mundo pasan por su espacio, 
pareciera que se percibe la posibilidad para dicho país de cobrar los cargos 
correspondientes, en lugar de dejar que vayan a la entidad regional. 

Sería conveniente aclarar las razones de este cuestionamiento, y estable­
cer abiertamente cuál sería la viabilidad técnica y financiera, así como el 
deseo real de abandonar un servicio común de navegación aérea entre los 
países centroamericanos. 

j) Comisión Técnica Regional de Telecomunicaciones (COMTELCA) 

La C O M T E L C A fue creada en 1966 para coordinar el establecimiento y 
administración de un servicio de telecomunicaciones entre los países. De 
acuerdo con el Protocolo de agosto de 1995 al Tratado de Telecomunicacio­
nes, su misión sigue siendo «armonizar las regulaciones de los países, admi­
nistrar los Sistemas de Telecomunicaciones y dictar las resoluciones con 
carácter de cumplimiento obligatorio para sus miembros» (art. 3). Esto com­
prende la planificación y operación de un moderno sistema de telecomuni­
caciones, incluyendo la estructuración de tarifas. 

Solamente dos países han ratificado el Protocolo hasta la fecha. Los 
procesos de privatización que se están dando, y la separación de los entes 
reguladores de las partes operativas, han llevado a cuestionar el papel de la 
Comisión. Existe una fuerte tendencia para que la C O M T E L C A abandone la 
parte operativa y se concentre en los aspectos de política y regulación del 
sector. Todos los proyectos regionales en marcha (sistema de videoconfe­
rências, cable de fibra óptica, cable submarino, posgrado en gerencia avan­
zada de telecomunicaciones) están siendo cuestionados y han sido detenidos. 
La aportación anual por país que aprueban las empresas nacionales ha baja­
do de 173,000 dólares en 1995 a 133,000 dólares en 1996, y se espera que sea 
de 83,000 dólares en 1997. 

U n Grupo ad hoc establecido por la Junta Directiva ha comenzado a 
estudiar la transformación de la COMTELCA en una Unión Centroamerica­
na de Telecomunicaciones, en la que participen tanto operadores como en­
tes reguladores. 
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Si bien no hay desacuerdo sobre la importancia de mejorar las comuni­
caciones internacionales en Centroamérica y de desarrollar la infraestruc­
tura común, parece que subsisten diferencias respecto de la forma de lograrlo. 
Por u n lado, se tiene la visión de la Comisión como reguladora y facilitadora 
de alianzas y proyectos conjuntos entre empresas privadas. Por otro, la v i ­
sión de la C O M T E L C A como responsable de proyectos comunes como parte 
del proceso de integración centroamericana. 4 6 

E l papel futuro de la Comisión como entidad pública que vaya mas allá 
de la función de regulación y coordinación de normas, se puede sustentar 
entre otros en los argumentos siguientes: 

i) Dudas sobre el interés de las empresas privadas en las dimensiones 
sociales de la telecomunicaciones (telemedicina, teleeducación, servicios 
de socorro); 

ii) La certificación de equipos, aprovechando las especializaciones y eco­
nomías de escala que ofrecen los laboratorios de la COMTELCA ; 

iii) La necesidad de arbitraje (por ejemplo, en la coordinación de 
interferencias), y 

iv) La necesidad de u n foro para definir posiciones regionales ante foros 
internacionales. 

E l análisis de las funciones de la Comisión es una tarea de alta complejidad 
técnica y de sensibilidad política. Se requeriría un trabajo separado con la par­
ticipación de expertos especializados para llegar a conclusiones sobre el tema. 

k) Comisión para él Desarrollo Científico y Tecnológico de 
Centroamérica y Panamá (CTCAP) 

La CTCAP es en esencia u n mecanismo de coordinación entre las autori­
dades nacionales de ciencia y tecnología. E n los años noventa l a institucio-

* Al respecto, llama la atención el hecho de que el proyecto de fibra óptica fuera un mandato de los 
presidentes en la cumbre de Guácimo en 1994. Sin embargo, al tener en cuenta la óptica política, es 
pertinente leer las frases correspondientes de la declaración presidencial: «al reconocer que las teleco­
municaciones y las nuevas tecnologías juegan un papel de vital importancia en los esfuerzos por au­
mentar la competitividad de la región, instruimos a las instituciones nacionales de telecomunicaciones a 
presentar en un plazo de 90 días un proyecto tendiente a interconectar mediante una red de fibra óptica 
a los países centroamericanos». 

61 



LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA 

nalidad nacional en cada país se ha fortalecido con la creación de varios 
Consejos Nacionales de Ciencia y Tecnología, lo que en principio otorga a la 
CTCAP un mayor potencial de coordinación. 

La Comisión ha mantenido una fuerte relación con la Organización de 
los Estados Americanos (OEA) (de hecho, fue establecida por el Consejo 
Interamericano para la Educación, la Ciencia y la Cultura), con la que orga­
niza dos reuniones al año. En sus dos décadas de existencia, ha desarrollado 
varias propuestas de proyectos de inversión en ciencia y tecnología, con 
frecuencia orientados a obtener recursos del Banco Interamericano de De­
sarrollo. Esta labor no ha sido fructífera hasta ahora. Sin embargo, la Comi­
sión ha posibilitado la cooperación de varios organismos internacionales 
con Centroamérica, y en este sentido ha cumplido con una importante ta­
rea de enlace. 

La secretaría es casi virtual. No tiene funcionarios permanentes, la sede 
es rotativa, y corresponde al país que ocupe la presidencia, que cambia cada 
dos años. 

En rigor, no hay motivo posible de preocupación con respecto a la absor­
ción de recursos. Por el contrario, se trata más bien de considerar la opción 
de fortalecer la CTCAP, y de aclarar los papeles respectivos de la CTCAP y el 
ICAITI, dentro de una estrategia regional sobre la tecnología. 

Los problemas del desarrollo tecnológico en Centroamérica han sido fun­
damentalmente una escasez de recursos financieros, un diseño poco eficaz 
de coordinación regional y una falta de demanda tecnológica por parte de 
las empresas. Este último problema parece haberse revertido en los años 
noventa debido a la apertura comercial, que intensificó la competencia in ­
ternacional en los mercados domésticos y acentuó la necesidad de penetrar 
nuevos mercados. E l mayor interés del sector privado en el desarrollo tecno­
lógico se refleja en la creación de varias organizaciones de asistencia técnica, 
algunas coordinadas a nivel regional en el CAISNET (Central American In­
dustrial Support Network). También el CEGESTI (Centro de Gestión Tecnoló­
gica Industrial) y el CEFOF (Centro de Formación de Formadores), ambos 
en Costa Rica, son importantes antecedentes de un nuevo estilo de abordar 
el problema, con una importante coordinación entre el sector público y el 
privado. Ambos centros tienen capacidad para atender demandas regionales. 

En este contexto, convendría evaluar la posibilidad de otorgar a la CTCAP 
recursos propios para orientar el desarrollo tecnológico en la región; por 
ejemplo, mediante la creación de un Fondo Centroamericano de Desarro­
l lo Científico y Tecnológico que se uti l izara para contratar servicios 
tecnológicos de importancia regional en diferentes laboratorios y centros 
de investigación. 
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l) Instituto Centroamericano de Investigación 
y Tecnología Industrial (ICÂTTI) 

E l ICAITI se creó en 1955 con objeto de atender la prestación de asesoría 
en la instalación de nuevas industrias; la provisión de información tecnoló­
gica al sector público y privado; el desarrollo de productos y procesos por 
medio de la investigación aplicada y la formulación de normas de calidad de 
productos centroamericanos. 

E l ICAITI cuenta actualmente con una importante capacidad en el área de 
metrología, análisis de productos, normalización y control de calidad. E l insti­
tuto utiliza esta capacidad para ofrecer asistencia integral a empresas, entre 
otras para alcanzar normas ISO. También efectúa una labor de investigación y 
desarrollo en varias áreas. Actividades de interés se han realizado en conserva­
ción energética y reducción de fuentes de contaminación, entre otros campos. 

Ahora bien, su particular estilo de desarrollo, y principalmente su fuerte 
concentración en Guatemala, ha implicado una serie de problemas. Los go­
biernos de otros países no siempre han aportado las cuotas obligatorias; la 
precaria situación financiera ha significado una disminución en la calidad del 
trabajo; la credibilidad del instituto con el sector privado se ha visto erosionada. 

E n consecuencia, el ICAITI enfrenta dos problemas graves actualmente: 
una crisis financiera que amenaza su supervivencia, e incertidumbres ex­
tendidas en Centroamérica en cuanto a su futuro papel en la nueva agenda 
centroamericana. 

Los países miembros no han cumplido con las aportaciones ordinarias, 
que se han acumulado por un monto de más de 6 millones de dólares (aun­
que han sido más puntuales en pagar las cuotas a cuenta de servicios). 

Entre 1991 y 1995 el ICAITI reportó déficit presupuestarios anuales que, 
acumulados, suman 2,120,000 dólares. Estos déficit se financiaron con 
anticipos de fondos para proyectos específicos, provisiones no efectuadas, 
préstamos locales y regionales y llamamientos de cuentas por pagar. A l 30 
de septiembre de 1996 los saldos por pagar de préstamos locales y regiona­
les ascendían a 1,697,800 dólares, como se detalla a continuación. 

Dólares 
Ibtal 
Préstamos banca local 
Préstamos financiera local 
Préstamos BCIE (aval Costa Rica) 
Intereses en mora con el BCIE 
Fondo Fideicomiso BCIE/AID 

1,697,800 
325,000 
275,000 
800,000 
109,400 
188,400 
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Sin embargo, el análisis realizado sugiere que parte de la crisis se debe 
también a fallas en la gestión de la institución (y en su supervisión). Por 
ejemplo, el ICAITI tiene ingresos sustantivos por servicios que presta al 
sector privado. De 1990 a 1995 estos ingresos sumaron 3,623,700 dólares. E n 
caso de haberse incorporado todos los costos indirectos no imputados, el 
ICAITI habría obtenido de 1991 a 1995 la suma adicional de 1,019,000 dóla­
res por los servicios prestados al sector público y privado. 4 7 

En 1996 el ICAITI ha suprimido plazas. En enero la sede tenía 123 plazas 
y 10 en las delegaciones; el 10 de octubre las plazas eran 106 en la sede y 
ocho en las delegaciones. Se propone que el 31 de diciembre de 1996 el 
personal total ocupe 83 plazas en la sede y cinco en las delegaciones. Así, se 
suprimirían 18 puestos profesionales, 19 administrativos y ocho técnicos. 
No obstante, la relación de personal administrativo con el profesional pare­
ce todavía muy alta (29/36 o sea 80.5%). Aun tomando en consideración el 
personal técnico, la relación será de 29 a 59, es decir, casi 50%, lo cual es 
todavía relativamente elevado. Parece difícil explicar por qué el ICAITI no 
racionalizó su personal antes de 1996, ya que sus dificultades financieras 
datan de varios años. 

m) Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP) 

E l ICAP fue creado con la misión de apoyar la modernización de las 
administraciones centroamericanas en el marco del proceso de integración 
regional por medio de la capacitación, formación y consultoria. 

En décadas pasadas, el ICAP ocupó un lugar de prestigio y excelencia en 
el esquema institucional centroamericano. En los últimos años, en cambio, 
este organismo ha caído en una situación de debilidad y aislamiento, e in ­
cierta en cuanto a sus finanzas.48 

Los ingresos efectivos se han ido reduciendo, provocando una contrac­
ción de las actividades de la institución. Aun así, en los últimos años se 

4 7 Por otra parte, el ICAITI contabiliza en su presupuesto ordinario los aportes de los organismos 
regionales para llevar a cabo proyectos específicos, que sumaron 3,913,000 dólares de 1990 a 1995. Es 
decir que, según su Departamento Financiero, no tiene contabilidades aparte. Los consultores y técnicos 
aparecen listados como personal de planta si sus contratos superan el año. 

4 8 Al ICAP se le adeuda unos 2 millones de dólares por cuotas no pagadas, sin incluir la deuda acumu­
lada por Costa Rica por concepto de alquiler, pero la mora data de muchos años y sería poco realista 
esperar que la cancelaran en estos momentos. Por otro lado, el ICAP tiene deudas acumuladas de 620,706 
dólares con el BCIE (333,750 en principal y 286,956 en intereses vencidos) a causa de créditos otorgados 
en 1978 y 1980. 
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aprecia cierta tendencia al aumento de los gastos de l a dirección y de las 
áreas administrativas. 

Por otra parte, las encuestas realizadas sugieren que existe u n debate 
generalizado con respecto al papel que desempeña el ICAP. Las razones son 
múltiples, pero algunos factores aparecen manifiestos. 

E n parte debido a los problemas financieros con los gobiernos, el ICAP 
ha entrado en una creciente dependencia de la cooperación internacional y 
de la venta de servicios, lo que ha ejercido un efecto no siempre claro en el 
fortalecimiento de sus funciones esenciales ante los gobiernos, las cuales se 
volvían cada vez más difíciles de percibir. 

E n los últimos años, el ICAP no logró consolidar u n área fuerte de 
capacitación especializada de funcionarios en administración pública, o 
en temas relacionados con la integración regional, a niveles superiores de 
los que se ofrecían a escala nacional. Se dedicó, por ejemplo, a desarrollar 
maestrías (mientras que esta actividad correspondería más bien a las univer­
sidades, algunas de las cuales han tenido avances importantes en este cam­
po en los últimos años) y a ocuparse excesivamente del sector salud, en 
particular. 

A l mismo tiempo, las dificultades financieras, junto con problemas de 
índole interna, llevaron a que una gran proporción de los profesionales más 
calificados abandonaran el instituto. E n lugar de ser visto como u n organis­
mo más avanzado que los países y servir de centro de excelencia y de van­
guardia, se le consideró más bien un poco atrasado en el conocimiento. 

Frente a esta situación, finalmente, se mostró poco activismo y creativi­
dad en la búsqueda de soluciones. Hubo un repliegue y dependencia de 
proyectos extrarregionales. 

n) Organismo Internacional Regional de 
Sanidad Agropecuaria (OIRSA) 

E l OIRSA cumple diversas funciones que son esenciales tanto para el 
comercio intrarregional como para la inserción de Centroamérica en el co­
mercio internacional; además, parece gozar de una imagen bastante positi­
va en los países. 

Ofrece tratamientos cuarentenarios por medio de su Servicio Interna­
cional de Fumigación (SIF, ahora Servicio Internacional de Tratamiento 
Cuarentenario). La utilización de este servicio es obligatoria. De acuerdo 
con el OIRSA, esto se debe no solamente a consideraciones de credibilidad y 
calidad de los servicios, sino también al hecho de que el OIRSA reinvierte 
parte de los recursos que recibe: por ejemplo, en el apoyo que presta a los 
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gobiernos para combatir situaciones de emergencia, o en acciones de capa­
citación y adiestramiento de inspectores. 

E l OIRSA está trabajando en colaboración con otros organismos en la 
armonización regional de normas y procedimientos. 

Por otra parte, está desarrollando tareas de certificación y reconocimien­
to de profesionales, en particular de las personas que formarán el pool de 
expertos técnicos escogidos por la Comisión Técnica, que tratará las contro­
versias que se presenten entre países. 

Una de las tareas clave del OIRSA es el apoyo a las capacidades nacio­
nales para la aplicación de acuerdos y normas internacionales. Cabe su­
brayar la existencia de un déficit que posiblemente esté creciendo en este 
campo. Se señala (por ejemplo, en cuanto a los servicios veterinarios) una 
contradicción entre, por un lado, el adelgazamiento del Estado en aras de 
una mayor eficiencia y, por ende, una mayor competitividad nacional; y 
por otro, el impacto negativo de este proceso en la capacidad nacional de 
ejecutar eficazmente los acuerdos internacionales y hacer cumpl ir las nor­
mas que permitan participar del comercio. La primera prioridad en el Plan 
Operativo Anua l de 1996 es apoyar a los ministerios nacionales en los 
procesos de modernización de sus serv ic ios o f ic ia les de san idad 
agropecuaria, y fortalecer el desarrollo puntual de acciones agrosanitarias 
calificadas. 

La organización es casi autónoma desde el punto de vista financiero (aun­
que recibe cuotas anuales de 45,000 dólares por país, 95% del presupuesto 
proviene de sus actividades por medio del Servicio Internacional de Fumi­
gación) y parece razonablemente sólida y eficiente. 

E l P lan Operativo 1996 contempla u n programa de modernización 
institucional de la propia organización, incluyendo el establecimiento de 
una Unidad de Información con personal profesional, modernización de la 
Unidad de Planificación, implementación de una Unidad de Comunicación 
y una Unidad de Análisis de Riesgos, además de u n programa para aumen­
tar la eficiencia en la Dirección de Administración. 

o) Secretaría de la Integración Social Centroamericana (SISCA) 

Esta Secretaría, que ha sustituido a la Comisión Regional de Asuntos 
Sociales (CRAS) a raíz de la entrada en vigor del Tratado de Integración 
Social (TIS), todavía se encuentra en el proceso de organización física en 
Panamá y de consolidación de su lugar en el sistema centroamericano. 

De acuerdo con el TIS, sus funciones son velar a nivel regional por la 
correcta aplicación del Tratado y los demás instrumentos y decisiones, rea-
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lizar las tareas que el Consejo de Integración Social le encomiende, y servir 
de enlace de las acciones de las otras subsecretarías del sector 

Como ya se señaló, el social es u n «subsistema» en consolidación, a pe­
sar de la estructura formal relativamente precisa creada por el TIS. De todos 
modos, los objetivos específicos de una acción regional en materia social no 
están bien determinados, aunque ahora parece posible acordar u n docu­
mento general sobre una Política Social Regional. Naturalmente, esto ha te­
nido consecuencias para la definición de la misión de la Secretaría. Por otra 
parte, en el área de salud ya existe una presencia predominante de la OPS 
(con la cual se firmó u n Acuerdo de cooperación en mayo de 1996). 

La Secretaría comenzó a operar en marzo de 1996, y desde entonces ha 
enfrentado diversos problemas. Apenas está comenzando a recibir las pr i ­
meras contribuciones de los gobiernos, en parte debido al hecho de que dos 
países todavía no habían ratificado el TIS y Nicaragua lo hizo recién el 1 0 de 
agosto de 1996, lo que ha impedido la transferencia de fondos en estos ca­
sos. Sin embargo, la SISCA ha podido funcionar con la cuota de Panamá y el 
apoyo financiero de Taiwan. 4 9 Por otra parte, diversos motivos parecieran 
haber impedido que se establezca una relación de plena interacción entre el 
Secretariado y los Ministros. 

p) Comité Coordinador Regional de Instituciones de Agua Potable y 
Saneamiento de Centroamérica, Panamá y República 
Dominicana (CAPRE) 

El CAPRE ha sido reconocido como ente rector del agua potable y sanea­
miento en el marco del SICA. Se señalan como contribuciones del CAPRE, a 
escala regional, la racionalización de los recursos técnicos de la región, la 
ejecución de programas regionales, el apoyo en caso de desastre y la norma­
lización de equipos, repuestos y materiales. 

Las percepciones recogidas en los países son positivas. Se destaca el valor 
de las consultorias, los servicios de información y programas de capacita­
ción, y se resalta la importancia de las tareas de normalización. Además, se 
aprecia la forma en que el CAPRE interactúa con las empresas y otras orga­
nizaciones en la región. De hecho, se sugiere que su dinamismo depende 
del de sus miembros nacionales, y que su eficacia está determinada en par-

4 9 China I («Fortalecimiento del subsistema social de la integración centroamericana», por un monto 
de 200,000 dólares); China II («Fortalecimiento de la Secretaria de Integración Social Centroamericana», 
por un monto total solicitado de 1,204,170 dólares). 
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te por las capacidades y diversidad de los organismos nacionales que coordina 
y la necesidad de conciliar las políticas municipal, nacional y regional en 
materia de agua. También se apunta que el seguimiento de los proyectos 
podría ser más riguroso, si no existiera la limitación de recursos económicos. 

Es preciso formular dos observaciones institucionales relevantes para el 
presente estudio. Primero, la realidad es que el trabajo de CAPRE se apoya 
en gran medida en un proyecto de la agencia alemana GTZ. La sede fue 
establecida mediante un convenio con la GTZ, que sigue siendo la fuente de 
la mayor parte de los proyectos. Segundo, el CAPRE aboga por una clara 
delimitación de funciones en lo que respecta al sector agua. 

q) Consejo Cmtroamerica.no de Institutos 
de Seguridad Social (COCISS) 

El COCISS fue fundado en octubre de 1992 por los propios Institutos de 
Seguridad Social. Los presidentes lo reconocieron en la XII Cumbre en Pa­
namá, declarando que «acogen con beneplácito la creación del Consejo Cen­
troamericano de Instituciones de Seguridad Social».50 En parte debido a la 
experiencia negativa en el pasado de una secretaría con sede permanente, 
se optó por una secretaría rotativa sin institucionalización alguna. 

Se ha logrado dar un nuevo marco formal para la concertación de acuer­
dos sobre temas básicos, como el tratamiento recíproco de casos de emer­
gencia, que ya habían sido objeto de acuerdos bilaterales en el pasado. Sin 
embargo, debido en parte al hecho de que los institutos nacionales no se 
encuentran en condiciones de apoyar materialmente trabajos conjuntos, la 
definición de la agenda de reuniones en este campo parece estar en la prác­
tica en manos de la OPS. Como consecuencia, los esfuerzos conjuntos en el 
marco del COCISS se limitan a la esfera de la salud, aunque la seguridad 
social es mucho más amplia. 

Se sugiere en algunos lugares llenar la necesidad de un foro regional que 
permita un intercambio y cooperación entre los países en todos los aspectos 
de la seguridad social, y que fomente una reflexión amplia y un eventual 
replanteamiento conceptual con respecto a esta dimensión clave del desa­
rrollo social centroamericano. 

5 0 Declaración de Panamá, 11 de diciembre de 1992, numeral 26 (cursivas de los autores). 
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r) Instituto de Nutrición de Centroamérica y Panama (INCAP) 

El INCAP que se ocupa de la solución de los problemas alimentarios o 
nutricionales de la región, es por u n lado parte del sistema interamericano. 
A solicitud de los Ministros de Salud, la OPS se encargó del Instituto en 
1949. E l INCAP funciona como uno de los dos centros especializados de 
nutrición que mantiene la OPS en las Américas. Con la aparición del SICA, 
la OPS pidió al INCAP que la representara ante el SICA. La OPS es miembro 
del Instituto en su propio nombre, e integra el Consejo Directivo junto con 
los Ministros de Salud de los países del Istmo. La OPS aporta alrededor del 
40% del presupuesto total. 

Por otra parte, el INCAP es reconocido como una «institución» centro­
americana. Figura explícitamente en el Tratado de Integración Social y reci­
be mandatos presidenciales: en especial, asume la responsabilidad del 
programa de Seguridad Alimentaria Nutricional, que constituye u n eje im­
portante en la nueva agenda centroamericana. 

Con todo, esta dualidad no ha sido motivo de grandes problemas. Actual­
mente se está revisando el documento constitutivo que deberá, entre otras 
cosas, especificar más las formas de coordinación con el SICA y de adminis­
tración por la OPS. 

Es importante recordar que el INCAP ha pasado por u n proceso de gran­
des cambios desde la década de los ochenta. E n 1989, finalizando la época 
del flujo masivo de recursos externos a Centroamérica (el INCAP recibió 
unos 17 millones de dólares), se desempeñaban unas 600 personas en el 
INCAP, ubicadas principalmente en l a sede en Guatemala, desde donde rea­
lizaban misiones a los otros países. Se criticaba el enfoque tanto de la investiga­
ción como de la cooperación, alegando que no correspondía a las necesidades 
de los países. 

E l INCAP ha ido adoptando un enfoque descentralizado, basado en ac­
ciones e investigación de aplicación concreta, realizadas de acuerdo con 
prioridades discutidas por los países. Los comentarios recibidos al respecto 
en los países sugieren que este cambio se aprecia bastante. 

E l personal ha ido disminuyendo constantemente, de 248 en 1992 a 201 
en 1993, 183 en 1994, 121 en 1995, y 98 en 1996. Se ha mejorado l a 
proporción de servicios técnicos frente a los profesionales, así como el 
número de profesionales con títulos superiores, pero se ha mantenido una 
fuerte presencia de guatemaltecos entre el total de personal (84% en 1992, 
83.56% en 1995). 

Finalmente, se debe mencionar que la auditoría externa realizada sobre 
el período 1994-1995 constata una mejora satisfactoria, lograda por efecto de 
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las iniciativas adoptadas para asegurar su situación financiera ante las insu­
ficiencias señaladas en el presupuesto ordinario de 1993-1994.51 

s) Secretaría Ejecutiva-Comisión Centroamericana 
de Ambiente y Desarrollo (SE-CCAD) 

La Secretaría Ejecutiva de la CCAD es la entidad regional coordinadora, 
catalizadora, facilitadora y promotora en el área del medio ambiente, que 
además debería dar seguimiento a los compromisos adquiridos y asegurar 
que el área ambiental sea tomada en cuenta de manera adecuada en el desa­
rrollo de cualquier política. Sus tareas de coordinación ya han sido comenta­
das en una sección anterior. 

La Secretaría goza de una imagen positiva en Centroamérica y se la ca­
racteriza en las apreciaciones por su dinamismo y eficacia, además por prestar 
buenos servicios de coordinación e información. Cuenta con 12 personas en 
su nómina (Secretario Ejecutivo, cinco profesionales y seis administrativos). 
A pesar de que no todas las cuotas de los Estados Miembros han sido paga­
das —la acumulación de cuotas no pagadas alcanza 189,070 dólares—, el 
desarrollo de la Secretaría y los proyectos regionales no se han visto afecta­
dos, ya que estos últimos se financian con aportaciones de diferentes agen­
cias internacionales o gobiernos extranjeros. 

De hecho, la CCAD está canalizando una cantidad muy importante de 
recursos internacionales, debido al aumento general del interés por aunar 
esfuerzos para proteger el medio ambiente y los recursos naturales. Entre 
1993 y 1996 la CCAD ha gestionado una totalidad de casi 35 millones de 
dólares (incluyendo diversos proyectos plurianuales que no han comenza­
do todavía). 

E n este marco, se aduce con frecuencia la necesidad de fortalecer la 
institución y de planificar a corto y mediano plazo, así como de tomar en 
cuenta los costos causados a las organizaciones nacionales al hacer compro­
misos o proyectos regionales. Cabe señalar que, teniendo en cuenta la im­
portancia fundamental de la coordinación intersectorial para el logro de los 
objetivos ambientales, la propia Secretaría ha manifestado la opinión de que 
sería benéfico contar con una secretaría unificada. 

5 1 Al 31 de julio de 1996, las cuotas pendientes de pago por los países sumaban 540,025 dólares. El 
Salvador, Guatemala y Panamá estaban al día. El monto acumulado por Belice es de 18,700 dólares; por 
Nicaragua, de 255,327 dólares; por Costa Rica, de 183,550 dólares, y por Honduras, de 82,448. 
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t) Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres 
Naturales en América Central (CEPREDENAC) 

E l CEPREDENAC se originó en 1988 como una iniciativa propia de 17 
entidades nacionales centroamericanas vinculadas a la prevención de los 
desastres. E l primer plan de acción, «Proceso de Reducción de los Desastres 
Naturales en América Central», financiado por l a cooperación sueca, fue 
ejecutado por las entidades en un plan interinstitucional. 

Su formalización en un marco intergubernamental tuvo lugar solamente 
en octubre de 1993 mediante la firma de un Convenio Constitutivo por los 
seis Cancilleres en Guatemala. E n esta oportunidad los Presidentes expresa­
ron su decisión de «fortalecer las instituciones nacionales coordinadoras de 
las gestiones de prevención, atención y mitigación de desastres con el apo­
yo del CEPREDENAC, y su recomendación de que se ejecutara un Plan Re­
gional para la Reducción de Desastres. Con la ratificación del Convenio por 
los seis países en 1995, el Centro se trasladó de Guatemala a Panamá. 

E l financiamiento por parte de los países centroamericanos sólo comen­
zó en 1996. Se acordó un presupuesto básico de 240,000 dólares, que pasaría 
a ser cubierto exclusivamente por los países mediante un proceso escalona­
do entre 1996 y 1998. 

De acuerdo con los documentos del Centro, las acciones «intrínsecas al 
mandato regional», que se cubrirían en este Plan de Acción Regional, o Pro­
grama Regular, serían la «promoción y cooperación regional» y la moviliza­
ción de recursos externos. 

Parece haber un cierto consenso respecto de las posibles ventajas de 
contar con una entidad regional especializada que ofrezca el intercambio de 
datos, la capacitación especializada, la cooperación para la elaboración de 
proyectos, así como la promoción y desarrollo de las instancias nacionales. 
En algunos países se manifiesta una evaluación positiva de los cursos y otras 
acciones realizadas. Sin embargo, se reconoce ampliamente que todavía no 
está claro el papel del CEPREDENAC, n i con relación a las entidades nacio­
nales, n i con las otras instituciones regionales. 

u) Comité Regional de Recursos Hidráulicos (CRRH) 

Dentro del «subsistema ecológico», el sector del agua es el que más requie­
re un enfoque global que permita asegurar el tratamiento integral de este 
recurso en todas sus dimensiones (riego, agua potable, generación de energía, 
contaminación, desastres etcétera). Esta visión ha ido cobrando fuerza en 
las Américas en los últimos años, manifestándose en el establecimiento de 
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entidades nacionales que engloban el recurso, con apoyo de la OEA y del 
BID. 

Actualmente se está discutiendo en qué forma sería necesario y conve­
niente estructurar este enfoque integral en Centroamérica, considerando la 
existencia de organizaciones centroamericanas que ya trabajan en esta esfera. 

Desde 1966 existe un Comité Regional de Recursos Hidráulicos (CRRH), 
basado en decretos ejecutivos de los países. Su misión ha sido gestionar el 
financiamiento y ejecución de proyectos relacionados con todas las acepcio­
nes del recurso agua, con objeto de fortalecer las políticas e instituciones 
nacionales, mejorar el manejo de la demanda integral del agua a través de 
mecanismos reguladores y económicos, apoyar el manejo de los recursos 
trasfronterizos, y promover la cooperación internacional. Por el hecho de 
ser únicamente una organización facilitadora, el trabajo técnico correspon­
de a las Comisiones Nacionales de Recursos Hídricos, en los países en don­
de esta instancia existe, o a otras instituciones nacionales relacionadas con 
el tema. Los países deben pagar una cuota anual de 9,000 dólares. 

Durante sus 30 años de acción, el CRRH ha formado una significativa 
base de datos y ha logrado una buena reputación entre las organizaciones 
nacionales con las que colabora. 

No obstante, el CRRH está enfrentando problemas. Primero, no cuenta 
con u n convenio constitutivo, lo que ha significado que su estructura 
organizativa sea relativamente débil, puesto que el no tener personería jurí­
dica obstaculiza su capacidad de captar recursos financieros internaciona­
les. Segundo, afronta una fuerte dificultad financiera debido a que los países 
no pagan las cuotas. Tercero, está conformado por entidades nacionales que 
en algunos casos no disponen de la inserción política n i de recursos mate­
riales necesarios para cumplir con el papel que se espera en la promoción 
del nuevo enfoque y la realización de proyectos específicos. 

E l Comité ha recibido un apoyo consistente de la OEA, que lo ha nombra­
do Punto Focal en el marco de la Red Interamericana de Recursos Hídricos. 
En la actual situación, se está analizando un proyecto de Plan de Acción Cen­
troamericana para el Desarrollo Integral de los Recursos Hídricos, con el apo­
yo técnico de la OEA y el apoyo técnico y político de la CCAD. Este plan 
sugiere la constitución en cada país de una Autoridad del Agua, y la definición 
de políticas y principios para el manejo de los recursos en la región. E n este 
enfoque casi todos los organismos regionales posibles tendrían un lugar, y el 
CRRH ocuparía una función central, consolidando las actuales. 

El CRRH propone establecer, por medio de un Convenio Constitutivo, 
u n Consejo Centroamericano con jerarquía ministerial, además de instau­
rar en todos los países Comités Nacionales del CRRH. 
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E n apariencia, las funciones que cumple el CRRH son consideradas váli­
das y probablemente necesarias en el marco del nuevo enfoque integral en 
el sector agua. Sin embargo, permanece abierta la pregunta sobre la conve­
niencia y necesidad de que estas funciones sean cumplidas por u n nuevo 
organismo regional, ya que la organización y ejecución sustantivas necesa­
riamente se dan a nivel nacional, y las labores de diseño conceptual y visión 
estratégica serían atendidas con suficiencia a nivel internacional. 

Valdría l a pena, por lo tanto, explorar posibles formas alternativas de 
consolidación de las funciones del CRRH en el marco de l a cooperación 
interamericana. 

v) Secretaría General de la Coordinación Educativa 
y Cultural Centmamericana (SG-CECC) 

La Coordinación Educativa Centroamericana fue creada en 1975. De 
acuerdo con el Convenio Constitutivo de 1982, en el que se incorporó la 
dimensión cultural, la CECC tiene la finalidad de intensificar las relaciones 
entre los pueblos del área centroamericana por medio de l a cooperación 
permanente y la ayuda mutua en estos campos, para propiciar el desarrollo 
integral de los países miembros y reafirmar la identidad cultural de los paí­
ses y de la subregión. Sus modalidades debían incluir la coordinación de las 
entidades oficiales, la organización de reuniones, el respaldo a las medidas 
legales de los países para preservar el Patrimonio Cultural, la facilitación de 
intercambios, y el Tespaldo a l a protección de la propiedad intelectual. 

Sin embargo, no fue sino hasta principios de los años noventa que se 
comenzó a reactivar la CECC. Este proceso incluyó una reestructuración de 
la Secretaría General y un aumento de las cuotas por país de 10,000 a 15,000 
dólares (divididos entre los dos ministerios o direcciones correspondientes 
en cada país). 

Desde sus inicios, la Organización de las Naciones Unidas para l a Educa­
ción, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) ha dado un importante apoyo. La 
Secretaría ha gestionado diversos proyectos con financiación internacional 
para apoyar el objetivo de erradicar el analfabetismo antes del año 2000, 
tales como la formación de maestros para la educación primaria y l a utiliza­
ción de nuevos materiales y técnicas de alfabetización. Entre otros proyec­
tos, figuran la educación para desastres y la reducción de la vulnerabilidad 
de la estructura escolar, así como el desarrollo de un régimen común cen­
troamericano de derechos de autores. 

La Secretaría, que es pequeña, es eficiente en los aspectos administrati­
vos de la organización de reuniones y del seguimiento de decisiones. Tam-
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bien parece haber logrado una compatibilidad adecuada entre la agenda 
ministerial y l a agenda presidencial. 

Muestra un claro dinamismo con respecto a las reuniones y actividades. 
De hecho, algunos consideran que el ritmo de reuniones es excesivo y que 
falta una mayor capacidad para tener en cuenta las necesidades y posibili­
dades, sobre todo a nivel nacional. 

w) Consejo Superior Universitario Centroamericano (CSUCA) 

El CSUCA, creado en 1948, es el más antiguo entre los organismos regio­
nales. Actualmente reúne 13 universidades públicas de siete países. Estas 
universidades realizan los aportes que constituyen el presupuesto operativo 
de la Secretaría Permanente. 

El CSUCA ha pasado por diversas etapas en su historia, incluyendo algu­
nas fases recientes caracterizadas por graves problemas financieros y otros. 
Su programa actual se basa en el Segundo Plan de Integración Regional de l a 
Educación Superior (PIRESC II). 

Por u n lado, se busca un fortalecimiento de la educación superior en 
Centroamérica, y un apoyo al proceso de integración mediante las relacio­
nes entre universidades. Se pretende crear una estructura operativa com­
puesta por Sistemas Universitarios Regionales, Redes Académicas Regionales, 
Convenios Universitarios Regionales, y Areas de Trabajo. Dichas áreas in ­
cluyen u n sistema de evaluación de calidad y acreditación universitaria que 
permita mejorar l a calidad académica y flexibilizar el reconocimiento de 
diplomas y el ejercicio de profesiones, el desarrollo de carreras y posgrados 
regionales. 

Por otro lado, el objetivo es contribuir al desarrollo regional en un senti­
do más amplio mediante el establecimiento de una nueva relación entre las 
universidades y la sociedad centroamericana. 

Los comentarios recibidos sobre este organismo han sido mixtos. Sugie­
ren que el CSUCA todavía no ha logrado superar las consecuencias de las 
crisis pasadas en términos de su imagen, y por otra parte, que sería conve­
niente identificar nuevas formas de apoyo a las universidades nacionales, 
además de desarrollar las comunicaciones y acuerdos interuniversitarios. 
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4. La Coordinación Nacional de la 
Agenda Centroamericana 

E n todos los países las Cancillerías ejercen un papel de liderazgo más o 
menos claro (aunque aparentemente no siempre conocido) en cuanto a la 
definición de la política nacional sobre la agenda centroamericana en su 
conjunto. Además, tienen la responsabilidad en la parte política. Los ministe­
rios de economía asumen la responsabilidad con respecto a la integración 
económica. La dirección nacional en cuanto a la parte social también parece 
relativamente determinada, aunque, como ya se señaló, los Gabinetes Socia­
les funcionan con diferentes niveles de eficacia e importancia en los países. 

A continuación se formulan algunas observaciones sobre la coordina­
ción nacional para la integración en cada país. Valga observar que en los 
parámetros del presente programa no se ha pretendido realizar u n análisis 
detallado de estas importantes dimensiones de la institucionalidad centro­
americana, mucho menos ofrecer recomendaciones específicas; sólo se as­
pira a enumerar algunos aspectos críticos. 

a) Costa Rica 

El estudio realizado en Costa Rica sugiere que hay poca claridad en el país 
con relación a los respectivos papeles de coordinación de la Presidencia de la 
República, el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Economía. 

A l igual que en otros países, no existe un organismo central que coordi­
ne todas las actividades relacionadas con el proceso de integración, n i que 
evalúe y dé seguimiento al cumplimiento de los acuerdos. En este contexto, 
cada entidad tiende a realizar sus esfuerzos individualmente. 

Por otra parte, existe la impresión de que prevalece el incumplimiento 
de l a agenda y de los acuerdos, debido no sólo a la ausencia de un órgano 
central de seguimiento, sino también al hecho de que las organizaciones 
nacionales tienen poca participación en la definición de las agendas y los 
acuerdos —la responsabilidad la asumen el Presidente y el Canciller— o a la 
resistencia al cumplimiento. 

Se señala también, como factor poco favorable al cumplimiento, la esca­
sa vinculación de los objetivos de la integración con los planes nacionales 
de desarrollo, y la prioridad otorgada a los intereses nacionales. E n e l plano 
jurídico, igualmente parece existir un débil vínculo entre las leyes regiona­
les y las nacionales, y una insuficiencia de las leyes nacionales ante las 
nuevas situaciones que genera la integración. 
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Finalmente, como en todos los países, uno de los problemas fundamen­
tales es la insuficiencia de recursos. 

b) El Salvador 

En El Salvador parece existir una relativa claridad con respecto al papel de 
œordinacion a nivel nacional que corresponde a la Cancillería, aunque se señala 
la necesidad de mejorar la coordinación entre las áreas política, económica, 
social y de medio ambiente, así como fortalecer las capacidades de la Cancillería. 

Por otra parte, parecería que falta una mayor definición del marco jurídi­
co y administrativo nacional frente a la agenda regional. A este respecto, 
cabe una observación complementaria. De acuerdo con los trabajos realiza­
dos, se detectó en algunos casos la impresión de que la agenda de Presiden­
tes es la única fuente de compromisos, y que esto permite cierta flexibilidad 
en su cumplimiento, a raíz de que no hay un marco jurídico que controle la 
ejecución de las decisiones. 

Es interesante señalar que también se mencionó frecuentemente la im­
portancia de los obstáculos políticos y particulares al cumplimiento de la 
agenda, y que se detectó un amplio consenso a favor de la creación de u n 
sistema jurídico-institucional centroamericano más fuerte en determinadas 
áreas que incremente el cumplimiento nacional. 

c) Guatemala 

La Cancillería guatemalteca cumple una función de coordinación global 
y canaliza los diferentes temas tratados por los ministerios, aunque se seña­
la que la Dirección de Integración no cuenta con suficiente personal califi­
cado y especializado para realizar esta tareas. 

E l Viceministerio de Integración del Ministerio de Economía es respon­
sable de asegurar la coordinación entre organismos nacionales en materia 
de integración económica. La Dirección de Integración Económica preside 
una comisión del Mercado Común Centroamericano con representación de 
las cámaras de comercio y de industria, así como del Banco de Guatemala, 
Ministerio de Finanzas y Ministerio de Agricultura, y la Dirección General 
de Aduanas. La Dirección cuenta solamente con 10 personas. Se considera 
que este número es limitado y que se requiere capacitación. 

La coordinación en materia social está en manos de la Secretaría Gene­
ral de Planificación Económica (SEGEPLAN), que es la entidad responsable 
ante el CIS y la secretaría técnica del Gabinete Social. Seis personas partici­
pan en temas de integración. 
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Sin embargo, se considera que los papeles de las diferentes entidades 
públieas no están definidos con precisión. E n la práctica, cada ministerio 
tiende a manejar su propia agenda, y se estima que hace falta un organismo 
de integración regional dentro del esquema nacional. E l Ministerio de Agri­
cultura, por ejemplo, aparentemente tiene más relación con el proceso de 
integración a través de los organismos regionales que con entes nacionales 
coordinadores de políticas de integración. 

d) Honduras 

La Secretaría de Relaciones Exteriores (SRE) cumple un papel central en 
Honduras. E l mecanismo básico de coordinación es la relación entre l a SRE 
y l a entidad «líder» en cada sector. E n apariencia, existe cierta falta de preci­
sión respecto de la relación entre la SRE y el Ministerio s in cartera que 
atiende asuntos de integración y que asesora directamente al Presidente de 
la República. 

La Secretaría de Economía y Comercio (SEC) es la responsable de la 
política comercial y económica. Debido a sus escasos recursos, l a SEC se 
apoya en personal de otras entidades, principalmente de la Secretaría de 
Hacienda, y en las representaciones diplomáticas hondurenas en el exte­
rior. Se nota que la SEC no ha logrado una buena comunicación con la Secre­
taría de Recursos Naturales en materia de comercio de productos agrícolas. 

Uno de los tres vicepresidentes coordina el Gabinete Social. La Secreta­
ría de Planificación (SECPLAN) sirve de secretaría técnica y es el represen­
tante ante el Consejo de Integración Social. Esta función podría cambiar, s in 
embargo, puesto que se encuentra en discusión en el poder legislativo el 
futuro institucional de la SECPLAN. 

E n el sector de medio ambiente, cuya Secretaría es de reciente creación, 
parece existir cierta descoordinación y falta de claridad con respecto a sus 
tareas. 

La mayor parte de los obstáculos identificados en cuanto a la ejecución de 
acuerdos son de carácter presupuestario. Faltan recursos tanto para la coordi­
nación y comunicación, como para el cumplimiento práctico de los acuerdos. 
Por otra parte, el proceso se ve afectado por la alta rotación de los recursos 
humanos. 

e) Nicaragua 

La coordinación nacional para la integración en Nicaragua está en ma­
nos del Ministerio de Relaciones Exteriores (MINREX), que procura que los 
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mandatos estén debidamente coordinados. Esta coordinación está dividida 
en tres subsistemas. E l subsistema político está a cargo del propio MINREX; 
el económico del Ministerio de Economía y Desarrollo (MEDE); y el social 
del Ministerio de Acción Social (MAS). 

E l M INREX dispone sólo de seis personas para manejar todos los asun­
tos de la integración. E n la práctica, no tiene la capacidad, en términos de 
personal y equipo, para dar seguimiento al cumplimiento de los acuerdos, 
a las relaciones entre diferentes instituciones públicas nacionales y 
organizacionales regionales, y a los avances institucionales ante l a inte­
gración. Las relaciones del MINREX son básicamente con el M E D E y el 
MAS; y de estas dos entidades, el M E D E es la única que mantiene constan­
tes relaciones con otras instituciones públicas y privadas. La Dirección 
General de Integración Económica del M E D E , por su parte, ha sufrido una 
reducción en el número de su personal técnico y profesional, de 18 a sólo 
seis. 

Se señala que las entidades públicas no tienen definidas con precisión sus 
funciones y atribuciones ante la integración. Por otra parte, las funciones de 
coordinación se han realizado informalmente. De acuerdo con las entrevistas, 
parecería adecuado convertir estas tareas adicionales en atribuciones deter­
minadas de las entidades involucradas y tomar las medidas que posibiliten 
dotarlas de las capacidades necesarias. En particular, se sugiere fortalecer las 
capacidades del MINREX, y establecer un comité nacional de integración con­
formado por el sector público, la empresa privada y la sociedad civi l . 

f) Panamá 

El caso de Panamá presenta algunas características especiales. Por un 
lado, el país no participa en la integración económica centroamericana, lo 
que reduce las necesidades de coordinación. Por el otro, el estudio realizado 
subraya la existencia de fuertes dudas sobre la idea de una integración pro­
funda de Panamá con Centroamérica. 

Hasta 1994 existió una Unidad Coordinadora (UCCA) adscrita al Ministe­
rio de Planificación y Política Económica (MIPPE) destinada a ser el vínculo 
con los diversos sectores nacionales involucrados en la cooperación e inte­
gración con Centroamérica. 

A raíz del cambio de gobierno en ese año, se adoptó un modelo de organi­
zación caracterizado por un alto grado de descentralización y autonomía de 
los responsables sectoriales, esquema en que a la Dirección General de Rela­
ciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores 
corresponde un papel central. 
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Las relaciones entre el ente responsable de la coordinación y las unida­
des técnicas son de simple comunicación y consulta. Las entrevistas realiza­
das sugieren que se podría incrementar la eficiencia en este rubro. Además, 
se considera necesario establecer claras reglas en cuanto a la coordinación, 
seguimiento y evaluación de las acciones nacionales, así como un mecanis­
mo de control de cumplimiento. También se identifican como deficiencias 
la inadecuación del marco jurídico-administrativo, la existencia de significa­
tivos traslapes entre distintas entidades y la falta de recursos. 

E n todos los casos, sin embargo, hace falta una definición explícita de la 
política panameña en materia de integración. 

5. Conclusiones 

A continuación, se presentan las principales conclusiones del presente es­
tudio, divididas en tres grupos, con relación a la institucionalidad y los Or­
ganos, las Secretarías y organismos regionales, y el nivel nacional. 

a) La institucionalidad y los Organos 

i) Los Presidentes han contribuido decisivamente al dinamismo del 
proceso, pero pareciera que su esfuerzo por definir agendas y emitir manda­
tos ha rebasado en muchos casos las capacidades institucionales disponi­
bles para llevarlos a cabo. 

ii) Asimismo, ha faltado un mecanismo que ayudara a los presidentes a 
configurar una visión prospectiva de largo plazo y contribuyera a asegurar 
el seguimiento de la agenda. 

iii) No existe una instancia centroamericana con las características de 
u n verdadero thirik-tarik (centro de investigación) que ofrezca a las autorida­
des una visión estratégica de futuro, aunque en diversas entidades se reali­
zan esfuerzos en este sentido. 

iv) Los mecanismos de coordinación sustantiva permanente prevista para 
el Sistema en el Protocolo de Tegucigalpa (Comité Ejecutivo y Secretaría 
General) no han podido entrar en plena operación. 

v) E l principio de los «subsistemas» no está proporcionando una base 
adecuada para manejar las diversidades y complejidades del universo de 
organizaciones y de la agenda centroamericana. 

vi) No se han evidenciado todavía las posibles ventajas y desventajas de 
contar con secretarías técnicas funcionalmente autónomas y geográficamente 
separadas. Quizás convendría explorar nuevas opciones para concentrar, en 
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el núcleo de un sistema más flexible y diferenciado que el actual, las funcio­
nes de previsión integral, de conjunto y de largo plazo; coordinación inter­
sectorial de políticas; coordinación jurídica de regímenes y normas comunes, 
y control del cumplimiento. 

vii) De acuerdo con las encuestas analizadas y las entrevistas realizadas, 
el Parlamento Centroamericano parece no estar suficientemente relaciona­
do con otros órganos e instituciones, y han surgido cuestionamientos sobre 
sus funciones y atribuciones. 

viii) E l presupuesto de ingresos de todas las instituciones equivaldría a 
0.3% de los gastos totales de los gobiernos. E l monto del financiamiento que 
corresponde a los países es relativamente bajo. Los gobiernos debían apor­
tar 14,555,000 dólares en 1996 y las entidades públicas autónomas 2,851,000. 
Además, está concentrado en unas cuantas entidades. 

ix) U n país que participara en todos los organismos existentes debería 
de gastar unos 3.5 millones de dólares al año en cuotas. Con una cuota por 
país de 1.7 millones de dólares, el Parlamento Centroamericano absorbe 
casi la mitad de este monto máximo. En todos los casos, esto superaría el 
monto total de las cuotas y aportes a los organismos regionales no 
autofmanciados, a excepción de la Corte Centroamericana de Justicia. E n la 
práctica, además, las cuotas a las otras instituciones regionales a menudo 
no se pagan con regularidad. 

x) Las irregularidades en el cumplimiento financiero de los diversos 
compromisos asumidos por gobiernos en materia de integración, han afec­
tado seriamente la capacidad de los organismos centroamericanos, muchos 
de los cuales han recurrido a la prestación de servicios, incluyendo proyec­
tos con terceros, que no siempre corresponden a su misión original. 

xi) Con frecuencia se argumenta en los países que las autoridades na­
cionales correspondientes quizás podrían haber hecho más para controlar 
la gestión de los organismos. U n sistema automático de financiamiento, acom­
pañado de nuevos mecanismos institucionalizados de supervisión y auditoría, 
facilitaría las tareas tanto de los gobiernos como de un «núcleo» de entidades 
regionales que se identifiquen sobre la base de las funciones sistêmicas que 
cumplen. No es evidente si un mecanismo automático de este tipo debería 
extenderse a todo el universo de entidades existentes. 

xii) Las prácticas (no se puede hacer referencia a una política) de per­
sonal en la institucionalidad regional requieren u n cambio hacia una ma­
yor profesionalización y sistematización, de acuerdo con normas 
internacionales. Esto debería de cubrir no sólo el procedimiento de nom­
bramiento de los directivos, sino también el principio de representación 
nacional. 
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xiii ) E l proceso de integración tiene escaso apoyo público y participa­
ción social. Sería necesario explorar más allá de las instancias consultivas 
institucionalizadas que han comenzado a operar a escala regional, nuevas 
iniciativas para fomentar las interacciones entre las «fuerzas vivas», y forta­
lecer el conocimiento mutuo entre las sociedades. 

xiv) E l papel de las asambleas y congresos nacionales en el proceso de 
integración está siendo replanteado mediante los nuevos foros interparla­
mentarios que han surgido. Este movimiento hacia la cooperación y armo­
nización legislativa, por medio de l a acción paralela de las asambleas 
nacionales, merece estudiarse con detenimiento en el marco de reflexiones 
sobre los principios básicos del sistema centroamericano. 

b) Las secretarias y organismos regionales 

A nivel de las secretarías y organismos individuales, se han identificado 
los siguientes puntos que merecen atención prioritaria. 

i) De acuerdo con el Protocolo de Tegucigalpa, la Secretaría General 
del Sistema de la Integración Centroamericana (SG-SICA) debería desempe­
ñar u n papel central de coordinación y seguimiento global. Sin embargo, l a 
evidencia sugiere que no ha obtenido el espacio y el apoyo idóneos para sus 
labores, y la relación entre la Secretaría General y las Cancillerías no ha 
reflejado un nivel óptimo de comunicación y fluidez. 

ii) La Secretaría Permanente del Tratado General de Integración Econó­
mica Centroamericana (SIECA), a pesar de que está l lamada a realizar cada 
vez más tareas clave en la nueva estrategia centroamericana de desarrollo, 
carece de los recursos necesarios para responder adecuadamente a los nue­
vos retos. Es urgente establecer un mecanismo o mecanismos automáticos 
que aseguren u n financiamiento adecuado, tal como fue acordado, y tomar 
medidas para fortalecer los recursos humanos. 

iii) La Secretaría de Integración Turística Centroamericana (SITCA) ne­
cesita u n aumento de sus recursos para cumplir las acciones que le han sido 
solicitadas en el área de turismo y que entrañan amplios beneficios para 
toda la región. 

iv) Es necesario puntualizar la naturaleza de una agenda regional en mate­
ria social (lo que en parte está haciendo la propia Secretaría de Integración 
Social-SISCA) y el lugar que los Ministros quieren asignar a la Secretaría; asimis­
mo, conviene demostrar la eficacia de la Secretaría mediante mayores flujos 
de información y otras tareas de coordinación sustantiva, lo que, a su vez, 
requeriría asegurar a la Secretaría el apoyo mínimo necesario para cumplirlas. 
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v) Existe un cierto consenso de que se requiere un instituto de excelen­
cia y de apoyo para los procesos de modernización del Estado, así como u n 
centro de capacitación de funcionarios y de apoyo a los gobiernos y las 
instituciones, en materia de las capacidades para la gestión de la coopera­
ción e integración regional. E l Instituto Centroamericano de Administra­
ción Pública (ICAP) pareciera encontrarse en una situación que exigiría una 
revisión de su estructura y modalidades de trabajo, para que esta entidad 
pueda cumplir con estas funciones. 

vi) E l Instituto Centroamericano de Investigación y Tecnología Indus­
trial (ICAITI) enfrenta una emergencia financiera y tiene una débil inser­
ción institucional en el marco regional. Se sugiere explorar una redefinición 
de sus funciones, en conjunto con una consideración de un nuevo papel 
para la Secretaría Técnica de la Comisión para el Desarrollo Científico y 
Tecnológico (CTCAP). 

vii) En virtud de los cambios recientes en la estructura del mercado, en 
el contexto de las privatizaciones en los países, se recomendaría una 
redefinición de las funciones de la Comisión Técnica Regional de Telecomu­
nicaciones (COMTELCA) , lo que requiere un estudio técnico más especiali­
zado. 

viii) Asimismo, convendría que el Consejo de Electrificación de Améri­
ca Central (CEAC) se reorganizara estructural, funcional y financieramente 
para poder enfrentar las nuevas necesidades derivadas de los cambios por 
los que atraviesa el subsector electricidad. 

ix) Parece conveniente contemplar también u n for ta lec imiento 
institucional del Comité de Cooperación de Hidrocarburos de América Cen­
tral (CCHAC). 

x) La Corporación Centroamericana de Servicios de Navegación Aérea 
(COCESNA) realiza funciones de cooperación regional que se reconocen 
ampliamente como necesarias e importantes. Sería conveniente aclarar las 
razones reales del cuestionamiento que se ha notado en los últimos años en 
algunos países y concentrar la atención en apoyar el proceso de moderniza­
ción institucional actualmente en curso. 

xi) En el sector del agua, convendría apoyar los esfuerzos en curso para 
asegurar un enfoque integrado de uso y conservación de este recurso. Con 
todo, habría que evaluar si conviene consolidar el Comité Regional de Re­
cursos Hidráulicos (CRRH) como una institución regional, o si sería más 
oportuno integrar su función dentro de otra institución regional, o en el 
marco de una organización interamericana. 

xii) Asimismo, sería esencial determinar el papel institucional del Cen­
tro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales en Amé-
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rica Central (CEPREDENAC), con objeto de fortalecer las capacidades de 
respuesta en esta área. 

Otras organizaciones no mencionadas en los puntos anteriores podrían 
casi en todos los casos estar sujetas a cambios y mejorías. En particular, se 
nota la posibilidad de reducir la proporción sobre el total del personal y de 
los gastos administrativos en varios casos. 

c) El nivel nacional 

En diversos grados, la capacidad nacional de coordinar las tareas de la 
agenda centroamericana de todos los países muestra las siguientes caracte­
rísticas: 

i) Falta de coordinación (y a veces hasta de comunicación) entre el 
ministerio responsable y otros ministerios sectoriales, además de la existen­
cia de superposiciones en las atribuciones de las entidades; 

ii) La ausencia de un organismo encargado y con la capacidad de dar 
seguimiento efectivo al cumplimiento de los acuerdos; 

iii) Escasez de recursos materiales y humanos en las unidades respon­
sables de la política nacional, y una fuerte necesidad de capacitación; 

iv) Problemas de capacidad técnica para la ejecución práctica de acuer­
dos y políticas; 

v) La existencia de obstáculos políticos y particulares, y 
vi) L a necesidad de fortalecer l a participación de los sectores no guber­

namentales en el proceso de definición de la política nacional. 
Por otra parte, se observa una insuficiente vinculación entre el nivel 

regional y el nivel nacional tanto en términos de políticas (insuficiente i n ­
serción de los objetivos de integración en los planes nacionales de desarro­
llo) como de estructuras (por ejemplo, inconsistencias entre los marcos 
jurídicos, o inadecuados canales de comunicación). 
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III. Estrategias y opciones para el 
fortalecimiento y racionalización 

de la institucionalidad regional 
centroamericana52 

1. Premisas y principios 

U n a definición de estrategias alternativas con relación al desarrollo futu­
ro de la institucionalidad regional debe comenzar por explicitar las premisas 
subyacentes. 

a) La Centroamérica del futuro 

De acuerdo con la nueva ortodoxia económica, la pregunta inic ial se 
plantea respecto de la forma en que se podría elevar l a competitividad inter­
nacional de las empresas centroamericanas en u n mundo en vías de 
globalización, sobre todo ante la perspectiva del Area del Libre Comercio de 
las Américas (ALCA) en el 2005. Indudablemente, éste es un tema clave. Sin 
embargo, todos los esfuerzos en esa dirección serían estériles si no se logra 
satisfacer los objetivos de paz, libertad, democracia y desarrollo estipulados 
por el Protocolo de Tegucigalpa y la Alianza para el Desarrollo Sostenible, 
que serán determinantes de la prosperidad de los centroamericanos en el 
próximo siglo. 

5 2 Corresponde al documento «Estrategias y opciones para el fortalecimiento y la racionalización de la 
institucionalidad regional centroamericana», del 30 de enero de 1997. 
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La satisfacción de estos objetivos fundamentales requiere como condición: 

i) Eliminar las fuentes de conflictos 
1) Consolidar a Centroamérica como una «comunidad de seguridad» que 

promueva la convivencia pacifica entre los países, y en la que desapa­
rezca todo escenario de conflicto. 

2) Garantizar la estabilidad social y el sistema democrático. 
ii) Consolidar el estado de derecho 

1) Asegurar los derechos ciudadanos. 
2) Garantizar la seguridad jurídica para las inversiones. 

iii) Lograr un salto cualitativo en el nivel del «desarrollo humano» 
1) Reducir los coeficientes de pobreza. 
2) Mejorar los índices de educación, salud y vivienda. 
3) Asegurar una infraestructura física y comunicaciones modernas. 
4) Proteger el medio ambiente. 
5) Mejorar el poder de negociación con terceros, actuando concertadamente, 

y utilizando en particular su caTácteT de Istmo-puente entre mares y 
continentes. 

b) Contenido de una agenda común: definiciones alternativas 

En el documento «Bases para la Evaluación de la Institucionalidad Cen­
troamericana» se hizo un esfuerzo por identificar el aporte de la acción cen­
t roamer icana al logro de los objetivos económicos in ternac iona les 
compartidos por los países (el aumento de la competitividad internacional 
de las empresas centroamericanas, la facilitación de la inserción de estas 
empresas en los mercados internacionales, la atracción de la inversión ex­
tranjera), así como de las prioridades políticas, sociales y ambientales for­
muladas en la Alianza para el Desarrollo Sostenible. 

E n esta fase se intenta incrementar el esfuerzo tomando en considera­
ción las distintas dimensiones de l a realidad centroamericana, en aras de 
responder a la pregunta sobre cuál es el aporte de una agenda regional en la 
satisfacción de las condiciones fundamentales de prosperidad futura. 

A l respecto no se aprecia un consenso completo. Existen tres posiciones 
tipo que reflejan u n cmtinuum de actitudes hacia la integración centroameri­
cana y que han sido caracterizadas para los fines de este análisis como «econo-
micismo extremo», «unionismo» y «regionalismo abierto». 

i) Economicismo extremo. Desde esta posición se afirma que las condi­
ciones fundamentales serían satisfechas gracias, principalmente, a los efec-
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tos benéficos de la liberalization (ya sea uni y/o multilateral) en sí misma, y 
a las consecuentes acciones nacionales. 

La «integración» centroamericana se considera como un paso parcial en 
el proceso hemisférico y multilateral, que consistirá básicamente en medi­
das que contribuyan a aumentar la competitividad de las empresas y a atraer 
la inversión extranjera. Tareas como la eliminación de barreras al comercio 
intracentroamericano, la facilitación de la circulación de personas y bienes, 
la liberalización de servicios o la integración financiera, serían vistas de la 
misma manera que la cooperación en transportes, infraestructura y en asun­
tos ambientales, o la promoción turística. Por otro lado, se reconoce que 
existen otros objetivos compartidos en materia política y social, pero se con­
sidera que no se prestan a acciones comunes. 

Esta posición, sin embargo, por diversas razones parece insuficiente ante 
las necesidades centroamericanas: una integración subregional «a medias» 
perdería las posibles ventajas de un mercado común tanto en el interior de 
Centroamérica como en el poder de negociación hacia el exterior; subesti­
maría las necesidades sociales, las realidades de la migración y la urgencia 
de la lucha contra la pobreza (una tarea clave tanto por razones éticas como 
por la necesidad pragmática de asegurar la estabilidad); e ignoraría la contri­
bución de la integración centroamericana al fortalecimiento del desarrollo 
político y a la preservación de la variada cultura centroamericana. 

ii) El unionismo. En el extremo opuesto del continuum se postularía que 
a largo plazo la única solución es la unión económica y política. 

Esta posición se basa no sólo en tradiciones unionistas, sino también en 
variadas percepciones de la realidad actual: por ejemplo, que la eliminación 
permanente de conflictos requiere la unión política; que los países peque­
ños no tienen futuro internacionalmente; que la única manera de catalizar 
la potencial riqueza humana de Centroamérica es la integración social; o 
que las fronteras en la práctica sólo representan una fuente de corrupción. 

Sin embargo, en la actualidad la gran mayoría de los centroamericanos 
no perciben a la integración regional como un fin en sí mismo. Las decisio­
nes sobre la agenda centroamericana siguen siendo tomadas por los gobier­
nos basándose en visiones nacionales mucho más que en una concepción 
regional de largo plazo y de conjunto, y el principal marco de referencia de 
los ciudadanos en cuanto a sus preferencias de políticas continúa siendo el 
nivel nacional. 

Entonces, la cooperación política constituye una prioridad de primer or­
den; además se apoya la promoción de la cultura e identidad centroamerica­
na, pero la unión política en apariencia no formaría parte de una agenda real. 
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iii) El regionalismo abierto. En el medio de este continuum se ubica una 
postura que asigna a la integración un papel relevante en una agenda co­
mún amplia y diferenciada, en un regionalismo abierto con miras a la inte­
gración hemisférica y multilateral, en la consolidación del desarrollo político 
y social, y en la preservación cultural. 

1) La integración económica forma parte importante de una estrategia 
de esta naturaleza, bajo las siguientes premisas: la libre circulación de 
bienes, servicios y capital aumentará la competitividad de las empresas 
centroamericanas y la atracción de inversión extranjera; la existencia de 
un mercado unificado y una política comercial común fortalecerá la ca­
pacidad de negociación con terceros, y la integración económica contri­
buirá a la eliminación de conflictos, siempre y cuando se adopten las 
flanking policies (políticas complementarias) requeridas para asegurar la 
estabilidad del proceso. 
La libre circulación de mano de obra, por su sensibilidad, sería un obje­
tivo de mediano o largo plazo. Sin embargo, se impone abordar en forma 
constructiva la realidad existente de intensos flujos migratorios. 

La consolidación de un mercado común centroamericano exige tam­
bién un considerable esfuerzo en materia de convergencia macroeconô­
mica y cooperación monetaria, así como el establecimiento de un régimen 
de competencia. 

2) Por otra parte, se requiere una amplia agenda de cooperación funcio­
nal, al menos en materia de medio ambiente, salud, educación y cultu­
ra, transporte, infraestructura y turismo. 

3) Finalmente, pareciera prioritaria la cooperación política para fortale­
cer la profundizaciósi de la democracia y los derechos humanos, y para 
lograr los objetivos de la nueva agenda de seguridad, tales como la 
profesionalización y reducción de las fuerzas armadas y de seguridad, la 
protección de la seguridad ciudadana y la lucha antidrogas. 

Evidentemente, en el marco de esta última visión existen múltiples va­
riantes tanto respecto de las formas como de los plazos. Con todo, el punto 
clave es que los países aceptarían abiertamente un compromiso central de 
integración, mediante una combinación de perfeccionamiento y/o progra­
mación de los compromisos en el Protocolo de Guatemala; y una definición 
en relación a si quieren adoptar compromisos de integración para apoyar 
los objetivos generales establecidos en el Tratado de Integración Social y 
otros instrumentos centroamericanos. Alrededor de este núcleo se acorda­
ría perseguir una amplia gama de áreas de cooperación, en las cuales se 
reconocen múltiples niveles de participación de los países, así como diver-
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sas formas de toma de decisiones y coordinación (intergubernamental, 
interparlamentaria, privada). 

Se puede avanzar un paso más reflexionando sobre la naturaleza de una 
«agenda común» y la función de una institucionalidad regional. Así, lo esen­
cial de la concepción del regionalismo abierto para Centroamérica no reside 
en la enumeración de objetivos sino en una «metaagenda», es decir, en el 
compromiso básico de enfrentar unidos los problemas fundamentales que 
se presenten dentro de ciertos parámetros acordados. 

En rigor, l a «agenda» no se concibe como una lista idealmente exhaustiva 
y definitiva de objetivos específicos y proyectos concretos que las partes 
acuerdan realizar —independientemente de que sean objetivos de coopera­
ción o de integración—, sino como un tipo de «contrato incompleto» a largo 
plazo, en el que la creatividad, el consenso y la confianza son esenciales. E n 
este sentido, una institucionalidad puede tener un papel sobresaliente. 

c) Necesidades institucionales: enfoques alternativos 

Aun cuando haya un acuerdo respecto de los parámetros de la agenda 
común, existen diferentes puntos de partida en cuanto a la definición de las 
necesidades institucionales, que siempre dependen de las condiciones y 
preferencias particulares. 

Una vez más, para los fines de este análisis se distinguen tres posiciones 
generales como puntos de un continuum que se han caracterizado aquí como 
«minimalismo», «liderazgo institucional» e «institucionalismo flexible». 

i) Minimalismo. En un extremo, se partiría da la premisa de que la fun­
ción de las instituciones públicas es facilitar los procesos privados de inte­
gración que puedan existir y apoyar los procesos de apertura y negociación 
externa. Solamente se requiere una capacidad técnica en aspectos puntua­
les (apoyo a negociaciones o servicios comunes especializados) de l a agen­
da común. 

En el caso específico de Centroamérica, se consideraría, además, que la 
existencia de un «sistema» no tiene importancia en ningún caso. Los argumen­
tos que avalan este aserto serían: primero, no es necesario n i realista tener 
una «coordinación» global entre los diferentes sectores y áreas de cooperación. 
Segundo, existen tantos niveles diferentes de participación en esquemas 
conjuntos, y se da tanta importancia a la perspectiva de la integración amplia­
da y eventualmente hemisférica, que no tiene sentido esforzarse por esta­
blecer una institucionalidad fuerte y coherente entre los cinco países. Por 
último, una integración profunda no va a surgir como resultado de l a acción 
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de organismos públicos regionales, sino de la interacción real entre las fuer­
zas vivas de las sociedades. 

ii) Liderazgo imtitucwnal. En el otro extremo se aboga, precisamente, por 
lo opuesto: un liderazgo de las instituciones comunitarias en el desarrollo de 
u n proceso de integración cada vez más profundo. Existen muchas variantes 
de este punto de vista, tanto en la política como en la teoría de l a integración. 

E n Centroamérica este enfoque atribuye una gran importancia al papel 
de una «Centroamérica Institucional» representada en primera línea por el 
Parlamento Centroamericano, l a Corte Centroamericana de Justicia y l a Se­
cretaría General en la generación de valores integracionistas y sentimientos 
comunes. 

Se refleja, también, en el esfuerzo que se ha hecho en el marco del Siste­
ma de Integración Centroamericano (SICA) por establecer u n sistema glo­
bal en Centroamérica que cubra todos los sectores e instituciones, aplicando, 
al máximo posible, principios uniformes de integración jurídica. 

iii) Institudonalisrno flexible. U n tercer enfoque, que podría llamarse «ins-
titucionalismo flexible», parte de la premisa básica, por un lado, de que existen 
condiciones y necesidades ante las que un minimalismo institucional resul­
taría previsíblemente insuficiente; pero, por otro lado, de que no conviene 
imponer un sistema institucional fuerte en todas las áreas y dimensiones de 
la agenda regional. Por ende, no es necesario n i deseable contar con u n 
sistema que rija por igual sobre todos los organismos y actividades regiona­
les, sino introducir tanto una mayor diferenciación como una mayor inte­
gración ante l a creciente complej idad inherente a l a nueva agenda 
centroamericana. 

E n este terreno se debe distinguir entre l a «integración», en el sentido de 
procesos cuyo objetivo es la creación de espacios unificados sujetos a reglas 
comunes, y las diversas formas de «cooperación», en el sentido de acuerdos 
estáticos y de contenido limitado. 

La realización de los objetivos y acciones particulares de una agenda 
centroamericana de cooperación, así como de diversos aspectos del proceso 
de integración económica, requieren capacidades técnicas puntuales y «efi­
cientes» por parte de las entidades comunes, dentro de redes de trabajo ca­
racterizadas por la flexibilidad. 

Aun así, u n proceso de integración ambicioso exige algo más. Por una 
parte, hace falta, en algunos aspectos, una capacidad institucional-jurídica 
común «fuerte» que permita superar obstáculos y resistencias a los objetivos 
plenamente compartidos por los gobiernos, garantizar l a seguridad jurídica 
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de los agentes económicos, y fortalecer la credibilidad de los compromisos 
mutuos (entre los gobiernos y ante el mercado) y conjuntos (ante terceros). 
Por otra, requiere una capacidad común «creativa», caracterizada por un 
cierto grado de flexibilidad en el área de integración, para solucionar nuevos 
problemas, generar consensos, y asumir la gestión del cambio. 

Por último, este enfoque constituye una combinación de los enfoques 
top-down y bottom-up, ya que en algunos casos cierta capacidad de obliga­
ción (y hasta de liderazgo) por parte de instituciones comunes es útil, pero 
también es imprescindible fomentar las interacciones sociales que constitu­
yen la base real de un proceso regional. 

d) Agendas comunes y enfoques institucionales 

La matriz siguiente resume la relación postulada entre las tres estrate­
gias generales formuladas y los tres enfoques generales sugeridos con res­
pecto a la definición de necesidades institucionales. 

Economicismo Regionalismo Unionismo 
extremo abierto 

Minimalismo 
institucional Adecuado Riesgo de 

no cumplir 
No adecuado 

Institucionalismo flexible Adecuado Idóneo Adecuado 
Liderazgo institucional No corresponde Inapropiado Corresponde 

pero insuficiente 

Una estrategia de economicismo extremo podría sustentarse ya sea en 
un minimalismo institucional, que sería quizás su expresión natural, o en 
u n inst i tucional ismo flexible; mientras que u n esfuerzo de liderazgo 
institucional quedaría fuera de contexto. 

Si bien el liderazgo institucional es la expresión natural del unionismo, 
sería insuficiente, e incluso contraproducente, para crear una comunidad 
verdadera. E l minimalismo institucional sería insuficiente, dado el interés 
de esta estrategia en promover activamente sus ideales, mientras que el 
institucionalismo flexible podría ser adecuado. 

E l regionalismo abierto podría encararse con un minimalismo institu­
cional, aunque ello conllevaría el riesgo de no lograr (o sostener) algunos 
objetivos ante las presiones, y de no asegurar las condiciones de estabilidad 
para el proceso en el largo plazo. E l liderazgo institucional sería inapropia­
do, y crearía, entre otras cosas, el riesgo de alarmar innecesariamente a 
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varios actores clave por sus pretensiones políticas, y de descuidar, por lo 
menos, las necesidades de creación de interdependencias y de bases socia­
les para l a integración. E l institucionalismo flexible es l a forma idónea para 
una agenda de regionalismo abierto, ya que propone respuestas institucio­
nales diferenciadas a múltiples niveles bajo el principio de la subsidiarie-
dad. Según este principio, se debería actuar al nivel de organización y con la 
intensidad de regulación en el grado más bajo posible para el logro de los 
distintos objetivos, y las decisiones siempre deberían tomarse lo más cerca 
posible del ciudadano. 

e) Parámetros de las opciones básicas 

Tal como se señaló en la sección anterior, la adopción de u n enfoque 
minimalista ante una agenda que contenga una dimensión importante de 
integración presentaría el riesgo de no poder hacer cumplir —o sostener­
los compromisos cuando éstos encuentren resistencias por parte de intere­
ses particulares, y de no poder construir un ambiente de credibilidad políti­
ca y de seguridad jurídica que permita a los agentes económicos y sociales 
actuar con confianza. 

Asimismo, un enfoque minimalista descuidaría la posibilidad de que una 
institucionalidad común refuerce l a capacidad de los centroamericanos para 
responder a los desaños que plantea la «glóbalización» en los planos social y 
cultural. 

Este documento parte de la consideración, basada en los trabajos del 
presente Programa, así como de muchas otras actividades, de que la estrate­
gia denominada aquí «regionalismo abierto» es l a más adecuada para la sa­
tisfacción de las necesidades fundamentales del desarrollo centroamericano, 
de acuerdo con el objetivo fundamental y con los principios adoptados por 
los gobiernos, y que goza de un amplio consenso en los países centroameri­
canos. A su vez, sobre esta base, se concluye que el enfoque más adecuado 
para de f in i r las necesidades inst i tucionales de esta estrategia es e l 
«institucionalismo flexible». 

E n consecuencia, se sugiere limitar el alcance del análisis de las alterna­
tivas institucionales a la consideración de dos opciones básicas que reflejan 
estos parámetros conceptuales, teniendo en cuenta tanto los objetivos de la 
integración deseable como las realidades políticas que determinan la refor­
ma factible en Centroamérica. 
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f) Un proceso de reforma 

Estas opciones pueden ser vistas como alternativas o como etapas en un 
camino que no tiene un destino determinado, pero que se emprendería con 
el fin de dotar progresivamente a Centroamérica de unas capacidades institu­
cionales más idóneas para enfrentar la incertidumbre y el cambio. 

E l primer paso en este camino es necesariamente un acuerdo básico 
respecto del problema de financiamiento, que refleje un consenso mínimo 
con relación a la necesidad misma de consolidar una agenda de integración. 
Sobre la base de este acuerdo, se podría realizar algunos «ajustes dentro del 
sistema», utilizando para ello los recursos del presupuesto regional. Poste­
riormente, se podría proceder a la «remodelación progresiva», creando nue­
vas instituciones y estableciendo el «núcleo fuerte» que se sugiere. 

Por esta razón, la presentación de las dos opciones básicas es seguida de 
una propuesta con respecto a los mecanismos de financiamiento que po­
drían adoptarse para poner en marcha un proceso de reforma institucional 
que comience por los «ajustes dentro del sistema» que los Presidentes deci­
dan y, cuando las circunstancias lo permitan y el futuro esté más claro, 
pasar a una fase de «remodelación». 

g) Reflexión y debate permanente 

E n todos los casos, parece imprescindible abrir el debate a la sociedad 
centroamericana sobre la integración y sobre el futuro de la región. 

E l Programa ha constatado la necesidad y un amplio deseo en Centro­
américa de promover una actitud de reflexión estratégica regional y un de­
bate permanente y abierto sobre la naturaleza y objetivos del proceso de 
integración centroamericana. 

Por una parte, sería conveniente dedicar una parte de los recursos apa­
rentemente disponibles a acciones de análisis y planeamiento estratégico 
de la región. Esto significa financiar una red centroamericana de estudiosos 
interdisciplinaria e intersectorial, a modo de una think-tank virtual. 

Por otra parte, se recomienda fortalecer el potencial de la instituciona­
lidad como foro permanente para la reflexión y el debate con la participa-
3ión de toda la sociedad civi l . 
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2. Opción básica A: ajustes dentro del sistema actual 

La primera opción es introducir ajustes en el sistema actual. E n la medida 
de lo posible, los ajustes se inspirarían en los principios del «institucionalismo 
flexible». Sin embargo, se procuraría que los cambios a los tratados o proto­
colos fueran mínimos y que se maximizaran la eficiencia y la eficacia de los 
organismos y los mecanismos. 

Esto implicaría, por un lado, buscar las ventajas potenciales que ofrece 
la organización en subsistemas: u n modelo de «burocracia eficiente», en el 
cual se privilegia la clara definición de la agenda por las autoridades, meca­
nismos eficientes de información y control, así como la ejecución eficiente 
por organismos con tareas establecidas con precisión. 

Por otro lado, tanto a consecuencia de la falta de definiciones claras, 
como en aras de dar respuestas flexibles a necesidades cambiantes, se pro­
curaría fomentar el trabajo en redes ad hoc dentro de una estrategia básica 
compartida, con un seguimiento flexible por los órganos de coordinación. 

a) Características 

E l esquema básico se presenta en la figura 3. Se mantendría una función 
de coordinación por «subsistemas». A l respecto, l a única recomendación sería 
que el área de cultura, en lugar de formar un subsistema propio, opere en 
forma autónoma bajo la coordinación de la Secretaría General de la Coordi­
nación Educat iva y Cultura l Centroamericana (SG-CECC) dentro del 
subsistema social. 

Sin embargo, otras instancias y entidades especializadas formarían parte 
de una realidad más flexible, y podrían trabajar en redes, dependiendo de 
las necesidades. 

E l proceso de ajustes se realizaría de acuerdo con los siguientes criterios: 

i) Fortalecer las capacidades sistêmicas dentro de los parámetros existentes. 
Las prioridades al respecto serían: 

1) Mejorar los mecanismos de coordinación, especialmente con respecto a 
la definición de las agendas de los Presidentes. 

2) Introducir una instancia flexible de reflexión estratégica tipo think-tank, 
alrededor de los centros de análisis existentes en Centroamérica. 

3) Acordar un sistema de financiamiento automático para un núcleo de 
instituciones centrales, reducir costos administrativos en algunos orga­
nismos y procurar una redistribución de recursos entre las entidades de 
acuerdo con su naturaleza y beneficios. 
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Figura 3 
Opción A - Ajustes 
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ii) Corregir tos principales dísfuncionalidades institucionales existentes. Esto 
afecta principalmente a los casos en que: 

1) Una falta de recursos impide cumplir en forma idónea con tareas que 
gozan de consenso en relación con su status prioritario; tal seria el caso 
de la Secretaría Permanente del Tratado General de Integración Econó­
mica Centroamericana (SIECA) y la Secretaría de Integración Turística 
Centroamericana (SITCA), así como del Comité de Cooperación de H i ­
drocarburos de América Central (CCHAC) y el Consejo de Electrifica­
ción de América Central (CEAC). 

2) Una falta de capacidad está acompañada de dudas con respecto al papel 
que debería desempeñar la entidad en el futuro (éste sería el caso del 
Instituto Centroamericano de Administración Pública (ICAP) y del Insti­
tuto Centroamericano de Investigación y Tecnología Industrial (ICAITT). 

3) La cantidad de recursos públicos centroamericanos que recibe una enti­
dad supera el resultado esperado de sus acciones (el caso del PARLACEN). 

iii) Fortalecer las bases políticas y sociales del proceso regional.53 

1) Fomentar la interacción entre las asambleas nacionales. 
2) Promover la creación de nuevas instancias sociales y culturales centro­

americanas. 

Esta opción tendría las siguientes implicaciones para los órganos y orga­
nismos regionales: 

b) Los cambios propuestos a los órganos 

i) La Reunión de Presidentes. Los Presidentes tienen la función clave de 
adoptar las decisiones político-estratégicas en todas las áreas de la agenda 
centroamericana. Ahora bien, conviene asegurar en todos los casos que las 
decisiones y compromisos no excedan las capacidades disponibles, y que 
hayan sido debidamente analizados y consultados con antelación. 

E n las áreas de integración, es recomendable que la voluntad colectiva 
de los presidentes sea un complemento indispensable que ayude a resolver 
los grandes problemas, y a adecuar la agenda a las realidades políticas na­
cionales e internacionales, y que no represente la base principal de l a agen-

u Debido a los parámetros acordados de este estudio, no se profundiza aqui en el funcionamiento de 
los Comités Consultivos. Sin embargo, se subraya la importancia de la participación de la sociedad civil 
en todos los planos del proceso regional. 

95 



LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA 

da. Así, no es conveniente que las decisiones de la Reunión de Presidentes 
sean actos legislativos de aplicabilidad directa en los países.54 

En las áreas de cooperación las decisiones de los Presidentes deberían 
ser «directrices», tales como figuran en el Protocolo de Tegucigalpa. Los ins­
trumentos más adecuados para dar forma jurídica a la cooperación serían 
convenios centroamericanos, o la aproximación de leyes en el marco de la 
cooperación interparlamentaria. 

Los actos legislativos en las áreas de integración serían los actos adopta­
dos por los ministros en ejecución de los compromisos contenidos en los 
tratados de base. 

A su vez, el proceso de preparación de la agenda de los Presidentes po­
dría ser mejorado por medio de un fortalecimiento de las Cancillerías, del 
Comité Ejecutivo, y de las Secretarías (y eventualmente de una secretaría 
unificada). Asimismo, en el caso de actos que requieren ratificación legisla­
tiva, la norma debería ser la consulta previa con las asambleas y las cortes 
constitucionales. 

ii) El Consejo de Ministros. Se percibe la necesidad de acometer u n traba­
jo significativo en los campos jurídico y político-administrativo para que sea 
eficaz y útil el concepto, expresado en el Protocolo de Tegucigalpa, de contar 
con un solo Consejo de Ministros «integrado por los Ministros del Ramo» 5 5 y 
coordinado por el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores. 

Este concepto puede facilitar la coordinación entre sectores y asegurar 
la claridad jurídica de los actos comunes, siempre y cuando haya precisión 
respecto de las competencias en cada sector, y de la fuerza jurídica de las 
decisiones. Actualmente, no parece existir tal cosa n i en principio (por ejem­
plo, en qué ámbitos y en qué medida las decisiones tendrían fuerza vinculante 
para los particulares) n i en la práctica (actitudes indiscriminadas en cuanto 
a la manera en que se registran las decisiones ministeriales). Es indispensa­
ble aclarar que el Consejo único con poderes legislativos directos sólo rige 
en los campos de integración, mientras que los acuerdos ministeriales en 
las áreas de cooperación son decisiones intergubernamentales. 

Asimismo, sería conveniente especificar cómo debería funcionar la co­
ordinación interministerial en la práctica. Hace falta realizar un estudio para 
determinar de qué manera podría funcionar mejor el concepto de un Gabi-

5 4 En este sentido, se sugiere continuar con el proceso de análisis y discusión del Anteproyecto de 
Reglamento de Actos Normativos del SICA con el propósito de limitar el derecho de propuesta y 
de asegurar un adecuado proceso de preparación técnico-político de las decisiones. 

* Protocolo de Teguágalpa, artículo 16,13 de diciembre de 1991. 
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nete Económico Centroamericano, tal como está expresado en el Protocolo 
de Guatemala, para facilitar la coordinación interministerial, s in introducir 
complicaciones o confusiones innecesarias. 

Por otra parte, es importante considerar de qué manera se podría facili­
tar el papel clave que corresponde al Consejo de Ministros de Relaciones 
Exteriores en la coordinación del proceso centroamericano, y en la prepara­
ción de la agenda de la Reunión de Presidentes. 

Se considera necesario fortalecer las capacidades técnicas de las Canci­
llerías, que tienen el papel fundamental de velar por los intereses de los 
Estados en el proceso, incluyendo u n esfuerzo especial para desarrollar las 
capacidades particulares requeridas en el cumplimiento de las funciones de 
coordinación nacional de las políticas de integración. 

Asimismo, es preciso robustecer la operación de las instancias regiona­
les ya creadas específicamente para apoyar el proceso regional. 

Por lo tanto, sería necesario suprimir la práctica de la Secretaría pro 
tempore, cuya persistencia parece haber suscitado confusión de funciones, 
sobrecarga del trabajo en las Cancillerías y subutilización de la capacidad de 
la Secretaría General del SICA. 

Finalmente, se sugiere explicitar las funciones del Grupo Técnico de las 
Cancillerías con respecto al proceso de integración, en particular en rela­
ción con el Comité Ejecutivo. No parece del todo coherente que el Grupo 
Técnico cumpla con las funciones del Comité Ejecutivo. 

iii) El Comité Ejecutivo del SICA y el Comité Ejecutivo de la Integración Eco­
nómica. U n elemento crucial para el fortalecimiento de l a capacidad 
intergubernamental de preparación de decisiones y desarrollo de políticas 
sería la consolidación del Comité Ejecutivo de SICA, dentro de los parámetros 
establecidos por el Protocolo de Tegucigalpa. Esto implica: 

1) Asegurar que este Comité se reúna con la frecuencia prevista (semanal­
mente); 

2) Unificar criterios entre los países miembros con relación a los niveles 
jerárquicos de sus delegados gubernamentales; se sugiere una reflexión 
en cada país sobre la figura más adecuada para garantizar la eficacia de 
las tareas de coordinación a nivel regional y nacional, y 

3) Definir con precisión las funciones del Comité Ejecutivo de la Integra­
ción Económica creado por el Protocolo de Guatemala, y establecer el 
tipo y la forma de su relación con el Comité Ejecutivo del SICA. 

iv) Secretaría General SICA. Asimismo, sería importante garantizar la ope­
ración efectiva de l a SG-SICA en el cumplimiento de sus funciones (y al 
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mismo tiempo fijar de forma manifiesta los límites de sus actividades), me­
diante la estabilidad en su financiamiento y el establecimiento de u n enten­
dimiento explícito con las Cancillerías acerca de la participación de la SG en 
los diferentes foros centroamericanos. 

v) El Parlamento Centroamericano y las Asambleas Nacionales. Existe u n 
amplio consenso de que la creación de un foro parlamentario regional, ade­
cuado a las necesidades, posibilidades y realidades de Centroamérica, sería 
un elemento muy valioso para el proceso de integración y la consolidación 
de la democracia. 

No obstante, la existencia de diputados directamente elegidos y trabajando 
a tiempo completo con funciones poco claras es costosa y parece inadecuada 
a l a realidad de la institucionalidad centroamericana. Se sugiere que el proceso 
de reconsideración de las atribuciones del PARLACEN comience por este punto. 

Por otra parte, las asambleas nacionales han empezado ya a buscar un 
papel mucho más protagónico, y han puesto en marcha formas de coopera­
ción interparlamentaria menos costosas y más acordes con la realidad cen­
troamericana. 

E n suma, se propone considerar una reforma progresiva de mediano 
plazo de la actividad parlamentaria. E l objetivo sería crear un nuevo foro 
interparlamentario, constituido solamente por delegaciones de las asam­
bleas nacionales, quienes se reunirían cada trimestre por una semana en un 
plenário, y de manera permanente en las distintas comisiones. Este proceso 
tendría los siguientes componentes: 

1 ) Establecer una estrategia encaminada a la transformación del PARLACEN, 
que se refleje en una reducción escalonada de su presupuesto. 

2) Transformar el Foro de Presidentes de Poderes Legislativos en Centro­
américa (FOPREL) en una instancia que reúna a representantes de las 
Asambleas Legislativas Nacionales del mismo nivel y poderes. 

3) Fomentar la creación y fortalecimiento de comisiones interparlamentarias 
sectoriales paralelas a los Consejos, así como la relación entre partidos 
políticos. 

vi) Corte Centroamericana de Justicia. Con respecto a la Corte Centro­
americana, se deben despejar las competencias de la Corte en ciertos aspec­
tos. Algunos de éstos quizás podrían realizarse por las Cortes nacionales. Sin 
embargo, sería inevitable modificar el artículo 22 f) del Estatuto, que otorga 
jurisdicción a l a Corte en casos de conflictos entre los «poderes u órganos 
fundamentales de los Estados» nacionales, y que motivó el rechazo del Esta-
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tuto por la Asamblea Legislativa de Costa Rica, por haber sido declarado 
inconstitucional por la Sala Constitucional de ese país. 

Se sugiere también que la Corte reconsidere su posición sobre su plena y 
exclusiva competencia en la solución de controversias. Si b ien hay consenso 
sobre l a conveniencia de que una instancia regional pueda conocer de las 
controversias entre los países, no es así con respecto a los problemas que se 
enfrentan en la actividad comercial, que reclaman una solución rápida, y a 
veces informal. 

A l mismo tiempo, se.pddría estudiar l a conveniencia de establecer una 
Sala de Integración Económica para conocer de los conflictos jurisdicciona­
les que se susciten en el marco de la integración económica, incorporando 
en razón del principio de la subsidiariedad las modalidades prejudiciales de 
resolución de conflictos. 

Finalmente, se recomienda racionalizar los gastos y la estructura admi­
nistrativa de la Corte Centroamericana de Justicia. 

c) Las Secretarías 

Bajo esta opción, no se propone ningún cambio significativo para algu­
nas secretarías. 

i) No se considera necesario ofrecer ninguna propuesta con respecto a la SE-
CMCA, sino simplemente subrayar la importancia de asegurar un nuevo 
mecanismo permanente de financiamiento. 

ii) La SG-CAC quizás podría beneficiarse de un cierto aumento en su personal 
técnico, para hacer frente a sus múltiples necesidades institucionales, te­
niendo en cuenta la importancia del sector agropecuario en Centroamérica. 

iii) La SISCA también podría favorecerse mediante una mayor capacidad en 
recursos humanos. Sin embargo, la prioridad básica en este caso sería acla­
rar y aprobar la naturaleza de la agenda regional en materia social y el lugar 
de la Secretaría en ese esquema. 

En el caso de las siguientes secretarías e instituciones especializadas, se 
proponen cambios de mayor envergadura, 

i) SIECA. La Secretaría está llamada a desempeñar un papel central de apoyo 
al proceso de integración económica centroamericana y a las negociacio­
nes comerciales con terceros. 
E n l a actualidad, la SIECA no dispone de los recursos suficientes y ade­

cuados para responder a todas estas tareas. 
Una primera opción para enfrentar esta carencia sería reducir las tareas 

y concentrar los recursos disponibles en el fortalecimiento del personal de l a 
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SIECA responsable de un número reducido de áreas clave, así como de 
la infraestructura y apoyo técnico. Con todo, esta opción no es completamente 
atractiva. Implicaría aumentarla dispersión de esfuerzos, debido a la necesi­
dad, por ejemplo, de crear una secretaría nueva en materia de transporte. 
Esto también podría tener un efecto negativo en el desarrollo de los enfoques 
integrales que son indispensables para apoyar un proceso de integración. 

Por lo tanto, es preferible concentrar las reflexiones en la manera más 
eficaz y viable de elevar la capacidad de la SIECA. 

E l punto clave radica en los recursos humanos. Se impone dar un salto 
cuantitativo y cualitativo en el nivel de los profesionales de la SIECA, que 
únicamente será posible si se ofrecen condiciones muy distintas a las actua­
les. Esto conlleva, por un lado, incrementar los recursos financieros dispo­
nibles y, por el otro, realizar una transformación en el personal existente, lo 
cual exige, a su vez, fuertes erogaciones. Este esfuerzo sólo será factible si se 
logran solucionar los problemas financieros actuales y liberar a la dirección 
de las cargas heredadas del pasado. 

En estas condiciones, una solución atractiva sería la creación de un fon­
do especial que permita cumplir con todas las obligaciones que impl ica ter­
minar un proceso de transformación radical, y comenzar con uñábase nueva. 
Este fondo se manejaría como componente de u n nuevo sistema de 
financiamiento centroamericano y podría aplicarse en otros casos. 5 6 

En caso de inclinarse hacia esta alternativa, sería indispensable efectuar 
un estudio detallado del monto involucrado en el restablecimiento del fon­
do de pensiones, las jubilaciones adicionales, y el reclutamiento. 

ii) SITCA. E l turismo es una prioridad estratégica para todos los países, y 
representa un área en que la acción común presenta ventajas casi indiscutidas. 
Sin embargo, a escala mundial es una industria altamente competitiva que exi­
ge un esfuerzo considerable y sostenido para asegurar la cuota de mercado. 

La Secretaría en su versión actual carece de los recursos necesarios para 
enfrentar estos desafíos, pero ha mostrado eficiencia y creatividad en el 
desempeño de sus labores. 

Por lo tanto, se propone: 
1) Aumentar los recursos de la Secretaría a efecto de que pueda cumplir 

cabalmente sus importantes funciones y financiar particularmente gas­
tos salariales, administrativos y de adquisición de equipo de oficina. 5 7 

M El BCIE podría eventualmente apoyar la constitución de este fondo a partir de recursos propios. 

5 7 Una primera estimación de necesidades sería de casi 200,000 dólares: 160,000 para gastos de sala­
rios y de administración y 30,000 para equipos mínimos. 
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2) Financiar un programa de asesoría técnica especializada para el desarro­
llo institucional de la SITCA. 

No se propone que los fondos para la operación de la Secretaría y los 
programas de promoción y facilitación provengan necesariamente o exclu­
sivamente de u n presupuesto institucional común. Sería conveniente ex­
plorar con las autoridades e instituciones nacionales, así como con l a 
Federación de Cámaras de Turismo de Centroamérica (FEDECATUR), Aso­
ciaciones de Tour Operadores de Centroamérica y otros actores privados, la 
posibilidad de aplicar una pequeña tasa en los hoteles, aeropuertos, y/o 
paquetes turísticos, recaudación que se dedicaría a las tareas de promoción 
conjunta y facilitación turística que son de interés común. 

iii) Comité de Cooperación de Hidrocarburos de América Central (CCHAC). 
U n fortalecimiento del CCHAC es esencial si se pretende abrir el mercado 
de hidrocarburos a una competencia efectiva en Centroamérica, puesto que 
este objetivo solamente puede lograrse a escala regional, debido al tamaño 
reducido de los mercados nacionales. 

De esta manera, sería indispensable aprobar su convenio constitutivo, 
ya que la falta de este instrumento lo hace carecer de status jurídico y capta­
ción financiera, que obstaculizan su desempeño. Asimismo, a causa de l a 
debilidad de las Direcciones Generales de Hidrocarburos, la actuación del 
Comité no sólo depende de su propio robustecimiento, sino también de efec­
tuar una labor de fortalecimiento en los ámbitos nacionales. 

iv) Consejo de Electrificación de America Central (CEAC). La necesidad de 
ampliar el mercado eléctrico regional suscita la obvia conveniencia de defi­
n i r una nueva agenda que marque l a actuación del CEAC en el futuro. Esta 
nueva agenda debe considerar los siguientes puntos: 

1) Aumentar el apoyo financiero que le otorgan las empresas eléctricas. 
2) Permitir la participación de intereses privados en el mercado eléctrico 

regional y efectuar las modificaciones estructurales y jurídicas necesa­
rias para esto. 

3) Establecer una sede fija, o en su defecto rotativa, con una periodicidad 
no menor a cinco años. 

4) Realizar la elección del Secretario Ejecutivo del Consejo sobre la base de 
calificaciones personales y profesionales, sin sujeción a cuotas o turnos 
preestablecidos. 

101 



LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA 

d) Los organismos especializados 

î) El Instituto Centroamericano áe Investigación y Tecnología Industrial 
(ICAITI). Desde el punto de vista de las necesidades de desarrollo de Centro­
américa, la función principal del ICAITI sería la metrología, y la función 
secundaria, la normalización. 

La metrología, un área en la que existen importantes economías de esca­
la, presenta un débil desarrollo en Centroamérica. U n incremento en la ca­
pacidad de los laboratorios secundarios centroamericanos para efectuar 
pruebas y ensayos, verificación de normas y control de calidad, significaría 
un apoyo importante para que las empresas nacionales lograran superar las 
exigencias tecnológicas del comercio internacional. 

E n la región, sólo el ICAITI detenta las capacidades de u n laboratorio 
primario de metrología. 

1) Una primera opción sería asegurar el mantenimiento de las capacidades 
existentes. 

2) La segunda consistiría en ampliarlas (actualmente sólo cubren unas cin­
co dimensiones de la metrología) a fin de contar con un servicio prima­
rio centroamericano que abarque todas las necesidades esenciales. 

Por otro lado, si bien la tendencia global apunta a la armonización hacia 
normas internacionales, existe una categoría de productos comerciados prin­
cipalmente entre los países centroamericanos que pueden requerir la defi­
nición de una norma centroamericana. Esta función del ICAITI debería 
preservarse. 

A este respecto también existen dos opciones para el ICAITI: 

1) Contar con una capacidad de laboratorio para realizar pruebas, o 
2) Funcionar únicamente como el lugar de acuerdo entre las entidades 

públicas y privadas involucradas, que habitualmente disponen de las 
capacidades técnicas del caso. 

En tercer lugar, se debería decidir qué hacer respecto de la capacidad de 
investigación propia del ICAITI. E l ICAITI ha efectuado una labor de inves­
tigación y desarrollo en varias áreas, incluyendo actividades de interés en 
conservación energética y reducción de fuentes de contaminación. También 
tiene la ventaja potencial de ofrecer a las fuentes internacionales de finan­
ciamiento y de cooperación un organismo regional para la realización de 
programas. 

Sin embargo, parecería existir un cierto consenso en la mayoría de los 
países que tanto la distribución de los beneficios de un enfoque regional, 
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como la promoción de la cooperación dentro de Centroamérica, serían me­
jor servidas por una red centroamericana de centros de excelencia especia­
lizados en los países. 

E n esta perspectiva, no resulta conveniente desplegar u n esfuerzo 
común para fortalecer dicha capacidad. Tampoco parecería aconsejable 
e l iminarla completamente, en la medida en que ésta podría ser u n recurso 
útil para Guatemala y una fuente de ingresos complementarios para la 
organización. A consecuencia de esto, una solución adecuada sería sepa­
rar esta función, de manera que la investigación y asesoría científica del 
instituto no fueran financiadas por los gobiernos, sino por los fondos 
extrapresupuestarios que consiguiera el ICAITI. E n este sentido, el ICAITI 
pasaría a constituir uno de los centros de investigación dentro de una red 
centroamericana. 

Financiamiento y status. Tomando en cuenta que u n laboratorio pr ima­
rio de metrología tiene gastos fijos muy altos, sería imposible que la nueva 
entidad se autofinanciara. E n una primera estimación, se considera que 
los pagos por estos servicios solamente aportarían entre 10 y 20% de los 
costos. 

Por otra parte, se sugiere que la nueva entidad correspondiera más a una 
especie de «agencia» autónoma centroamericana, y no a una «institución de 
integración». 

E n consecuencia, se propone fundar, basándose en la parte de metrología 
del ICAITI, una entidad nueva que podría llamarse Instituto Centroamericano 
de Metrología y Normalización. Esta entidad recibiría u n subsidio perma­
nente sobre l a base del presupuesto institucional común que se recomienda 
establecer para un núcleo de instituciones y funciones (véase irifra), que 
asegure el mantenimiento y desarrollo de los equipos, así como u n nivel 
mínimo de personal calificado. 

Es importante estudiar cuáles son las necesidades de fortalecimiento de 
las capacidades técnicas en materia de metrología, así como las necesidades 
administrativas de l a entidad. 

ii) Comisión para el Desarrollo Científico y Tecnológico ae Centroamérica y 
Panamá (CTCAP). Se sugiere que la tarea de coordinar l a red centroamerica­
na de investigación sea confiada principalmente a l a CTCAP. 

E n l a medida en que esta red se apoye en las universidades, se reco­
mienda coordinar los esfuerzos con el programa del CSUCA de promover 
posgrados regionales, así como con la asociación de universidades privadas 
y las federaciones empresariales. 
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iii) El sector de capacitación y formación, y el Instituto Centroamericano de 
Administración Pública (ICAP). En los últimos años han surgido múltiples 
iniciativas para atender las necesidades de las administraciones públicas 
centroamericanas en materia de capacitación para la «nueva agenda». E l 
resultado ha sido cierta competencia por recursos para el financiamiento de 
programas en materia de negociaciones comerciales —el área más atractiva 
en este momento—, cuya coordinación o racionalización no ha sido lograda 
hasta la fecha, a pesar de la creación de un Comité Interinstitucional de 
Coordinación de Capacitación en la Integración Económica Centroamerica­
na, integrado por la SIECA, el BCIE, el ICAP, el BID, la CEPAL y la AID. 

Uno de los problemas de base en todo esto es que el organismo regional 
que normalmente estaría llamado a realizar esta función —el ICAP— se ha 
debilitado en los últimos años. 

E l ICAP ha preparado un Proyecto Regional de Capacitación sobre Políti­
ca y Negociación en el Marco de las Relaciones Internacionales, que ha sido 
sometido, para su financiamiento, a Taiwan. E l BCIE, por su parte, ha desa­
rrollado programas de capacitación en negociaciones comerciales interna­
cionales con el apoyo del BID. La SIECA ha ido realizando acciones de 
formación a nivel regional, y fue encargada de llevar a cabo un inventario 
de necesidades en materia de integración económica y negociaciones co­
merciales internacionales. 

A su vez, de acuerdo con una resolución del Consejo de Ministros Res­
ponsables de la Integración Económica y Desarrollo Regional, del 22 de mayo 
de 1996, la SIECA debe elaborar, en consulta con el Comité, un Programa de 
Capacitación Regional en materia de integración económica y negociacio­
nes comerciales internacionales. 

Esta situación merece cierta reflexión. En todos los casos, la SIECA po­
dría aportar una de las principales fuentes de expertos prácticos en muchos 
campos. Sin embargo, no es evidente que la coordinación de un esfuerzo 
regional de capacitación debiera efectuarse por la propia secretaría de inte­
gración económica. En este mismo sentido, es evidente que el BCIE tendría 
un lugar preeminente con respecto a expertos en las áreas de su competen­
cia, pero no parece conveniente que sea un banco el que asuma la forma­
ción a escala regional. 

Se sugiere que a mediano plazo se desarrolle una estrategia regional de 
formación más amplia, en la cual un ICAP renovado tendría un papel.cen-
tral, apoyándose fuertemente en el CSUCA, la SIECA, el BCIE y otras orga­
nizaciones regionales, de acuerdo con sus especialidades, así como con las 
múltiples universidades y centros de docencia, formación e investigación 
en la región. 
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Parece existir cierto consenso de que hay dos áreas centrales de trabajo 
para el ICAP del futuro. 

E n primer lugar, el ICAP debería servir como centro de una red dedicada 
a fortalecer las capacidades centroamericanas para la integración regional. 

Esto incluiría, entre otras cosas: 

1) La formación masiva de funcionarios nacionales y de autoridades loca­
les, a fin de fortalecer sus conocimientos en temas sustantivos priorita­
rios, desarrollar sus habilidades en técnicas relevantes como la de 
negociación multilateral y sensibilizarlos en cuanto a las complejidades 
de los procesos de integración regional. 

2) La formación especializada de funcionarios regionales (en el caso de 
establecer un servicio civil centroamericano, esta formación podría ser 
una parte sistematizada de un proceso de formación inicial y permanen­
te a escala regional). 

3) Consultorias a los gobiernos y entidades regionales para la elaboración 
de instrumentos de políticas, sistemas de gestión, programas de forma­
ción, etc. 

E n segundo lugar, se debería reforzar al ICAP como un centro de exce­
lencia en materia de gestión pública; es decir, servir de fuente de ideas y de 
apoyo técnico para enfrentar las necesidades de desarrollo de los países, no 
solamente para ejecutar la nueva agenda convencional de competitividad e 
«inserción» internacional , sino también para contemplar estrategias 
innovadoras, basadas en el análisis de las nuevas teorías y mejores prácticas 
en el mundo. 

La estructura más conveniente sería la constitución de u n centro de ex­
celencia, compuesto por un pequeño núcleo de profesionales permanentes 
(o por lo menos con contratos de duración media) con experiencia comproba­
da y expertise reconocida, que cuente con servicios especializados (bibliote­
ca, centro de documentación, base de datos, base de expertos) de valor para 
la región. 

E n cuanto al status institucional, una opción sería mantener al ICAP 
como una entidad regional pública, que respondería a u n Consejo de autori­
dades nacionales y cuyo financiamiento básico estaría garantizado por fon­
dos públicos; y simultáneamente introducir cambios en esta estructura. Así, 
se podría estudiar la conveniencia de modificar la composición de su Junta 
Directiva, de manera que sus mandantes ya no fueran los Ministros de Eco­
nomía (en la práctica, esto ya ha ido cambiando en varios casos), sino los 
responsables nacionales más indicados (por ejemplo, representantes de los 
Ministerios de Educación, Presidencia/Planificación, Servicio Civ i l , etc.). 
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Sin embargo, la opción más productiva sería comenzar con una estruc­
tura nueva, de tipo mixto, cuyas autoridades incluyan a representantes de 
los gobiernos y administraciones nacionales, organismos regionales, uni ­
versidades y organizaciones privadas. 

E n este marco, sería apropiado sustituir el sistema de financiamiento 
completo de los gobiernos por un sistema mixto. Esto supondría un subsidio 
de base derivado del presupuesto común que se propone, que podría tomar 
la forma de un contrato marco para la realización de una cantidad mínima 
de acciones de capacitación y de otro tipo. Adicionalmente, el instituto de­
bería trabajar dentro de l a red de organizaciones relevantes, para vender no 
sólo servicios directos, sino también una dimensión regional complementa­
ria al trabajo de las entidades nacionales. 

Se sugiere que esta opción para el cambio sea sometida a la discusión de 
un grupo de autoridades, expertos y otros representantes de estas organiza­
ciones. 

3. Opción básica B: una remodelación 
progresiva de la institucionalidad 

Una segunda opción básica partiría de la premisa de que vale l a pena reali­
zar progresivamente los esfuerzos necesarios para la reforma profunda del 
«sistema» actual. 

a) Características 

La «agenda» centroamericana de regionalismo abierto consiste en u n 
núcleo de compromisos de integración y diversos ámbitos de cooperación. 
Así, siguiendo el institucionalismo flexible, es preciso abandonar la insis­
tencia en un sistema uniforme, y partir de la perspectiva no de qué hacer 
con las entidades (reagrupar, interconectar, fusionar etc.) sino de cómo se­
parar, reatribuir y redistribuir las funciones que se consideren necesarias. 

Se puede distinguir entre clases y niveles de funciones de las entidades 
regionales. 

Dirección estratégica regional 

Decisión político-estratégica 
Coordinación macro del sistema 
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Política de integración 

Visión integral, de conjunto y de largo plazo 
Coordinación de los regímenes y normas comunes que sean necesarias 
El control del cumplimiento 

Valor agregado a la acción común para la cooperación funcional 

Economías de escala 
Conocimientos u otras capacidades especializadas 
Canalización de recursos. 

Esta visión puede ser representada como un rueda horizontal (véase la 
figura 4). La rueda tiene círculos concéntricos alrededor de un eje («hub») 
fuerte debajo de los Presidentes, que refleja la dirección estratégica regional. 

Esta función estaría en el centro del Consejo de Ministros, coordinado 
por el Consejo de Ministros de Relaciones Exteriores, que mantendría su 
capacidad de coordinación global, pero que dejaría la mayor parte de la 
coordinación práctica en manos de un Comité Ejecutivo permanente, com­
puesto de delegados técnico-políticos de los gobiernos. 

U n primer círculo asumiría la función de apoyo técnico a la elaboración 
y gestión de políticas de integración en aquellas áreas en que corresponde. 
No todos los objetivos de la agenda centroamericana, n i todos los sectores, 
n i todos los organismos demandan este tipo de función. 

U n segundo círculo concentraría las capacidades técnicas regionales que 
aporten un valor agregado a la labor práctica de las agencias y operadores 
nacionales, debido a economías de escala, conocimientos especializados o 
canales centralizados de recursos. Los organismos funcionarían como partes 
de redes especializadas de actores públicos y privados. Estas instituciones 
ya no se considerarían como «instituciones de integración» sino como lo 
que son, es decir, organizaciones internacionales de cooperación. No reviste 
mayor importancia que tengan un número de países miembros diferente al 
del proceso de integración económica n i el carácter de representación cen­
troamericana en una organización interamericana. Tampoco tiene relevan­
cia que en el futuro estos organismos no fueran públicos. Lo crucial es que 
ofrezcan servicios eficaces a disposición de la política centroamericana. La 
movilización podría asumir diferentes formas, desde un convenio centro­
americano hasta la contratación ad hoc. 

E l tercer círculo incluye los departamentos y agencias de las administra­
ciones públicas nacionales y todas las organizaciones económicas y sociales 
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involucradas. Las formas de trabajar de las redes que agrupen entidades del 
segundo y tercer círculo serían múltiples, diferenciadas y flexibles. 

b) Un «núcleo básico» 

En esta visión se propondría avanzar en el fortalecimiento de un reduci­
do «núcleo básico» al centro de la institucionalidad, que permita fortalecer 
una estrategia integral. Este tendría dos componentes clave. 

i) Un Comité Ejecutivo Permanente. Se sugiere considerar la sustitución 
del Comité Ejecutivo del SICA y el Comité Ejecutivo de la Integración Eco­
nómica por un solo ente permanente. Este ente estaría compuesto por re­
presentantes técnico-políticos de los países. Sería concebible tener un órgano 
virtual permanente, aprovechando las nuevas tecnologías de comunicación, 
o rotativo. Sin embargo, sería preferible contar con una pequeña sede fija. 

Cada representante tendría un pequeño equipo de apoyo, incluyendo 
un funcionario de alto nivel especializado en la integración económica, re­
presentante del ministerio coordinador de esa área. Debería asegurarse un 
sistema fluido de telecomunicaciones con las autoridades y la administra­
ción nacional, lo que requeriría también un fortalecimiento de la capacidad 
técnica de las cancillerías para los fines de la coordinación nacional. 

Los gastos adicionales no serían grandes, puesto que estos representantes 
podrían sustituir a los embajadores de sus países ante el país sede. 5 8 E l país 
sede, por su parte, proporcionaría instalaciones mínimas para las reuniones. 

ii) Una secretaría unificada. E l segundo componente clave de esta op­
ción radica en el establecimiento de una secretaría unificada. La lógica de la 
opción de remodelación sugiere que esta Secretaría debería integrarse sobre 
la base de fundir las siguientes secretarías existentes: 

- Secretarla General del SICA 
- Secretaría Permanente del Tratado General de Integración Económica 

Centroamericana (SIECA) 
- Secretaría General del Consejo Agropecuario Centroamericano (SG-CAC) 
- Secretaría de Integración Social Centroamericana (SISCA) 
- Secretaría Ejecutiva de la Comisión Centroamericana de Ambiente y De­

sarrollo (SE-CCAD), y 

5 4 De hecho, a largo plazo sería cuestionable la conveniencia de contar con representaciones diplomá­
ticas entre los países centroamericanos. Esto debería se considerado junto con la idea de compartir 
representaciones en el exterior. 
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LA INTEGRACIÓN CENTROAMERICANA 

- Comisión para el Desarrollo Científico y Tecnológico de Centroamérica 
y Panamá (CTCAP). 

Por otro lado, existen otras secretarías que por la naturaleza de sus funcio­
nes no deberían fundirse en una secretaría unificada. En este sentido, n i 
SITCA, debido a que sus funciones son enteramente de cooperación, n i la 
Secretaría Ejecutiva del Consejo Monetario, ya que es preferible apoyar su 
independencia, deberían transferir sus funciones. En el caso de la SG-CECC, 
habría que estudiar en qué medida, en esta fase del proceso, los objetivos 
compartidos de los países demandan acciones de integración, de manera 
que fuera útil incluir esta área en la secretaría unificada. 

La unificación permitiría una coordinación sustantiva global, asegurando, 
por ejemplo, que las dimensiones social y ambiental fueran debidamente 
tomadas en cuenta en las decisiones económicas. En cada caso, respetando 
al máximo el principio de la subsidiariedad, las unidades centrales servirían 
sólo para aglutinar una red de agencias públicas, aportando valores agregados 
como información, confianza, credibilidad y robustecimiento de compro­
misos. 

Existen dos opciones básicas respecto de su organización. Por un lado, se 
podría prever una unificación no centralizada: las secretarías actuales 
se convertirían en direcciones de una secretaría unificada en términos jurí­
dicos e institucionales, pero mantendrían sus sedes. Por otro lado, se proce­
dería a la unificación en todos los aspectos. La elección entre las alternativas 
no sería sencilla. 

La primera presentaría algunas ventajas, como un menor costo del pro­
ceso de cambio y una satisfacción más amplia de intereses político-naciona­
les. Además, se podrían aprovechar algunas economías de escala en servicios 
comunes tales como el servicio jurídico, contabilidad, archivos, base de da­
tos y estadísticas. Sin embargo, probablemente se contribuiría a perpetuar 
la tendencia —inevitable hasta cierto grado— de tratar las instituciones y 
sus puestos en términos de una distribución entre países. 

La no centralización favorecería una labor más cercana a los usuarios y 
una cooperación con organismos de cooperación con mayor flexibilidad y 
u n menor riesgo de burocracia (la «coordinación», vista como costo y no 
como beneficio). De hecho, éste es un argumento que se utiliza con cierta 
convicción, especialmente en el área de la agricultura. Sin embargo, el caso 
más contundente de una incomunicación preocupante (sin mencionar una 
coordinación sustantiva), que fue encontrado en el diagnóstico, se dio preci­
samente entre las autoridades agropecuarias y los responsables de la políti­
ca de integración económica. 

110 



CEPAL, BID 

L a cuestión clave, quizás, se refiere a la relativa eficacia de las dos alter­
nativas básicas en cumplir con las funciones planteadas para una secretaría 
de integración centroamericana bajo la óptica de una remodelación; esto es, 
asegurar una visión integral, de conjunto y de largo plazo; una coordinación 
de los regímenes y normas comunes que sean necesarias, y u n control del 
cumplimiento. En esta óptica, la primera conclusión sería que una unifica­
ción completa es preferible. 

Se debe indicar que no se trata de acentuar la burocracia. 

- Habría una sola entidad en lugar de seis (más, de acuerdo con la deci­
sión final). 

- Esta entidad no implicaría un aumento en el número de personas, sino 
más bien una reducción en números, acompañado de un fortalecimien­
to cualitativo. 

- Se estima que podría arrojar un ahorro neto de recursos (véase la discu­
sión en la siguiente sección). 

También existen variantes respecto de sus facultades, que van desde u n 
órgano del sistema que interactúe con el Comité Ejecutivo y el Consejo, 
hasta una secretaria técnica bajo el mando del Comité. 

Todos estos puntos deberían de estudiarse con más detalle. 

4. Financiamiento 

Una parte esencial de la reforma institucional es solucionar los problemas 
del financiamiento para fortalecer y racionalizar la institucionalidad centro­
americana, con independencia de si se piensa en este momento quedarse 
en u n primer nivel de «ajustes» o si se prevé proceder en una fase posterior 
a una «remodelación» del sistema. 

Parecería existir un consenso sobre la necesidad de establecer u n mecanis­
mo de financiamiento automático e independiente para u n núcleo de entida­
des y, de llegar a un acuerdo, respecto de los principios que deberían regir 
sobre las demás. A continuación se presenta una propuesta de esquema de 
financiamiento, consistente en tres mecanismos básicos, en los que se agrupa­
rían las diferentes entidades, dependiendo de sus funciones y naturalezas. 

Las figuras 5 y 6 muestran, respectivamente, cómo podría funcionar este 
esquema de financiamiento bajo cada opción, en el entendido de que estas 
dos opciones pueden reflejar etapas en u n proceso que se desenvuelve pro­
gresivamente, de acuerdo con las experiencias encontradas. 
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